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tribuido al desarrollo de la sociedad para que instaure en lo
posible una protección de los animales que permita su salva-
guardia y mantenimiento. Por ello, esta Ley se enmarca en lo
dispuesto sobre la protección de los animales en la legisla-
ción europea comunitaria, estatal y autonómica.

Desde este prisma, la presente Ley tiene una vocación co-
dificadora, de modo que quedan recogidas en una sola dis-
posición todas las cuestiones fundamentales que afecten a la
protección animal.

La Ley trata de cubrir todos los ámbitos que son propios
de una norma de esa naturaleza, lo que no impide, sino que
más bien requiere, dada la amplitud de su contenido, la fre-
cuente llamada a su desarrollo reglamentario, que deberá ser
el encargado de hacer plenamente eficaz la aplicación de sus
previsiones.

III

Las garantías que la presente Ley recoge abarcan tanto a
los animales domésticos, bien sean productivos o de compa-
ñía, como a los animales para experimentación y otros fines
científicos y a los animales de fauna silvestre en cautividad.

IV

La presente Ley recoge con suficiente detalle los aspec-
tos básicos para su posterior desarrollo reglamentario, de
modo que fija las normas comunes que van a afectar a los
animales domésticos y a la fauna silvestre en cautividad, es-
tablece las atenciones mínimas que éstos deben recibir, así
como las prohibiciones para evitar el maltrato o la crueldad
con los animales y las obligaciones que competen a los po-
seedores, propietarios, cuidadores y criadores de los mismos.

Una de las garantías más significativas que se introducen
es la exigencia de la obtención del carnet de cuidador y mani-
pulador de animales para el desarrollo de aquellas actividades
de manejo, cuidado y sacrificio de animales expresamente
establecidas en la Ley y de las que reglamentariamente se
determinen, de modo que estará vedado el desarrollo de las
mismas a quienes carezcan de este documento, para cuya ob-
tención está prevista la convocatoria de cursos de capacita-
ción que es preciso superar.

V

La sociedad cada vez se muestra más sensible al trato que
se presta a los animales, circunstancia ésta que justifica la
creación del Comité Consultivo para la Protección y Bie-
nestar Animal como órgano consultivo y de asesoramiento
en la materia, que se adscribe al Departamento competente
en materia de agricultura y ganadería y en el que están re-
presentadas, junto a la Administración autonómica, los co-
lectivos más directamente afectados por la nueva regulación,
así como expertos profesionales en diversas materias rela-
cionadas con el mundo animal.

1. TEXTOS APROBADOS
1.1. Leyes

1.1.1. Proyectos de Ley

Aprobación por el Pleno de las
Cortes del Proyecto de Ley de pro-
tección animal en la Comunidad
Autónoma de Aragón.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

El Pleno de las Cortes, en sesión celebrada el día 13 de
marzo de 2003, ha aprobado el Proyecto de Ley de protec-
ción animal en la Comunidad Autónoma de Aragón, con el
texto que se inserta a continuación.

Se ordena su publicación, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 111.1 del Reglamento de la Cámara.

Zaragoza, 13 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

Ley de protección animal
en la Comunidad Autónoma de Aragón

PREÁMBULO

I

La presente disposición se aprueba haciendo uso de la
competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma de Ara-
gón en materia de agricultura, ganadería e industrias agroa-
limentarias de acuerdo con la ordenación general de la eco-
nomía, recogida en el artículo 35.1.12.º del Estatuto de
Autonomía de Aragón, y de la competencia de desarrollo le-
gislativo sobre protección del medio ambiente, normas adi-
cionales de protección del medio ambiente y del paisaje pre-
visto en el artículo 37.3 del mismo. También la Ley se apoya
en algunos de sus aspectos en la competencia exclusiva de la
Comunidad Autónoma en materia de sanidad e higiene, es-
pectáculos, protección y tutela de menores e investigación
científica y técnica, que constan en los apartados 40.º, 39.º,
28.º y 29.º del artículo 35.1 del Estatuto de Autonomía.

II

La existencia de un vacío legislativo en Aragón en mate-
ria de protección de los animales hace imprescindible fijar,
en el marco de las competencias de la Comunidad Autónoma
de Aragón, una regulación genérica de protección que reco-
ja los principios de respeto y defensa de los animales.

La Declaración Universal de los Derechos del Animal,
proclamada el 15 de octubre de 1987 por la UNESCO, los
Convenios de Washington, Berna y Bonn, los tratados inter-
nacionales ratificados por España, así como los reglamentos
y directivas comunitarias existentes en esta materia, han con-



VI

La Ley regula los animales de compañía a partir de un
concepto de este tipo de animales que tiene como núcleo co-
mún el hecho de ser reproducidos y criados con la finalidad
de vivir con las personas con fines educativos, lúdicos o so-
ciales sin ánimo de lucro alguno. Ofrece la Ley su protección
a todos aquellos animales que puedan ser incluidos en tal
concepto, pero debe tenerse presente que el Título II, «De los
animales de compañía», se inspira sustancialmente en la pro-
tección de los animales de compañía que con mayor habitua-
lidad viven con el hombre y, probablemente, hacia los que
éste siente una especial y mayor sensación de afecto, como
es el caso de los perros y gatos, manifestándose ello en el he-
cho de que se recogen preceptos que tienen como único des-
tinatario al perro. Todo lo dicho se refleja en el contenido de
la norma, de modo que ésta será íntegramente aplicada a los
perros y gatos y al resto de animales de compañía si ello es
compatible con la naturaleza de los mismos y con los usos y
costumbres socialmente aceptados respecto a su cuidado y
manejo.

Por otro lado se considera como un instrumento funda-
mental no solo para el control de posibles zoonosis y del es-
tado sanitario en general de los perros, sino también para fa-
cilitar la conexión del animal con su dueño o poseedor, lo
cual, en definitiva, ha de conducir a una mayor responsabili-
dad de éstos en el trato y cuidado de los animales, la obliga-
da identificación permanente de los perros a través de los
sistemas que reglamentariamente se determinen, reflejándo-
se la misma tanto en el censo municipal que corresponde a la
residencia habitual del animal como, en su caso, en el regis-
tro autonómico que para identificación animal pueda crearse
en el futuro.

Respecto a los animales de compañía distintos del perro,
la Ley no los sujeta al sistema de identificación, censos mu-
nicipales y registro, pero sí deja abierta la posibilidad de que
en virtud del desarrollo reglamentario pueda extenderse obli-
gatoriamente tal sistema a otras especies y también que sea
el titular del animal quien decida voluntariamente someterse
al sistema.

Se estructura también una adecuada ordenación del siste-
ma de recogida de los animales abandonados, estableciendo
la Ley los trámites y mecanismos que razonablemente pue-
dan aplicarse para que sea posible que estos animales se re-
cuperen por sus titulares o, en caso contrario, puedan ceder-
se a un tercero con aptitud para ser receptor de tal cesión,
siendo el último recurso, una vez apurado el ejercicio de ta-
les opciones, su sacrificio de acuerdo con los plazos marca-
dos en la norma y aplicando para ello solo los procedimien-
tos en ella establecidos. No obstante, ha de hacerse hincapié
en que, cuando los animales abandonados estén albergados
en centros de recogida de titularidad pública o de entidades
que hayan sido declaradas colaboradoras por la Administra-
ción, deberán, aun habiéndose superado los plazos estableci-
das en la Ley, mantener a los animales en sus instalaciones
siempre que ello sea razonablemente posible.

VII

Respecto a los denominados, en la terminología de la
Ley, núcleos zoológicos se fija un concepto estable de los
mismos en el que cabrían prácticamente todos los centros o

establecimientos que agrupen animales, pero quedando fue-
ra de su ámbito de aplicación algunas agrupaciones de ani-
males expresamente relacionadas en la Ley, tales como las
explotaciones ganaderas, y se prevé que el desarrollo regla-
mentario de la Ley fije aquellas agrupaciones que puedan
quedar fuera de la aplicación de las previsiones fijadas para
los núcleos zoológicos en atención a circunstancias como su
magnitud y naturaleza.

No cabe iniciar una actividad propia de un núcleo zooló-
gico sin que previamente haya sido otorgada la pertinente
autorización para ello por el Departamento de la Administra-
ción autonómica competente en materia de agricultura y ga-
nadería. Respecto a la necesidad de obtener la referida auto-
rización, dada la extensa tipología de núcleos zoológicos que
pueden existir, la Ley ha determinado unos requisitos con los
que todos ellos deberán contar para su obtención, sin perjui-
cio de la determinación de condiciones específicas para al-
gunos núcleos zoológicos en función de la actividad de los
mismos.

También debe resaltarse que, para la protección de los
animales y el conocimiento por el adquirente de las condi-
ciones para su adecuado desarrollo y manejo, se exige que en
toda transacción comercial que tenga por objeto animales de
compañía se facilite al adquirente, en el momento de la en-
trega, un documento en el que se le informará de las caracte-
rísticas y necesidades del animal, así como de los consejos
adecuados para su cuidado.

VIII

La Ley establece igualmente las limitaciones y prohibi-
ciones necesarias para evitar en un espectáculo con animales
el trato cruel, inadecuado o antinatural para con los anima-
les, protegiéndose así tanto el bienestar de los animales como
a los propios espectadores. En este sentido, se prohíben en
Aragón, sin excepción alguna, las peleas de animales o las de
éstos con el hombre.

Admite la Ley el desarrollo en Aragón de los festejos
taurinos en su doble manifestación, de corridas y festejos
taurinos populares, de forma que se establecen reglas y limi-
taciones que tratan de proteger al animal cuando las prácti-
cas que pueden producirse no tengan conexión con la tradi-
cional «fiesta de los toros», sino que más bien ello pueda
emplearse como excusa para causar daños a los animales.

IX

La Ley fija, respecto a los animales de abasto, trabajo y
renta, las reglas y condiciones que deben cumplirse para ha-
cer compatible el cumplimiento de la finalidad para la que
son criados y el propio desarrollo y bienestar de los anima-
les respecto a todas las circunstancias en que puedan encon-
trarse durante su vida productiva, transporte y sacrificio.
Uno de los instrumentos sustanciales para alcanzar tal obje-
tivo es la exigencia de que, en sintonía con lo señalado antes
para el carnet de cuidador y manipulador de animales, para
realizar determinadas actividades, tales como el manejo y sa-
crificio en los términos expresados en la Ley, es preciso dis-
poner de las aptitudes y conocimientos que para ello se deter-
minan, cuya fijación y control corresponde hacer efectivos a
la Administración autonómica.
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Sobre el sacrificio de animales, se contemplan los luga-
res en que el mismo puede realizarse, recogiendo entre ellos
el sacrificio domiciliario y concretando qué requisitos son
precisos para que el mismo se limite a algunas especies cuyo
destino sea el autoconsumo familiar.

X

Igualmente se recogen reglas respecto a los animales em-
pleados para la experimentación y otros fines científicos, te-
niendo todas ellas por objeto reducir al mínimo imprescindi-
ble y evitar al máximo el dolor y sufrimiento prolongados
innecesariamente como consecuencia de las prácticas aplica-
das a los mismos, siempre que ello no sea incompatible con
la finalidad del procedimiento.

Cabe destacar que, respecto a los centros de experimen-
tación de animales, establece la Ley un sistema imparcial de
control de alto componente científico como es la existencia
para cada centro de un comité ético, al que se le encomenda-
rán funciones consultivas y de seguimiento de la actividad de
los centros.

XI

La Ley establece los mecanismos necesarios para que se
produzca una estrecha colaboración entre la actividad de la
Administración pública y de las asociaciones preocupadas
por la protección y defensa de los animales. De este modo se
configuran las entidades colaboradoras de la Administra-
ción, que serán aquellas asociaciones de protección y defen-
sa de los animales que sean declaradas colaboradoras por la
Administración cumpliendo con los requisitos que regla-
mentariamente se determinen.

XII

La presente Ley tiene por objeto el establecimiento de las
normas que sirvan para garantizar la protección de los ani-
males en su interrelación con la especie humana dentro del
territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón. Más que
como instrumento impositivo, la norma pretende actuar co-
mo medio sensibilizador y didáctico en lo que concierne a la
disposición de la sociedad hacia el mundo animal para que el
respeto hacia los animales se materialice en un trato correc-
to y se promueva el disfrute de los beneficios que su cría,
contemplación, estudio, compañía o cualquier otra forma de
aprovechamiento aporten, manteniendo en todo momento
una armonía con el medio natural del que todos los seres vi-
vos forman parte, incluido el ser humano.

También se fijan un conjunto de actuaciones de carácter
divulgativo y educacional de entre las que debe destacarse la
posibilidad de que en los programas educativos que apruebe
el Gobierno de Aragón puedan incluirse como contenido de
los mismos cuestiones relativas a esta materia.

XIII

Contiene la Ley un extenso catálogo de las conductas ti-
pificadas como infracciones, que son resultado correlativo
de las prohibiciones y obligaciones que se van estableciendo
a lo largo de la parte dispositiva. Las infracciones se clasifi-
can en leves, graves y muy graves, estableciéndose las san-
ciones aplicables a las mismas.

No se limita la Ley a prever sanciones pecuniarias, sino
que se establecen también lo que se denominan sanciones
complementarias, tales como el cierre temporal o definitivo
de las instalaciones, locales o establecimientos, la prohibi-
ción temporal o definitiva de la tenencia o adquisición de
animales, la imposibilidad de percibir ayudas públicas, así
como la retirada temporal o definitiva de licencias o autori-
zaciones. La existencia de las señaladas sanciones comple-
mentarias responde a una doble finalidad: por un lado, se
pretende hacer cesar cuanto antes la situación ilícita, y, por
otro lado, se quiere garantizar que en ningún caso pueda re-
sultar rentable cometer una infracción a lo previsto en la Ley.

XIV

Debe destacarse finalmente del contenido de la presente
Ley que se fijan en su parte final plazos concretos, pero su-
ficientemente amplios como para permitir su cumplimiento,
para la adecuación a la nueva normativa de situaciones
preexistentes a su entrada en vigor.

También se ocupa esta parte de la Ley de establecer los
mandatos dirigidos al Gobierno de Aragón para que éste, en
los plazos que se le señalan, dicte las normas necesarias para
crear la estructura administrativa que permita una satisfacto-
ria aplicación de la Ley.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.— Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley tiene por objeto el establecimiento de

las normas que sirvan para garantizar la protección de los
animales vertebrados de compañía, de los domésticos de
abasto, trabajo o renta, así como de la fauna silvestre en cau-
tividad y de los animales para experimentación y otros fines
científicos dentro del territorio de la Comunidad Autónoma
de Aragón.

2. Las disposiciones de esta Ley serán asimismo aplicables
a los establecimientos dedicados a la producción, reproduc-
ción, adiestramiento, acicalamiento, custodia, compraventa,
diagnóstico y tratamiento de enfermedades y a cualquier otro
lugar donde se tengan los animales a que hace referencia el
apartado anterior, así como a la circulación de los mismos.

3. Los animales objeto de caza y pesca, así como los per-
tenecientes a especies de fauna silvestre en libertad, se regi-
rán por su normativa específica.

Artículo 2.— Fines.
La presente Ley pretende hacer efectivos los siguientes

fines:
a) Alcanzar un nivel de bienestar de los animales ade-

cuado a su condición de seres vivos.
b) Compatibilizar el adecuado trato de los animales con

el disfrute por el ser humano de los mismos.
c) Permitir la utilización de los animales para la mejora

del bienestar económico, físico y social del ser humano, sin
que ello suponga infligir a los animales un daño o maltrato
innecesario para alcanzar este objeto.

d) Fomentar el conocimiento del mundo animal.
e) Sensibilizar y formar al ser humano sobre los valores

y conductas que esta Ley recoge.
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Artículo 3.— Prohibiciones generales.
1. Todos deben evitar maltratar a los animales, ya sea por

acción u omisión, directa o indirectamente.
2. El propietario de un animal, o el que se sirva de él sin

perjuicio de la responsabilidad subsidiaria del propietario,
será responsable de los daños, perjuicios y molestias que
ocasione a las personas, cosas, espacios públicos y al medio
natural en general, de acuerdo con la legislación aplicable en
cada caso.

3. El poseedor y, en su caso, el propietario de un animal
tendrán la obligación de procurarle las condiciones que las
características de su especie requieran, manteniéndolo en to-
do caso en una buena situación higiénico-sanitaria.

4. De acuerdo con lo señalado en los apartados prece-
dentes, y sin perjuicio de las excepciones señaladas en esta
Ley, se prohíbe:

a) Maltratar a los animales o someterlos a cualquier prác-
tica que les pueda producir daños o sufrimientos innecesa-
rios e injustificados.

b) Sacrificar animales infligiéndoles sufrimientos sin ne-
cesidad o causa justificada.

c) Abandonarlos en espacios cerrados o abiertos. El pro-
pietario o poseedor de cualquier animal que no pueda conti-
nuar teniéndolo lo entregará en los centros de recogida esta-
blecidos por las Administraciones públicas.

d) Practicarles mutilaciones, excepto en caso de necesi-
dad médico-quirúrgica, por exigencia funcional o por castra-
ciones, siempre con control de facultativos competentes.

e) Mantener a los animales sedientos o no suministrarles
la alimentación necesaria, no solamente para su subsistencia,
sino también para llevar una vida mínimamente sana y ade-
cuada en función de su dedicación y situación productiva, así
como alimentarlos con restos procedentes de otros animales,
salvo los casos autorizados por la legislación vigente. La fre-
cuencia de la alimentación deberá ser, al menos, diaria, sal-
vo en las especies en que por sus características fisiológicas
pueda resultar claramente perjudicial para su salud.

f) Entregar animales como reclamo publicitario, recom-
pensa o regalo de compensación por otras adquisiciones de
naturaleza distinta a la transacción onerosa de animales.

g) Realizar experimentos o prácticas con animales, sumi-
nistrarles drogas, fármacos o alimentos que contengan sus-
tancias que puedan ocasionarles sufrimientos, graves trastor-
nos que alteren su comportamiento, desarrollo fisiológico
natural, o la muerte, excepto los imprescindibles para la in-
vestigación científica prevista en el Título VI de esta Ley,
que, en todo caso, deberán ser autorizados según la legisla-
ción vigente, y los realizados mediante tratamientos terapéu-
ticos bajo control del facultativo competente.

h) Venderlos o donarlos a menores o a incapacitados sin
la autorización de quienes tengan su autoridad familiar, pa-
tria potestad o tutela.

i) Ejercer la venta ambulante de los animales fuera de los
mercados o ferias legalizadas.

j) La tenencia de animales en lugares donde no se pueda
ejercer la adecuada atención y vigilancia de los mismos, así
como no disponer de las medidas de seguridad adecuadas
con el fin de evitar agresiones entre los propios animales o
de éstos a las personas, o mantener juntos animales incom-
patibles o agresivos entre sí.

k) Mantener animales enfermos o heridos sin la asisten-
cia sanitaria adecuada.

l) La negación de asistencia sanitaria por parte de veteri-
narios en ejercicio a animales enfermos o heridos, salvo en
las excepciones contempladas en el Código para el Ejercicio
de la Profesión Veterinaria, aprobado por el Consejo General
de Colegios Veterinarios de España.

ll) El mantenimiento de animales permanentemente ata-
dos, salvo las excepciones señaladas en esta Ley. En todo
caso, la sujeción tendrá una longitud mínima tal que permita
al animal acostarse, levantarse y lamerse, no debiendo las
ataduras ocasionar heridas en los animales.

m) El mantenimiento de mamíferos permanentemente
confinados o enjaulados, excepto en el caso de la cría o te-
nencia de animales pertenecientes a las especies porcina, la-
gomorfa, roedores o de las utilizadas en peletería. Los ani-
males diferentes a las especies señaladas que sea necesario
mantener en esa condición dispondrán de habitáculos dota-
dos de unas dimensiones suficientes que permitan al animal
la movilidad, de acuerdo a sus características.

n) Someter a los animales a trabajos excesivos hasta el
punto de que puedan producirles sufrimientos o alteraciones
patológicas, así como el uso de instrumentos o aperos que
puedan originar daños a los animales que los utilicen o porten.

ñ) La prestación de asistencia sanitaria a los animales por
parte de personas no facultadas en áreas reservadas a los fa-
cultativos según la legislación vigente.

o) La proliferación incontrolada por reproducción de los
animales en posesión de las personas, para cuyo cumpli-
miento los propietarios o poseedores de los mismos deberán
adoptar las medidas adecuadas de prevención.

p) El transporte de los animales sin respetar las peculia-
ridades propias de cada especie, incumpliendo con ello los
debidos cuidados que deba recibir el animal durante el trans-
porte en orden a su adecuado bienestar.

q) Alimentar a los animales con presas vivas, excepto a
los animales con planes de suelta en libertad en los centros
de recuperación autorizados.

Artículo 4.— Condiciones generales de las instalacio-
nes de los animales.

1. Los animales bajo custodia deberán ser mantenidos en
instalaciones adecuadas desde el punto de vista higiénico-sa-
nitario, permitiendo la práctica de los cuidados y la atención
necesarios de acuerdo con sus necesidades etológicas, según
raza y especie.

2. Los alojamientos deberán poseer las siguientes carac-
terísticas:

a) Disponer del espacio vital necesario para cada especie
en proporción con el número y peso vivo de los animales.

b) Tener ventilación e iluminación adecuada en relación
con la capacidad de los locales. Queda prohibida la cría y
mantenimiento de animales en condiciones de oscuridad o
iluminación permanentes, salvo las excepciones previstas en
la legislación vigente.

c) Estar dotados de protección frente a la intemperie, frío,
calor, viento o lluvia.

d) Disponer de un lecho adecuado, carente de factores in-
salubres y elementos molestos.

3. La situación y el estado de salud de los animales, así
como las instalaciones en las que se ubiquen, serán objeto de
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inspecciones periódicas por parte de sus propietarios, posee-
dores o personas responsables con el fin de evitarles sufri-
mientos; no obstante, respecto a las explotaciones ganaderas
se estará a lo dispuesto en el artículo 40.1.

Artículo 5.— Carnet de cuidador y manipulador de ani-
males.

1. En aquellos supuestos expresamente previstos en esta
Ley, y en las actuaciones para el manejo y sacrificio de ani-
males que reglamentariamente se determinen, será impres-
cindible para su desarrollo que la persona que las pretenda
ejecutar esté en posesión del carnet de cuidador y manipula-
dor de animales.

2. Periódicamente, el Departamento competente en mate-
ria de agricultura y ganadería convocará cursos para la capa-
citación del personal que desarrolle o vaya a desarrollar labo-
res relacionadas con el manejo y sacrificio de los animales.
Los cursos tendrán por finalidad formar a sus participantes en
la materia de protección y bienestar animal. En el marco de
los cursos convocados se desarrollarán pruebas para acreditar
la adquisición de los conocimientos en ellos impartidos, cuya
superación dará derecho a la expedición del carnet de cuida-
dor y manipulador de animales por el Departamento compe-
tente en materia de agricultura y ganadería.

3. Reglamentariamente se determinarán tanto las activi-
dades para las que se exigirá la obtención del carnet de
cuidador y manipulador de animales como las bases de la
convocatoria y estructura de los cursos de capacitación, el
procedimiento de expedición del carnet, su período de vali-
dez, caducidad y renovación, y cualesquiera otras cuestiones
necesarias para una regulación adecuada de la materia.

Artículo 6.— Inspecciones.
1. Los servicios veterinarios oficiales y cualesquiera

otros facultativos competentes de la Administración autonó-
mica realizarán las correspondientes inspecciones para el
control y vigilancia de lo señalado en la presente norma, le-
vantándose acta comprensiva de los extremos objeto de la vi-
sita y del resultado de la misma.

2. Estos facultativos, en el ejercicio de sus funciones, ten-
drán la consideración de autoridad, por lo que, si del conte-
nido del acta que levanten se desprende la existencia de indi-
cios de posible infracción de la presente Ley, se incoará el
oportuno procedimiento sancionador en los términos de lo
dispuesto en el Título IX, poseyendo dichas actas valor pro-
batorio, sin perjuicio de las pruebas que el interesado pudie-
ra aportar en defensa de sus derechos e intereses.

3. Los afectados deberán prestar la debida colaboración a
los funcionarios de la Administración autonómica que desa-
rrollen actuaciones de control e inspección para satisfacer los
bienes jurídicos protegidos por esta Ley, de modo que debe-
rán facilitar los documentos y datos que les soliciten y el ac-
ceso a sus instalaciones en el desarrollo de las funciones pro-
pias de aquéllos.

Artículo 7.— Decomisos.
1. Los ayuntamientos de más de 5.000 habitantes o, en su

caso, las mancomunidades de municipios, las comarcas o las
diputaciones provinciales decomisarán los animales si en
ellos se detectan indicios de maltrato o tortura, presentan sín-
tomas de agresión física o desnutrición, se encuentran en ins-
talaciones indebidas, así como si se hubiera diagnosticado

que padecen enfermedades transmisibles a las personas o a
los animales, sea para someterlos a un tratamiento curativo
adecuado o para sacrificarlos si fuera necesario.

2. La Administración autonómica podrá también proceder
a decomisar los animales por razones de extrema urgencia.

3. Sin perjuicio de la ejecución inmediata del decomiso,
deberá habilitarse en todo caso trámite de audiencia a los in-
teresados afectados, que se efectuará de acuerdo con las con-
diciones existentes.

Artículo 8.— Comité Consultivo para la Protección y
Bienestar Animal.

1. Se crea el Comité Consultivo para la Protección y Bie-
nestar Animal como órgano de consulta y asesoramiento ads-
crito al Departamento competente en materia de agricultura
y ganadería.

2. El Comité Consultivo para la Protección y Bienestar
Animal llevará a cabo sus funciones de consulta y asesora-
miento a través de las siguientes actuaciones:

— Emitirá los informes y realizará los estudios que le so-
liciten el Gobierno de Aragón y los Departamentos de la Ad-
ministración autonómica.

— Emitirá informe sobre los proyectos de disposiciones
reglamentarias que se elaboren en desarrollo de esta Ley y
sobre los proyectos normativos que puedan afectar al conte-
nido de la misma.

Artículo 9.— Organización y funcionamiento del Comi-
té Consultivo para la Protección y Bienestar Animal.

1. El Comité Consultivo para la Protección y Bienestar
Animal estará compuesto por los siguientes miembros:

a) El director general con competencia en materia de sa-
nidad, protección y bienestar animal, que será su Presidente.

b) El jefe de servicio con competencia en materia de sa-
nidad, protección y bienestar animal, que será su Vicepre-
sidente.

c) Quince vocales de reconocida experiencia y conoci-
mientos en la materia, teniendo la siguiente procedencia:

— Cuatro representantes, uno por cada uno de los De-
partamentos que tengan la competencia sobre las siguientes
materias: espectáculos públicos, agricultura y ganadería, sa-
nidad y consumo y medio ambiente.

— Un profesional experto en bienestar animal.
— Un profesional experto en investigación biomédica y

experimentación animal.
— Tres representantes de las Cámaras Agrarias de Ara-

gón, uno por cada Cámara Agraria Provincial.
— Dos representantes de las asociaciones de protección

y defensa o estudio de los animales.
— Un representante de las organizaciones empresariales

aragonesas.
— Un representante de los sindicatos de trabajadores

más representativos en Aragón.
— Un representante de las asociaciones de protección y

defensa de la naturaleza.
— Un representante de las asociaciones de municipios

y/o provincias de Aragón.
d) Un funcionario licenciado en Derecho del Departa-

mento competente en materia de agricultura y ganadería ac-
tuará como secretario, con voz pero sin voto.
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2. Los vocales y el secretario serán nombrados por acuer-
do del Gobierno de Aragón del siguiente modo:

a) Los vocales representantes de los Departamentos, a
propuesta de los respectivos Departamentos.

b) Los vocales que deben ser profesionales expertos, a
propuesta de la Universidad de Zaragoza.

c) Para el resto de los vocales se estará a la propuesta de
sus respectivas corporaciones, asociaciones u organizaciones.

Para efectuar las propuestas de los vocales señaladas en
este apartado, cuando sea necesario, tendrá lugar una reu-
nión, previa citación, del Departamento competente en ma-
teria de agricultura y ganadería.

d) El secretario del Comité Consultivo para la Protección
y Bienestar Animal será designado por el consejero compe-
tente en materia de agricultura y ganadería.

3. El cese de los vocales y del secretario del Comité
Consultivo para la Protección y Bienestar Animal se produ-
cirá por acuerdo del Gobierno de Aragón, previa propuesta
de los órganos y entidades a los que representan.

4. El mandato de los miembros del Comité Consultivo
para la Protección y Bienestar Animal será de cinco años,
procediéndose a su renovación transcurridos éstos.

5. Reglamentariamente se determinarán las reglas de or-
ganización y funcionamiento del Comité Consultivo para la
Protección y Bienestar Animal.

TÍTULO II
DE LOS ANIMALES DE COMPAÑÍA

CAPÍTULO I
NORMAS GENERALES

Artículo 10.— Concepto.
A los efectos previstos en esta Ley se consideran anima-

les de compañía los que se crían y reproducen con la finali-
dad de vivir con las personas con fines educativos, lúdicos o
sociales, sin ánimo de lucro.

Artículo 11.— Ámbito de aplicación.
1. Lo dispuesto en el presente Título se aplicará en su in-

tegridad a los animales de compañía que se recogen en el
Anexo I.

2. A los demás animales de compañía se les aplicarán
este Título y el resto de los preceptos de esta Ley siempre
que ello sea compatible con la naturaleza de los animales de
que se trate y con los usos y costumbres socialmente acepta-
dos respecto al manejo y cuidado de estos animales.

Artículo 12.— Control sanitario.
1. La Administración autonómica ordenará, por razones

de sanidad animal o salud pública, la aplicación a estos ani-
males de las vacunaciones y tratamientos obligatorios que se
consideren necesarios.

2. Los animales objeto de dichas vacunaciones o trata-
mientos obligatorios deberán poseer una cartilla sanitaria di-
ligenciada por el facultativo autorizado, documento cuyo
contenido y características se regularán reglamentariamente.

3. Los facultativos de los servicios veterinarios de la
Administración de la Comunidad Autónoma y de las clínicas
y consultorios veterinarios deberán llevar un archivo con la
ficha clínica de los animales objeto de vacunación o de tra-

tamiento obligatorio, que estará a disposición de la autoridad
competente. Se comunicarán al registro correspondiente los
datos que se determinen reglamentariamente.

4. Las autoridades sanitarias de la Comunidad Autónoma
de Aragón podrán ordenar el internamiento o aislamiento de
los animales en el supuesto de que se les hubieran diagnosti-
cado enfermedades transmisibles o existan indicios de que
son portadores de las mismas, ya sea para someterlos a ob-
servación, a un tratamiento curativo o para su sacrificio si
fuese necesario.

5. El sacrificio obligatorio por razón de sanidad animal o
salud pública se efectuará, salvo causa mayor, en los lugares
adecuados para tal fin.

6. Sin perjuicio de la ejecución de las medidas señaladas
en los dos apartados anteriores, deberá habilitarse trámite de
audiencia a los interesados afectados, que se realizará de
acuerdo con las condiciones existentes.

Artículo 13.— Condiciones de manejo y mantenimiento
de los animales de compañía.

1. Además de lo previsto en el artículo 4 de esta Ley, para
los animales de compañía se establecen las siguientes condi-
ciones de mantenimiento, quedando prohibido:

a) Mantener animales de compañía permanentemente
atados. En todo caso, la sujeción tendrá una longitud mínima
de tres veces la del animal y la correa o cadena deberá con-
tar con un dispositivo que impida su acortamiento por enros-
camiento.

b) Mantener animales en habitáculos o vehículos sin la
suficiente ventilación y sin la protección frente a las tempe-
raturas extremas del ambiente.

c) La sujeción de animales de compañía a vehículos en
movimiento, así como, estando sueltos, hacerles marchar de-
trás de aquéllos.

2. Las condiciones de manejo y mantenimiento señaladas
se aplicarán a los animales de compañía potencialmente pe-
ligrosos en la medida en que sean compatibles con su legis-
lación específica y con ello no se minore la protección de la
seguridad ciudadana.

3. Los perros destinados a guarda deberán estar bajo la
responsabilidad de sus dueños o de quienes se sirvan de ellos
en recintos donde no puedan causar daños a las personas o
cosas, debiendo advertirse en lugar visible la presencia del
perro guardián.

Artículo 14.— Esterilización.
Para evitar la proliferación incontrolada de animales asil-

vestrados a partir de animales abandonados o el sacrificio de
camadas no deseadas de cachorros, se podrá realizar por los
profesionales veterinarios la esterilización de los animales de
compañía.

CAPÍTULO II
CENSOS E IDENTIFICACIÓN

Artículo 15.— Censos municipales.
1. Los poseedores de perros que lo sean por cualquier tí-

tulo, y, en su caso, sus propietarios, deberán censarlos en el
Ayuntamiento del municipio donde residan habitualmente
los animales, dentro de un plazo máximo de tres meses a par-
tir de la fecha de la adquisición de su propiedad o posesión.
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2. En el caso de los perros guardianes de obras, cons-
trucciones y otras instalaciones temporales, salvo que se
pruebe lo contrario, se considerará responsable del cumpli-
miento de las obligaciones censales y sanitarias al titular de
la obra o servicio correspondiente.

3. Las bajas por muerte o desaparición de los perros cen-
sados, así como los cambios de propiedad y domicilio, debe-
rán ser comunicados al Ayuntamiento del municipio corres-
pondiente en el plazo máximo de diez días hábiles,
acompañando la documentación acreditativa de la inscrip-
ción censal.

4. Con el fin de homogeneizar los datos censales, regla-
mentariamente se determinará el contenido de los censos
municipales.

5. Reglamentariamente se determinarán otros animales
de compañía que deban o puedan inscribirse en los censos
municipales, la estructura y organización de éstos, así como,
en su caso, la creación de un registro autonómico de identi-
ficación de animales de compañía dependiente del Departa-
mento competente en materia de agricultura y ganadería que
se elaborará sustancialmente a partir de los datos existentes
en los censos municipales.

Artículo 16.— Identificación.
1. Los poseedores y, en su caso, los propietarios de perros

deberán distinguirlos e identificarlos individualmente me-
diante un procedimiento permanente y homologado que se
determinará reglamentariamente.

2. Los datos referentes a la identificación individual de
cada perro figurarán inscritos en los censos municipales.

CAPÍTULO III
TENENCIA Y CIRCULACIÓN DE ANIMALES DE COMPAÑÍA

Artículo 17.— Medidas higiénicas.
1. Los propietarios o poseedores de animales de compa-

ñía deberán mantenerlos en buen estado higiénico y sanita-
rio, al igual que los habitáculos que los alberguen.

2. El propietario o poseedor de los animales deberá adop-
tar las medidas que estime más adecuadas para impedir que
ensucien las vías y los espacios públicos y para eliminar las
deyecciones que realicen fuera de los lugares que sean habi-
litados y debidamente señalizados por los Ayuntamientos
para este fin.

3. Los Ayuntamientos deberán establecer los sistemas
adecuados para recoger y eliminar los cadáveres de los ani-
males de compañía, de acuerdo con la legislación vigente.

4. Los Ayuntamientos deberán habilitar en jardines, par-
ques y vías públicas lugares idóneos, debidamente señaliza-
dos, para la deposición de excrementos de animales de com-
pañía.

Artículo 18.— Circulación.
1. Los perros serán conducidos por la vía pública provis-

tos de correa o cadena con collar, salvo en los lugares auto-
rizados por los Ayuntamientos.

2. En los casos de animales catalogados como potencial-
mente peligrosos, éstos deberán circular de acuerdo con lo
establecido por su normativa específica.

Artículo 19.— Transporte.
1. Podrá autorizarse el acceso de los animales de compa-

ñía recogidos en el Anexo I a los medios de transporte pú-
blico, excepto autobuses urbanos y de largo recorrido, que,
en todo caso, estará supeditado al estado higiénico óptimo de
los animales, a que posean la identificación censal y a la
acreditación, mediante la correspondiente cartilla sanitaria o
documento equivalente, de la vacunación contra aquellas en-
fermedades cuya aplicación declare obligatoria la Adminis-
tración autonómica.

2. Respecto a los animales de compañía no incluidos en
el apartado anterior, los mismos tendrán acceso a los medios
de transporte público cuando esté garantizado su óptimo es-
tado higiénico-sanitario y ello no sea contrario a las prácticas
y usos sociales generalmente admitidos y así se acuerde por
la autoridad competente en cada caso para cada tipo de trans-
porte.

3. El uso de bozal será necesario para los perros que se
trasladen en los medios de transporte público.

4. Las empresas propietarias de los medios de transporte
podrán fijar tarifas correspondientes al uso de estos medios
por los animales de compañía.

5. Respecto a los perros guía para deficientes visuales,
así como en relación con otros animales de compañía que
auxilien a otros deficientes psíquicos o físicos, siempre que
vayan acompañados de quienes se valgan de ellos, se estará
a lo dispuesto en la legislación correspondiente.

CAPÍTULO IV
ABANDONO Y CENTROS DE RECOGIDA

Artículo 20.— Abandono y recogida.
1. Se considerará abandonado aquel animal de compañía

que no lleve ninguna identificación referente a su origen o
acerca de su propietario, o no esté acompañado de persona
alguna que se haga responsable del animal.

2. Los ayuntamientos, o, en su caso, las mancomunidades
de municipios, comarcas o las diputaciones provinciales, de-
berán contar con servicios de recogida de los animales aban-
donados, así como para el mantenimiento y cuidado de éstos,
hasta que el propietario aparezca, sean cedidos a nuevas per-
sonas o sacrificados eutanásicamente. Las entidades locales
podrán establecer convenios para la realización de estos ser-
vicios con las asociaciones de protección y defensa de los
animales que lo soliciten y que hayan sido declaradas cola-
boradoras de la Administración autonómica.

3. Los ayuntamientos dispondrán las medidas necesarias
para impedir la proliferación y presencia de animales aban-
donados en su término municipal, sin perjuicio de las com-
petencias que puedan corresponder a otras Administraciones
públicas.

Artículo 21.— Procedimiento de recogida y captura.
1. La recogida y captura de los animales abandonados se

realizará mediante métodos incruentos y que provoquen el
menor sufrimiento a los mismos.

2. El personal a cargo de la captura, recogida y manuten-
ción de los animales abandonados dispondrá de la destreza
necesaria para realizar dichas labores y deberá poseer el car-
net de cuidador y manipulador de animales a que hace refe-
rencia el artículo 5 de esta Ley.
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Artículo 22.— Recuperación y cesión de animales aban-
donados.

1. Los animales abandonados serán recogidos en centros
que deberán estar autorizados como núcleos zoológicos y en
los que se les mantendrá y cuidará en los términos de lo dis-
puesto en este artículo y en el siguiente.

2. Recogidos los animales en los centros, éstos comuni-
carán de inmediato al propietario del mismo tal circunstan-
cia, debiendo disponer, a tales efectos, de los medios necesa-
rios que hagan posible la identificación del animal.

3. Los animales permanecerán tres días hábiles en los
centros de recogida para que puedan ser recuperados por sus
dueños permaneciendo otros siete días hábiles más en los
Centros, plazo éste durante el cual podrán ser objeto de
adopción por terceros o también de recuperación por sus
dueños.

4. Los plazos señalados en el apartado anterior podrán ser
reducidos por razones de urgencia derivadas del bienestar
animal, sin que en ningún caso el primero de ellos pueda ser
inferior a dos días hábiles.

5. Los animales que se encuentran en centros de recogi-
da no podrán cederse a personas que hubieran sido sancio-
nadas en virtud de resolución administrativa firme por in-
fracciones calificadas como graves o muy graves por esta
Ley. La Administración o entidad titular del centro de reco-
gida podrá establecer un seguimiento para comprobar que el
animal cedido recibe una atención adecuada.

Artículo 23.— Sacrificio de animales recogidos.
1. Transcurridos los plazos establecidos en el artículo an-

terior, los animales podrán ser objeto de sacrificio.
2. Los animales que permanezcan en los centros de reco-

gida de titularidad pública o de las entidades colaboradoras
así declaradas al amparo de esta Ley sólo podrán sacrificar-
se cuando después de haber realizado lo razonablemente exi-
gible para encontrar un poseedor no fuera posible atenderlos
más tiempo en sus instalaciones.

3. También podrán ser sacrificados los animales por ra-
zones sanitarias, de acuerdo con lo previsto en la legislación
vigente.

Artículo 24.— Procedimiento de sacrificio.
1. El sacrificio deberá realizarse en centros que estén au-

torizados como núcleos zoológicos, estando prohibido el sa-
crificio en la vía pública, salvo en caso de extrema urgencia
o causa mayor.

2. El sacrificio deberá efectuarse por facultativos veteri-
narios o bajo su directa supervisión.

3. Para proceder al sacrificio se emplearán métodos que
provoquen la pérdida inmediata de la consciencia del animal
y con el mínimo sufrimiento posible, quedando prohibida la
aplicación de los métodos de sacrificio recogidos en el
Anexo III.

TÍTULO III
DE LOS NÚCLEOS ZOOLÓGICOS

Artículo 25.— Definición.
1. Tendrá la consideración de núcleo zoológico, a los

efectos previstos en esta Ley, todo centro o establecimiento
fijo o móvil dedicado al fomento, cría, venta, cuidado, man-

tenimiento temporal o guardería o residencia y recogida de
animales de todo tipo, así como los centros de recuperación
de fauna silvestre, las agrupaciones zoológicas de animales
de fauna silvestre en cautividad (zoosafaris, parques zooló-
gicos, reservas zoológicas y otros establecimientos afines) y
los centros donde se celebren actuaciones lúdicas, de exhibi-
ción o educativas con animales.

2. No tendrán la consideración de núcleo zoológico, a los
efectos previstos en esta Ley, las explotaciones ganaderas,
incluyendo como tales las granjas de especies de caza y cen-
tros e instalaciones de acuicultura, ni tampoco los centros
que utilicen, críen o suministren animales de experimenta-
ción y otros fines científicos y aquéllos otros que pudieran
determinarse por vía reglamentaria en atención a su escasa
entidad y naturaleza.

Artículo 26.— Autorización y registro.
1. Para poder ejercer su actividad, los centros o estableci-

mientos considerados como núcleos zoológicos deberán es-
tar autorizados por el Departamento competente en materia
de agricultura y ganadería.

2. Todos los establecimientos autorizados estarán inscri-
tos en el registro correspondiente que se cree en el Departa-
mento competente en materia de agricultura y ganadería.

Artículo 27.— Requisitos para la autorización.
1. Para la autorización de núcleos zoológicos, éstos de-

berán cumplir al menos los siguientes requisitos:
a) Contar con los permisos adecuados y cumplir con las

condiciones específicas de la actividad a desarrollar, de
acuerdo con la legislación vigente.

b) Llevar un libro registro de movimiento de animales,
sus orígenes, propietarios, tratamientos sanitarios obligato-
rios y otros datos que reglamentariamente se establezcan. En
el caso de animales pertenecientes a especies protegidas o de
comercio regulado por leyes nacionales o tratados interna-
cionales suscritos por España, estos establecimientos conta-
rán con la documentación que autorice expresamente la te-
nencia y comercialización de esos animales.

c) Contar con condiciones higiénico-sanitarias acordes
con las necesidades fisiológicas y etológicas de los animales
a albergar.

d) Disponer de un servicio veterinario responsable del es-
tado físico y sanitario de los animales.

e) Contar los habitáculos para los animales objeto de la
presente Ley con los requisitos mínimos establecidos por las
disposiciones correspondientes.

f) Disponer de zonas adecuadas para evitar el contagio en
los casos de enfermedad o, en su caso, para guardar períodos
de cuarentena.

g) Contar con las medidas de seguridad necesarias, según
la actividad de que se trate, con el fin de evitar agresiones o
daños entre los propios animales.

h) Disponer de personal adecuado y capacitado para el
cuidado y atención de los animales.

2. Los núcleos zoológicos con carácter itinerante dentro
del territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón, ade-
más de cumplir los requisitos anteriores, deberán contar con
la documentación acreditativa del origen de los animales y
de la titularidad o posesión de los mismos, así como especi-
ficar el objeto y la duración de la estancia en la Comunidad
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Autónoma de Aragón. La exhibición de animales no supera-
rá las doce horas diarias.

3. Reglamentariamente se determinarán las condiciones
necesarias para otorgar la autorización para la instalación de
un núcleo zoológico, especificando también en qué casos se-
rá preceptiva la aportación, entre la documentación que deba
presentarse, de un proyecto técnico que describa y acredite
técnicamente el objeto, características, capacidad y finalidad
del núcleo zoológico que pretenda instalarse.

Artículo 28.— Comercio.
1. Los criaderos y establecimientos de venta de animales

deberán vender los animales en perfecto estado sanitario, li-
bres de cualquier enfermedad, haciendo entrega de un docu-
mento suscrito por facultativo veterinario que acredite la ve-
racidad de estas circunstancias. Las personas que trabajen en
estos establecimientos deberán estar en posesión del carnet
de cuidador y manipulador de animales.

2. Toda venta de animales de compañía se acompañará,
en el momento de la entrega del animal al comprador, de un
documento informativo descriptivo de las características y
necesidades del animal, así como de consejos para su ade-
cuado desarrollo y manejo.

3. Se prohíbe la cría o la venta de animales en estableci-
mientos no autorizados para ello como núcleo zoológico.

4. Los establecimientos de venta de animales no podrán
sacrificarlos salvo en casos y por los procedimientos que re-
glamentariamente se determinen, siempre previa supervisión
y bajo control de un facultativo veterinario. En todo caso, an-
tes de proceder a su sacrificio, se procurará su cesión a otros
establecimientos autorizados, a su donación a particulares o
a su entrega a centros de acogida de animales.

Artículo 29.— Mantenimiento temporal.
1. Los animales acogidos en establecimientos de mante-

nimiento temporal, como guarderías o residencias, deberán
ser sometidos a los tratamientos sanitarios y vacunaciones
que determine el Gobierno de Aragón.

2. El servicio veterinario del establecimiento vigilará que
los animales se adapten a la nueva situación, estén alimenta-
dos adecuadamente y no se den circunstancias de riesgo,
adoptando las medidas oportunas para evitarles cualquier
tipo de daño o enfermedad.

3. Los encargados de estos establecimientos avisarán a
los propietarios o, en su caso, poseedores de los animales en-
fermos que alberguen, para que autoricen la aplicación del
tratamiento terapéutico correspondiente. En los casos en que
el propietario o el poseedor no hubieran podido ser localiza-
dos y en los casos de urgencia y necesidad, el establecimien-
to, a través de su servicio veterinario, tendrá la obligación de
aplicar el tratamiento terapéutico adecuado, así como de in-
formar del mismo con la mayor brevedad posible al propie-
tario o, en su caso, poseedor del animal depositado.

Artículo 30.— Agrupaciones zoológicas de animales de
fauna silvestre.

1. A los efectos de esta Ley se consideran agrupaciones
zoológicas de animales de fauna silvestre aquéllas cuyos ani-
males se posean legalmente, con los permisos preceptivos de
la autoridad competente y sean mantenidos en régimen de se-
milibertad.

2. Para la autorización de estos establecimientos deberá
presentarse un proyecto de instalación y la lista de animales
que pretendan poseer.

3. Las modificaciones, altas y bajas, que se produzcan en
el establecimiento se comunicarán al Departamento corres-
pondiente para que pueda realizar los análisis necesarios y,
en su caso, llevar a cabo su necropsia, al objeto de determi-
nar los motivos de la muerte y evitar posibles contagios. De-
berán comunicarse en todos los casos al Departamento
competente en materia de sanidad animal las bajas que se
produzcan por causa de muerte.

4. Podrán autorizarse las agrupaciones zoológicas en que
se mantengan animales permanentemente confinados siem-
pre que éstos se encuentren en condiciones higiénico-sanita-
rias adecuadas y permitan el desarrollo etológico necesario a
cada especie.

5. Todos los establecimientos tomarán las medidas ade-
cuadas para evitar el cruce de animales de distinta especie y
la procreación de especies más allá de la necesaria para el
propio abastecimiento del establecimiento, estando prohibi-
da la procreación con fines comerciales.

6. Cuando el número de animales reunidos en uno de es-
tos centros supere el que reglamentariamente se determine,
éstos deberán contar con un servicio veterinario propio de
carácter permanente. En caso contrario, los controles sanita-
rios, necropsias y demás actuaciones que requieran la presta-
ción de servicio veterinario se practicarán por los profesio-
nales contratados a cargo del establecimiento, todo ello con
independencia de las inspecciones y controles que se reali-
cen por personal autorizado al servicio de la Administración
autonómica.

7. La provisión de animales para agrupaciones zoológi-
cas de animales de fauna silvestre se completará a través de
la cría realizada en el mismo establecimiento o de los deco-
misos efectuados por las Administraciones públicas.

Artículo 31.— Agrupaciones zoológicas lúdicas.
1. Son agrupaciones zoológicas lúdicas los estableci-

mientos en los que los animales se destinan a actividades de
ocio o deportivas, admitiendo su cesión temporal o alquiler
para los usos que se determinen reglamentariamente.

2. Los animales que se encuentren en este tipo de núcleos
zoológicos dispondrán de una zona con la superficie acorde
a las características etológicas de la especie y de la actividad
que desempeñan en el centro.

TÍTULO IV
DE LOS ESPECTÁCULOS CON ANIMALES

Artículo 32.— Normas generales.
1. Se prohíbe la utilización de animales en espectáculos,

peleas, fiestas populares y otras actividades que impliquen
crueldad, maltrato, sufrimiento, tratar de modo antinatural o
contrario a sus necesidades fisiológicas y etológicas, la
muerte de los mismos o la realización de actos que puedan
herir la sensibilidad de los espectadores.

2. Se prohíben en el territorio de Aragón las peleas de pe-
rros, de gallos o de cualesquiera animales entre sí, con ejem-
plares de otra especie o con el hombre.
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Artículo 33.— Espectáculos taurinos.
1. Quedan excluidas de la prohibición señalada en el ar-

tículo anterior las fiestas de los toros en sus manifestaciones
de corridas y demás festejos taurinos populares, únicamente
en los casos indicados a continuación y siempre que se cum-
plan las condiciones previstas en la normativa vigente, en
particular en materia de espectáculos:

a) La celebración de corridas de toros, novilladas, rejo-
neos y espectáculos similares requerirá la autorización del
Departamento competente en materia de espectáculos públi-
cos, así como de cualquier otra que fuera exigible conforme
a la legislación vigente.

b) Los demás festejos taurinos populares, es decir, los en-
cierros y otras exhibiciones con vacas o novillos sin muerte
del animal, requerirán también la autorización del Departa-
mento competente en materia de espectáculos públicos y po-
drán celebrarse con arreglo a lo dispuesto en su normativa
específica, siempre que en los mismos no se maltrate o agre-
da físicamente a los animales, quedando especialmente
prohibida la utilización de objetos, vehículos o cualquier ins-
talación que pueda causar dolor o sufrimiento a los animales.

2. Los animales utilizados en estos espectáculos estarán
identificados de acuerdo con la legislación vigente.

3. En los supuestos previstos en la letra b) del apartado 1,
el Departamento con competencia en materia de espectácu-
los públicos comunicará al competente en materia de agri-
cultura y ganadería la celebración de estos eventos a los efec-
tos de que pueda controlarse por éste el estado sanitario de
los animales.

Artículo 34.— Espectáculos circenses.
1. Los animales utilizados en espectáculos circenses es-

tarán protegidos por las previsiones de esta Ley en cuanto al
trato recibido, características de la actuación, habitáculo, ali-
mentación, cuidados higiénico-sanitarios y transporte.

2. Para el desarrollo de espectáculos circenses que utili-
cen animales en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Aragón deberán poseerse los documentos exigibles según la
legislación aplicable.

3. Para comprobar la tenencia de los documentos señala-
dos en el apartado anterior, el Departamento con competen-
cia en materia de espectáculos públicos comunicará a los
competentes en materia de agricultura y ganadería las auto-
rizaciones que, por su carácter de espectáculo público, hu-
biese concedido.

Artículo 35.— Espectáculos ecuestres.
Los caballos utilizados en los espectáculos hípicos, pica-

deros, escuelas de equitación y de alquiler estarán bajo la
protección de esta Ley, así como de las normas de la Federa-
ción Hípica Española que desarrollen o extiendan el ámbito
de protección animal de esta Ley.

Artículo 36.— Canódromos.
1. Los canódromos deberán ser autorizados e inscritos en

el Registro de núcleos zoológicos de acuerdo con lo previsto
en el Título III de esta Ley.

2. Para autorizar la inscripción como núcleos zoológicos
a nuevos canódromos deberá incorporarse entre la documen-
tación preceptiva para ello un proyecto de instalación que
justifique cumplidamente que en la futura instalación concu-

rrirán las condiciones que garanticen que los perros se en-
contrarán en adecuadas circunstancias de sanidad y bienestar
animal.

3. Los animales utilizados en estos espectáculos estarán
bajo la protección de esta Ley, especialmente en lo que res-
pecta a los cuidados higiénico-sanitarios, identificación, ali-
mentación y características de sus habitáculos.

TÍTULO V
DE LOS ANIMALES DOMÉSTICOS DE ABASTO, 

TRABAJO O RENTA

CAPÍTULO I
NORMAS GENERALES

Artículo 37.— Concepto y principios generales.
1. A los efectos de esta Ley, se considerarán animales do-

mésticos de abasto, trabajo o renta aquéllos a los que el hom-
bre dedica su actividad para obtener utilidad y beneficio,
bien en su venta o en la de partes de los mismos o en la de
sus productos.

2. Se prohíbe causar a estos animales agitación, dolor o
sufrimiento evitables durante todas las operaciones de cría,
transporte y sacrificio.

Artículo 38.— Condiciones generales de conducción y
estabulación.

1. Los animales domésticos de abasto, trabajo o renta se
conducirán aprovechando su naturaleza gregaria evitando
malos tratos, quedando prohibido, en particular, golpearlos,
ejercer presión sobre ellos o aplicarles descargas eléctricas,
salvo cuando sea estrictamente necesario para la conducción
del ganado si hubiera resistencia al andar y siempre que se
administren las descargas a intervalos y voltajes adecuados.

2. Los locales, jaulas, equipos y utensilios empleados
para los animales se limpiarán y desinfectarán adecuada-
mente y estarán construidos según las indicaciones señaladas
en los apartados 1 y 2 del artículo 4 de esta Ley.

CAPÍTULO II
CRÍA Y ESTABULACIÓN DE ANIMALES

Artículo 39.— Condiciones de manejo.
Los animales estarán en espacios y ambientes que reúnan

las adecuadas condiciones higiénico-sanitarias y serán man-
tenidos y atendidos conforme a lo dispuesto en la legislación
vigente en materia de protección de los animales en las ex-
plotaciones ganaderas, quedando prohibido en particular:

a) La limitación de la libertad de movimientos propia de
los animales cuando se les causen daños innecesarios, aten-
diendo a su especie, su grado de adaptación y de domestica-
ción y a sus necesidades fisiológicas, de conformidad con la
experiencia productiva y el avance de los conocimientos
científicos. Cuando los animales se encuentren atados, enca-
denados o retenidos continua o regularmente, se les propor-
cionará un espacio adecuado a sus necesidades fisiológicas y
etológicas, estando prohibido su hacinamiento.

b) El mantenimiento de los animales albergados en las
instalaciones en oscuridad permanente, así como la exposi-
ción continuada sin interrupción adecuada a la luz artificial.
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En todo caso, la iluminación será la adecuada a las caracte-
rísticas ambientales y a las necesidades del animal.

c) La falta de prestación de una alimentación sana y su-
ficiente atendiendo a las características de la especie, de for-
ma que en las explotaciones intensivas o semiextensivas la
frecuencia de la alimentación será cuando menos diaria, de-
biéndose garantizar las condiciones de salubridad y suficien-
cia de la alimentación en las explotaciones extensivas.

Artículo 40.— Cuidados sanitarios.
1. Todos los animales mamíferos y aves criados en régi-

men intensivo o semiextensivo serán inspeccionados periódi-
camente por el propietario o responsable de los animales. En
la medida que sea necesario y posible, los animales manteni-
dos al aire libre serán objeto de protección contra las incle-
mencias del tiempo, los depredadores y el riesgo de enfer-
medades.

2. Los animales que se hallen enfermos o heridos recibi-
rán el tratamiento necesario o serán sacrificados mediante
métodos autorizados que les produzcan el mínimo sufrimien-
to, con la correspondiente supervisión facultativa, en su caso.

Artículo 41.— Responsabilidad de los productores.
Sin perjuicio de las obligaciones correspondientes al pro-

pietario de los animales de abasto, el titular de la explotación
donde se encuentren los mismos será el responsable del cum-
plimiento de lo dispuesto en los artículos 37, 38, 39 y 40 de
esta Ley.

CAPÍTULO III
TRANSPORTE DE LOS ANIMALES

Artículo 42.— Transporte.
A los efectos de esta Ley se entenderá por transporte todo

desplazamiento de animales que se efectúe con un medio de
transporte desde el lugar de origen hasta el de destino, inclui-
das todas las operaciones de carga y descarga de los animales,
las paradas intermedias con o sin descarga, las operaciones
que puedan realizarse para el cuidado, descanso, alimentación
y abrevado de los animales y los posibles transbordos.

Artículo 43.— Condiciones del transporte, de los me-
dios de transporte y de los animales.

1. La duración máxima del transporte, los intervalos de
descanso y los cuidados de los animales, suministro de ali-
mento y agua, y atenciones sanitarias serán los adecuados
para evitar sufrimientos a los animales.

2. Las operaciones de carga y descarga de los animales se
realizarán mediante los métodos adecuados, que se determi-
narán reglamentariamente.

3. Los medios de transporte deberán estar diseñados reu-
niendo los requisitos que se establezcan reglamentariamente
para el adecuado cuidado y protección de los animales. Se
adaptarán las dimensiones del medio de transporte y las den-
sidades de carga autorizadas al tamaño y características de
los animales transportados.

4. Sólo se efectuará el transporte de animales cuando és-
tos se encuentren en buenas condiciones para efectuar el via-
je y cuando se hayan adoptado las disposiciones oportunas
para su cuidado durante el mismo y a su llegada al lugar de
destino, por lo que los animales enfermos o heridos no se

considerarán aptos para el transporte, salvo en los siguientes
casos y siempre que se transporten en condiciones adecuadas
y separados del resto de los animales sanos:

a) En el caso de animales levemente heridos o enfermos,
cuando el transporte no sea causa de sufrimientos adicio-
nales.

b) En el caso de animales transportados para ser someti-
dos a pruebas científicas aprobadas por la autoridad compe-
tente.

c) El transporte de animales para el tratamiento veterina-
rio o sacrificio de urgencia, con las condiciones y los requi-
sitos que se establezcan reglamentariamente.

5. Los transportes que, por su duración, condiciones u
otras circunstancias, tengan una regulación específica, se re-
girán por ella. Las condiciones de los demás transportes se
determinarán reglamentariamente.

Artículo 44.— Interrupción del transporte.
1. Con carácter general no se interrumpirá el transporte

de animales a menos que sea estrictamente necesario.
2. Cuando deba interrumpirse el transporte de animales

durante más de dos horas, deberán adoptarse las medidas ne-
cesarias para su cuidado y, en caso necesario, su descarga y
alojamiento.

3. La autoridad competente adoptará las medidas necesa-
rias oportunas para evitar o reducir al mínimo los retrasos del
transporte cuando existan circunstancias que así lo aconsejen.

Artículo 45.— Personal encargado del transporte.
1. En aquellos casos en que por la duración del viaje, tipo

de animales transportados, número de los mismos u otras cir-
cunstancias se considere necesario, podrá exigirse la presen-
cia de uno o más cuidadores con responsabilidades exclusi-
vas en el cuidado de los animales, además del conductor o
transportista, supuesto éste en el que éstos quedarán exone-
rados de prestar tales obligaciones, respondiendo exclusiva-
mente de su cumplimiento el cuidador, sin perjuicio de la ne-
cesaria diligencia de aquéllos en el desempeño de su función.

2. El reconocimiento de las aptitudes, capacidades profe-
sionales y los conocimientos necesarios para efectuar el
transporte pecuario, para obtener la condición de cuidador,
así como la determinación de los casos en los que la presen-
cia de éstos últimos sea necesaria, se determinarán regla-
mentariamente.

Artículo 46.— Documentos e identificaciones.
Durante todo el transporte, los animales estarán identifi-

cados e irán acompañados, sin perjuicio de cuantos otros do-
cumentos fueran exigibles en materia de sanidad animal, de
un plan de viaje en aquellos supuestos previstos por la nor-
mativa vigente sobre la materia y, en el resto de los casos, de
la documentación que permita determinar, al menos:

a) el origen y propietario de los animales;
b) el lugar de salida y de destino;
c) la fecha y la hora de comienzo del transporte.

Artículo 47.— Inspección y medidas cautelares.
1. Sin perjuicio de los controles que desarrollen otras

autoridades competentes, los servicios veterinarios oficiales
y cualesquiera otros facultativos competentes de la Adminis-
tración autonómica tendrán atribuida la potestad inspectora
en la materia a efectos de asegurar el cumplimiento de lo dis-
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puesto en este capítulo y levantarán la correspondiente acta
de los resultados de la inspección y de las posibles inciden-
cias detectadas, conforme a lo dispuesto en el artículo 6 de la
presente Ley.

2. En caso de incumplimiento de lo dispuesto en el pre-
sente capítulo, las Administraciones públicas competentes
podrán obligar a los responsables del medio de transporte o,
en su caso, a los cuidadores a que adopten las medidas nece-
sarias para garantizar el bienestar de los animales, según las
disposiciones de la presente Ley y de la legislación vigente
aplicable para cada caso.

3. Estas medidas, según las circunstancias de cada caso,
podrán comprender:

a) El alojamiento de los animales en un lugar adecuado
dispensándoles los cuidados necesarios hasta que cesen las
causas que determinaron que se decretase la inmovilización.

b) La finalización del transporte y la devolución de los
animales a su lugar de salida por el itinerario más directo.

c) Con carácter excepcional, y cuando el estado de los
animales lo requiera, podrá acordarse el sacrificio de los
mismos, evitando en lo posible su sufrimiento.

4. Si el responsable del medio de transporte o, en su caso,
los cuidadores no respetaran las instrucciones de la autoridad
competente, ésta ordenará la ejecución inmediata de dichas
medidas, de acuerdo a lo establecido en la legislación vi-
gente.

CAPÍTULO IV
SACRIFICIO DE LOS ANIMALES

Artículo 48.— Condiciones de sacrificio de los anima-
les en matadero.

1. Salvo las excepciones previstas en los artículos 49 y
50, el sacrificio de animales criados para la obtención de
productos útiles para el hombre se efectuará en mataderos, es
decir, en establecimientos industriales higiénicamente ade-
cuados y autorizados para ello y con arreglo a las condicio-
nes previstas en este artículo.

2. Las técnicas de sacrificio que se utilicen garantizarán
un proceso instantáneo e indoloro.

3. Las operaciones de descarga, manejo, alojamiento, atur-
dimiento y, en general, todas las operaciones previas al sacri-
ficio de los animales en matadero, así como las operaciones
propias del sacrificio, se realizarán de conformidad con la
normativa vigente en materia de protección de los animales en
el momento de su sacrificio o matanza y tratando siempre de
causar el menor sufrimiento posible a los animales.

4. El personal del matadero que esté a cargo de cualquier
procedimiento o manejo de animales vivos y los matarifes
deberán poseer la preparación y destreza necesarias para lle-
var a cabo estos cometidos de forma adecuada y eficaz, es-
tableciéndose reglamentariamente la forma en que se re-
conocerá por la Administración pública la preparación y
destreza necesarias para realizar estos cometidos, así como la
acreditación de esa preparación y destreza exigibles para el
cumplimiento de sus funciones.

Artículo 49.— Condiciones de sacrificio en explotacio-
nes ganaderas o durante el transporte.

A los animales que hayan de ser sacrificados en las ex-
plotaciones ganaderas o durante el transporte de los mismos

no se les causará agitación, dolor o sufrimiento evitables. El
sacrificio se realizará mediante los métodos de matanza re-
cogidos en la legislación vigente, y, siempre que sea posible,
por personal especializado, garantizando una muerte instan-
tánea e indolora.

Artículo 50.— Condiciones del sacrificio domiciliario.
1. Sólo podrá llevarse a cabo el sacrificio domiciliario

cuando se cumplan los siguientes requisitos:
a) Se trate de aves de corral, conejos, ganado porcino, va-

cuno, ovino o caprino.
b) Tenga por única finalidad el autoconsumo familiar,

quedando prohibida la comercialización de las canales, car-
ne, piezas o productos obtenidos.

c) La práctica del sacrificio y de las operaciones previas
se efectúe por personas con la preparación y destreza nece-
sarias para llevar a cabo el cometido de forma adecuada y
eficaz, evitando sufrimientos innecesarios a los animales
mediante la utilización de procedimientos instantáneos e in-
doloros.

d) Se lleve a cabo en áreas rurales en las que el sacrificio
domiciliario tenga un arraigado carácter tradicional.

2. Reglamentariamente podrán concretarse las condicio-
nes en que se realicen determinadas campañas de sacrificio
domiciliario de carácter tradicional, que al menos deberán
cumplir los requisitos previstos en el apartado anterior.

TÍTULO VI
DE LA EXPERIMENTACIÓN ANIMAL

Artículo 51.— Utilización de animales en procedimien-
tos de experimentación animal.

1. Se consideran animales para experimentación y otros
fines científicos aquéllos utilizados en experimentación ani-
mal para la prevención de enfermedades, estudios fisiológi-
cos, protección del medio natural, investigación científica,
educación, formación e investigación médico-legal.

2. Se considera procedimiento de experimentación toda
utilización experimental u otra utilización científica de un
animal capaz de causarle dolor, sufrimiento o daños durade-
ros, incluida cualquier actuación que dé o pueda dar lugar al
nacimiento de un animal en esas condiciones.

Artículo 52.— Registro y obligación de información de
los centros relacionados con la experimentación animal.

1. Los centros dedicados a la cría, suministro o utiliza-
ción de animales de experimentación habrán de estar inscri-
tos en el registro oficial que con dicho fin tiene establecido
el Departamento con competencia en materia de agricultura
y ganadería, siendo ello imprescindible para su funciona-
miento.

2. Dichos centros tendrán además la obligación de llevar
un registro propio en el que harán constar el número de ani-
males que críen, suministren o utilicen, las especies a que
pertenezcan, los establecimientos de origen y destino de los
animales, y todos aquellos datos que se establezca en la le-
gislación vigente.

3. La información registral de los animales se mantendrá
en los centros a disposición de la autoridad competente du-
rante un plazo mínimo de cinco años a contar desde la últi-
ma anotación efectuada.
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4. Los centros en que se realicen procedimientos de ex-
perimentación animal comunicarán al Departamento con
competencia en materia de agricultura y ganadería la infor-
mación relativa al número de animales utilizados a los úni-
cos efectos de elaboración de estadísticas oficiales, garanti-
zándose la confidencialidad de los datos recibidos.

Artículo 53.— Autorización para la experimentación
animal.

1. Los procedimientos de experimentación animal se de-
berán realizar en los centros registrados para ese fin y por
parte de personal cualificado.

2. Excepcionalmente, el Departamento con competencia
en materia de agricultura y ganadería podrá autorizar la rea-
lización de procedimientos fuera de centros registrados, si es
imprescindible por las características del procedimiento y
siempre con las garantías de cumplimiento de las condicio-
nes establecidas en el artículo 57 y de cuantas otras se exijan
en las disposiciones vigentes que resulten de aplicación.

Artículo 54.— Alojamiento y personal.
1. Las condiciones de alojamiento de los animales de ex-

perimentación serán las señaladas en la normativa estatal y
europea para la protección de los animales utilizados con fi-
nes experimentales y científicos. En el caso del perro y gato
se estará también a lo indicado en esta Ley y en su normati-
va de desarrollo.

2. Reglamentariamente se determinarán los conocimien-
tos mínimos exigibles y la aptitud necesaria para garantizar
que el personal a cargo del cuidado y utilización de los ani-
males de experimentación posea la formación y destreza ne-
cesarias, reservándose el Departamento con competencia en
materia de agricultura y ganadería, en la forma y condicio-
nes que se fijen, el otorgamiento de las habilitaciones que
permitan el desarrollo de tales funciones en dichos centros.

Artículo 55.— Especies animales utilizadas en experi-
mentación.

1. Los animales utilizados en experimentación deberán
pertenecer a alguna de las especies enumeradas en el Anexo
II, si bien, cuando por necesidades científicas suficiente-
mente justificadas se considere necesaria la utilización de
animales pertenecientes a otras especies, dicha utilización
deberá ser autorizada previamente por el Departamento con
competencia en materia de agricultura y ganadería, tras con-
sultar al Comité Consultivo para la Protección y el Bienestar
Animal.

2. Los animales que reglamentariamente se determinen
deberán adquirirse en establecimientos de cría o de suminis-
tro de animales de experimentación, de conformidad con la
legislación vigente.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anterio-
res, se prohíbe vender, donar o transmitir por cualquier títu-
lo animales de compañía para la experimentación animal.

Artículo 56.— Identificación de los animales de experi-
mentación.

1. Los animales con fines experimentales que existan en
los centros de cría, suministro o uso deberán estar identifica-
dos con métodos indoloros e indelebles.

2. El código identificativo de cada animal deberá figurar
en todos los registros de dichos animales.

Artículo 57.— Procedimientos de experimentación.
1. Los animales destinados a la experimentación deberán

ser objeto de protección de forma que se les presten los cui-
dados adecuados y no se les cause innecesariamente dolor,
sufrimiento o daños duraderos, conforme a los principios
que se enumeran:

a) Se evitará toda reiteración inútil de experimentos.
b) Se reducirá al mínimo el número de animales utili-

zados.
c) En todo procedimiento, y a lo largo del mismo, se apli-

carán anestesia o analgesia general o local y cualesquiera
otros métodos destinados a eliminar, en la mayor medida po-
sible, el dolor, el sufrimiento o los daños duraderos al ani-
mal, siempre que resulte adecuado para el animal y no sea in-
compatible con la finalidad del procedimiento.

d) La elección de la especie será objeto de detenido exa-
men, y se optará por aquellos procedimientos de experimenta-
ción que causen menos dolor, sufrimiento o daños duraderos
y tengan más probabilidades de dar resultados satisfactorios.

2. Quedan prohibidas:
a) La utilización de animales en procedimientos de expe-

rimentación cuando pueda recurrirse práctica y razonable-
mente a otro método científicamente satisfactorio que no re-
quiera la utilización de un animal.

b) La reutilización en procedimientos posteriores de ani-
males que hayan sido utilizados en otro anterior que le haya
ocasionado dolor o sufrimiento grave o persistente, con las
excepciones que se establezcan reglamentariamente.

3. En todo caso, cuando en un procedimiento se deba so-
meter a un animal a un dolor o sufrimiento grave o persisten-
te, dicho procedimiento deberá ser declarado y justificado
ante el Departamento con competencia en materia de agricul-
tura y ganadería, quien podrá autorizarlo, oído el comité éti-
co de experimentación animal que intervenga en el Centro.

4. Todos los animales que, tras un procedimiento, puedan
sufrir dolores, sufrimiento, tensión o recuerdo doloroso debe-
rán ser sacrificados por personal autorizado mediante méto-
dos que no causen dolor, estrés o sufrimientos innecesarios,
sin que en ningún caso se libere un animal de experimenta-
ción poniendo en peligro la salud pública, fauna o medio am-
biente.

Artículo 58.— Comités éticos de experimentación
animal.

1. Los centros que utilicen animales para experimenta-
ción y para otras finalidades científicas deberán contar con
comités éticos de experimentación animal, cuyo fin será ve-
lar por el cuidado y bienestar de los animales de experimen-
tación en el centro.

2. Los comités éticos de experimentación animal estarán
integrados por un mínimo de tres personas y un máximo de
siete, con experiencia y conocimientos para velar por el bie-
nestar y el cuidado de los animales, las instalaciones y los
procedimientos de experimentación. Entre sus miembros se
encontrarán:

a) Un especialista en bienestar animal que intervenga en
el centro.

b) Un representante de la unidad de garantía de calidad
que intervenga en el centro, o, en su defecto, un investigador
que actúe en el centro no directamente implicado en el pro-
cedimiento a informar.

Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 308 - 24 de marzo de 2003 12813



c) Una persona con experiencia y conocimientos en bie-
nestar de los animales que no tenga relación directa con el
centro ni con el procedimiento de que se trate.

3. Las funciones de los comités éticos de experimenta-
ción animal son las siguientes:

a) Informar sobre la realización de los procedimientos de
experimentación, previa evaluación de la idoneidad del pro-
cedimiento en relación con los objetivos del estudio, la po-
sibilidad de alcanzar conclusiones válidas con el menor
número posible de animales, consideración de métodos al-
ternativos y la idoneidad de las especies seleccionadas.

b) Velar por que los animales no sufran innecesariamen-
te y por que se les proporcione, cuando sea necesario, anal-
gésicos, anestésicos u otros métodos destinados a eliminar al
máximo el dolor o el sufrimiento.

c) Controlar que se utilicen métodos eutanásicos que no
causen innecesariamente dolor o sufrimiento.

d) Velar por que el personal que participa en los procedi-
mientos esté preparado para llevar a cabo las tareas encar-
gadas.

e) Revisar procedimientos ya evaluados o suspender
cualquier procedimiento ya iniciado que no se ajuste a los re-
quisitos que el protocolo autorizado de dicho procedimiento
haya establecido.

f) Ser oído en el supuesto previsto en el apartado 3 del ar-
tículo 57.

TÍTULO VII
DE LAS ASOCIACIONES DE PROTECCIÓN

Y DEFENSA DE LOS ANIMALES

Artículo 59.— Asociaciones de protección y defensa de
los animales.

Se consideran asociaciones de protección y defensa de
los animales las entidades con personalidad jurídica, sin áni-
mo de lucro y legalmente constituidas cuya representación
de los fines que persigan se considere de la suficiente enti-
dad, y que tengan como principal finalidad la defensa y pro-
tección de los animales en general o de grupos concretos de
éstos.

Artículo 60.— Entidades colaboradoras.
1. Reglamentariamente se determinarán los requisitos

precisos para que estas asociaciones puedan declararse cola-
boradoras de la Administración, previa solicitud de aquéllas,
procediéndose a su inscripción de oficio en el registro que al
efecto creará la Administración autonómica.

2. Los agentes de la autoridad prestarán su colaboración
y asistencia a las asociaciones declaradas entidades colabo-
radoras en las gestiones derivadas de sus acuerdos con la
Administración.

3. Las entidades colaboradoras en el ámbito de su espe-
cialidad podrán suscribir convenios de colaboración con las
distintas Administraciones públicas, en los que, entre otros
contenidos, podrá preverse la realización por las entidades
colaboradoras de las siguientes actividades de protección,
defensa y estudio de los animales:

a) Recoger animales abandonados. Asimismo, podrán re-
coger los animales entregados por sus dueños.

b) Utilizar sus instalaciones para el depósito, cuidado y
tratamiento de animales abandonados, sin dueño, decomisa-

dos por la Administración o que deban permanecer aislados
por razones sanitarias.

c) Gestionar la cesión de animales a terceros o proceder
a su sacrificio de acuerdo con lo establecido en esta Ley.

d) Divulgar el espíritu y contenido de esta Ley en el te-
rritorio de la Comunidad Autónoma de Aragón.

4. La Comunidad Autónoma de Aragón y las entidades
locales correspondientes podrán conceder subvenciones y
ayudas a las asociaciones que hayan obtenido el título de co-
laboradoras.

5. Las asociaciones de protección y defensa de los ani-
males podrán instar a los Departamentos del Gobierno de
Aragón y a los ayuntamientos competentes para que realicen
inspecciones en aquellos casos concretos en que existan in-
dicios de irregularidades.

6. Dichas asociaciones deberán dar cuenta periódicamen-
te de sus actuaciones a las autoridades competentes.

TÍTULO VIII
DE LA DIVULGACIÓN Y EDUCACIÓN

EN MATERIA DE PROTECCIÓN ANIMAL

Artículo 61.— Divulgación.
1. La Administración autonómica adoptará las medidas

necesarias que contribuyan a la divulgación del contenido de
esta Ley, fomentando, defendiendo y promoviendo el respe-
to a los animales en la sociedad.

2. Las asociaciones de protección y defensa de los ani-
males declaradas colaboradoras serán instrumentos básicos
en el desarrollo de las tareas de divulgación e información de
esta Ley.

Artículo 62.— Asesoramiento a la Administración local.
La Administración autonómica prestará asesoramiento y

colaboración técnica para la adecuada ejecución por las Ad-
ministraciones locales de las actuaciones que les encomien-
da la presente Ley.

Artículo 63.— Información.
La Administración autonómica velará porque los distin-

tos sectores sociales y profesionales estén informados de las
obligaciones que de esta Ley se derivan. En particular, la Ad-
ministración autonómica programará campañas divulgativas
de su contenido entre los sectores afectados, haciendo espe-
cial hincapié en la formación de profesionales en materia de
bienestar animal, y llevará a cabo campañas informativas con
la finalidad de evitar la proliferación incontrolada de los ani-
males domésticos en posesión de las personas, así como su
abandono.

Artículo 64.— Educación.
1. El Gobierno de Aragón programará campañas divul-

gativas del contenido de la presente Ley entre los escolares y
habitantes de la Comunidad Autónoma de Aragón y promo-
verá la inclusión de contenidos en materia de bienestar ani-
mal en los programas educativos aplicables en el ámbito te-
rritorial de la Comunidad Autónoma de Aragón.

2. La Administración autonómica, en colaboración con
instituciones públicas y privadas y con entidades dedicadas a
la protección de los animales, realizará actividades formati-
vas destinadas a los propietarios y tenedores de animales de
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compañía con el fin de obtener una óptima inserción y con-
vivencia de los animales en el medio.

Artículo 65.— Fomento.
1. La Administración autonómica fomentará los sistemas

de producción animal que maximicen las condiciones de bie-
nestar animal, la libertad de los animales, cuidados higiéni-
co-sanitarios y calidad en la alimentación. Para ello, se esta-
blecerán programas de calidad para la cría y mantenimiento
de animales bajo estas condiciones, así como para la comer-
cialización de sus productos derivados.

2. En particular protegerá y fomentará la cría de razas au-
tóctonas aragonesas que permitan el mantenimiento de ex-
plotaciones en régimen extensivo.

3. La Administración autonómica fomentará la formación
continuada y actualizada del personal de la misma que desa-
rrolle funciones relacionadas con la ejecución de esta Ley.

TÍTULO IX
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

Y DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

EN MATERIA DE PROTECCIÓN ANIMAL

CAPÍTULO I
INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS

Artículo 66.— Infracciones administrativas.
1. Constituye infracción administrativa toda acción u

omisión contraria a lo establecido en la presente Ley.
2. No se sancionarán los hechos que lo hayan sido penal

o administrativamente en los casos en que se aprecie identi-
dad de sujeto, objeto y fundamento, si bien deberán exigirse
las demás responsabilidades que puedan deducirse de otros
hechos o infracciones concurrentes.

3. La facultad para denunciar los hechos constitutivos de
las infracciones previstas en esta Ley será pública.

Artículo 67.— Clasificación.
Las infracciones a la presente Ley se clasifican en leves,

graves y muy graves.

Artículo 68.— Infracciones leves.
Tienen la consideración de infracciones leves:
1. Maltratar o agredir a los animales o someterlos a cual-

quier práctica que les pueda producir daño o sufrimientos in-
necesarios o injustificados, salvo las excepciones autoriza-
das en la legislación vigente, sin llegar a causarles lesiones,
deformidades, defectos o la muerte.

2. No facilitarles los líquidos y alimentación necesarios
de acuerdo a sus necesidades, no solamente para su subsis-
tencia, sino también para llevar una vida mínimamente sana
y adecuada en función de su dedicación y situación produc-
tiva, así como alimentarlos con restos de otros animales
cuando esté prohibido por la legislación vigente, siempre que
con ello no se les cause trastornos graves o la muerte.

3. Mantener a los animales en condiciones inadecuadas
desde el punto de vista higiénico-sanitario, impropias para la
práctica del cuidado y atención necesarios o para su bienes-
tar animal de acuerdo con las necesidades fisiológicas y eto-
lógicas, según especie y raza, siempre que no se hayan cau-
sado lesiones, enfermedades o la muerte.

4. La entrega de animales como reclamo publicitario, re-
compensa o regalo de compensación por otras adquisiciones
de naturaleza distinta a la transacción onerosa de animales.

5. La negación de asistencia sanitaria por parte de los ve-
terinarios en ejercicio a animales enfermos o heridos, salvo
en las excepciones contempladas en el Código para el ejerci-
cio de la profesión veterinaria aprobado por el Consejo Ge-
neral de Colegios Veterinarios de España.

6. La venta o donación de animales a menores o incapa-
citados sin la autorización de quienes tengan atribuida su au-
toridad familiar, patria potestad o tutela.

7. La tenencia de animales en lugares donde no se pueda
ejercer la adecuada atención y vigilancia de los mismos, así
como no disponer de las medidas de seguridad adecuadas
con el fin de evitar agresiones entre los propios animales o
de éstos a las personas, o mantener juntos animales incom-
patibles o agresivos entre sí.

8. Mantener a los animales en condiciones ambientales y
de manejo contrarias a lo establecido en la presente Ley.

9. Desarrollar trabajos sin el carnet de cuidador y mani-
pulador cuando así lo exija la legislación vigente.

10. La no vacunación o la no realización de los trata-
mientos sanitarios obligatorios, así como no estar en pose-
sión de la preceptiva cartilla sanitaria o documento equiva-
lente o no tenerlos adecuadamente diligenciados.

11. No disponer, en su caso, de los archivos de las fichas
clínicas de los animales objeto de vacunación o de trata-
miento obligatorio, o que éstos estén incompletos.

12. Llevar animales atados a vehículos en movimiento o,
estando sueltos, hacerles marchar detrás de aquéllos.

13. No censar o identificar reglamentariamente los ani-
males de compañía que deban estarlo de acuerdo con la le-
gislación aplicable.

14. No adoptar las medidas oportunas para impedir que
los animales de compañía ensucien las vías o espacios públi-
cos o para eliminar las deyecciones que realicen en estos lu-
gares.

15. La utilización de sistemas de recogida y de elimina-
ción de los cadáveres de los animales de compañía contrarios
a los establecidos en la legislación vigente.

16. La falta de comunicación a los registros administrati-
vos de los animales de compañía de las altas, bajas y cam-
bios de propiedad de los mismos.

17. El incumplimiento de las condiciones de circulación
de los animales de compañía previstas en esta Ley.

18. El acceso de animales de compañía sin autorización
o, en su caso, sin bozal a los medios de transporte públicos
en que estén autorizados.

19. Impedir el acceso a perros guía a las instalaciones o
establecimientos autorizados por la legislación vigente.

20. Ejercer la actividad de núcleo zoológico sin estar au-
torizado para ello.

21. El incumplimiento de la obligación de notificar al re-
gistro de núcleos zoológicos los datos relativos a los cambios
de titularidad, así como el incumplimiento de las condiciones
establecidas para los núcleos zoológicos en las letras a) y b)
del apartado 1 del artículo 27 de la presente Ley.

22. La cría o venta de animales en deficiente estado sa-
nitario o fuera de los lugares autorizados, así como el in-
cumplimiento de las obligaciones documentales y de infor-
mación previstas en el artículo 28 de la presente Ley.

Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 308 - 24 de marzo de 2003 12815



23. La no comunicación de los movimientos, altas y ba-
jas, de animales en las agrupaciones zoológicas de fauna sil-
vestre.

24. La proliferación incontrolada de los animales.
25. El transporte de animales con vulneración de los re-

quisitos establecidos en la legislación vigente siempre que,
como consecuencia de dicha vulneración, no se hayan pro-
ducido trastornos graves, lesiones o heridas en los animales.

26. La cría de animales de fauna silvestre no catalogada
ni declarada protegida, sin poseer la autorización o la docu-
mentación exigida por la legislación vigente.

27. Realizar actuaciones para las que, conforme a lo dis-
puesto en la presente Ley, se requiera de una especial aptitud
o capacitación profesional sin reunir los requisitos exigidos
para ello.

28. El incumplimiento por los titulares de los centros que
utilicen animales para experimentación y para otras finalida-
des científicas de la obligación de creación de comités éticos
de experimentación animal.

29. Cualquier incumplimiento de los requisitos, obliga-
ciones o prohibiciones establecidas en esta Ley que no esté
calificado específicamente como grave o muy grave.

Artículo 69.— Infracciones graves.
Tienen la consideración de infracciones graves:
1. Maltratar o agredir a los animales o someterlos a cual-

quier práctica que pueda producir daños o sufrimientos inne-
cesarios o injustificados, salvo las excepciones autorizadas
en la legislación vigente, causándoles lesiones, deformidades
o defectos.

2. Someter a los animales a trabajos excesivos hasta el
punto de que puedan producirles sufrimientos o alteraciones
patológicas, así como el uso de instrumentos o aperos que
puedan originar daños a los animales que los utilicen o porten.

3. Mantener a los animales en condiciones inadecuadas
desde el punto de vista higiénico-sanitario, impropias para su
cuidado y atención, de acuerdo con sus necesidades fisioló-
gicas y etológicas, siempre que se les haya causado lesiones,
enfermedades o la muerte.

4. No facilitarles la alimentación y líquidos necesarios de
acuerdo a sus necesidades, todo ello cuando, como conse-
cuencia de ello, se hayan provocado trastornos graves o la
muerte de los animales.

5. El abandono de animales en espacios abiertos o cerra-
dos, así como incumplir la obligación de entrega a los cen-
tros de recogida establecidos por las Administraciones públi-
cas prevista en el artículo 3.4.c) de esta Ley.

6. La práctica de mutilaciones, salvo las controladas por
facultativos competentes en caso de necesidad médico-qui-
rúrgica por exigencia funcional o por castraciones, la de ope-
raciones quirúrgicas y las de sacrificio de los animales sin
control del facultativo competente o con sufrimientos físicos
evitables o sin aturdimiento previo o insuficiente.

7. Realizar experimentos o prácticas con animales, sumi-
nistrándoles drogas, fármacos o alimentos que contengan
sustancias que puedan ocasionar a los animales la muerte o
graves trastornos que alteren su comportamiento o su desa-
rrollo fisiológico natural, fuera de los casos previstos en el
Título VI de esta Ley.

8. Impedir la libre inspección de los animales y sus ins-
talaciones a las autoridades competentes, salvo en el caso de
animales recluidos en el domicilio.

9. Mantener animales enfermos o heridos sin asistencia
sanitaria adecuada.

10. La vulneración de las obligaciones respecto a la re-
cepción, cesión y sacrificio de animales abandonados en los
centros de recogida contempladas en los artículos 21, 22 y 23
de la presente Ley.

11. El incumplimiento de las condiciones establecidas
para los núcleos zoológicos en las letras c), d), e) y g) del
apartado 1 del artículo 27.

12. La procreación de animales en los establecimientos
de agrupaciones zoológicas de animales de fauna silvestre
con fines comerciales.

13. No adoptar, en los establecimientos de agrupaciones
zoológicas de animales de fauna silvestre, las medidas ade-
cuadas para evitar el cruce de animales de distinta especie y
la procreación de especies más allá de la necesaria para el
propio abastecimiento del centro.

14. La adquisición de animales para agrupaciones zooló-
gicas de animales de fauna silvestre que no procedan de ex-
cedentes de otras instalaciones similares o de confiscaciones
por organismos públicos.

15. No mantener en semilibertad ni establecer la superfi-
cie adecuada para los animales, tal como se establece en esta
Ley, respectivamente, para las agrupaciones zoológicas de
animales de la fauna silvestre y agrupaciones zoológicas lú-
dicas.

16. El uso de animales en espectáculos, fiestas populares
y otras actividades, si se les puede ocasionar sufrimiento,
pueden ser objeto de tratamientos antinaturales o pueden he-
rir la sensibilidad de las personas que los contemplan, salvo
las excepciones señaladas en el Título IV de esta Ley.

17. La utilización de animales en espectáculos circenses
que no hayan sido autorizados o que no posean los docu-
mentos referidos en el artículo 34.2 de esta Ley.

18. El transporte de animales con vulneración de los re-
quisitos establecidos en la legislación vigente cuando, como
consecuencia de dicha vulneración, se hayan producido le-
siones en los animales o muerte evitable de los mismos.

19. El incumplimiento de las condiciones establecidas
para el sacrificio de animales en el Capítulo IV del Título V
de la presente Ley y en el resto de disposiciones vigentes.

20. La cría de animales silvestres de las especies catalo-
gadas o declaradas protegidas, sin poseer autorización o la
documentación exigida por la legislación vigente.

21. La procreación o cría de animales silvestres poten-
cialmente peligrosos, salvo que se realice en agrupaciones
zoológicas de animales de la fauna silvestre y con sujeción a
la legislación específica.

22. La cría en cautividad de animales de la fauna silves-
tre cuando se realice por establecimientos no autorizados o
en instalaciones que no mantengan las medidas precautorias
que eviten el escape o dispersión de dichas especies.

23. La carencia de los libros de registro establecidos en
esta Ley en relación con los animales de la fauna silvestre.

24. La falta de inscripción de los centros de cría, sumi-
nistro y utilización de animales de experimentación, como se
indica en el artículo 52 de la presente Ley.
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25. La ejecución de procedimientos de experimentación
no autorizados, su realización en centros no inscritos en el
registro oficial o su aplicación por parte de personal no cua-
lificado.

26. La carencia del Libro Registro establecido para los
centros que críen, utilicen o suministren animales de experi-
mentación, así como su llevanza contrariamente a lo dis-
puesto en esta Ley y en cuantas disposiciones resulten de
aplicación.

27. El incumplimiento de las condiciones de manteni-
miento, alojamiento y de protección de los animales de ex-
perimentación.

28. La adquisición o venta de animales para experimen-
tación contrariando lo establecido en la presente Ley, así
como vender, donar, ceder o utilizar animales de compañía
para la experimentación animal.

29. La falta de identificación de los animales de experi-
mentación que existan en los centros de cría, suministro o
uso, así como la utilización de especies no incluidas en el
anexo II sin la debida autorización.

Artículo 70.— Infracciones muy graves.
Tienen la consideración de infracciones muy graves:
1. Maltratar o agredir a los animales o someterlos a cual-

quier práctica que pueda producirles daños o sufrimientos in-
necesarios o injustificados, salvo las excepciones autoriza-
das en la legislación vigente, causándoles la muerte.

2. La organización y celebración de peleas de perros, de
gallos o de cualesquiera animales entre sí, con ejemplares de
otra especie o con el hombre.

3. El incumplimiento de las condiciones previstas para
los procedimientos de experimentación en los apartados 2 y
4 del artículo 57 de esta Ley.

CAPÍTULO II
SANCIONES Y MEDIDAS ACCESORIAS

Artículo 71.— Sanciones pecuniarias.
Las infracciones administrativas tipificadas en la presen-

te Ley se sancionarán con la siguiente escala:
a) Infracciones leves, con multa de sesenta euros (60 €)

a seiscientos un euros (601 €).
b) Infracciones graves, con multa de seiscientos un euros

con un céntimo de euro (601,01 €) a seis mil diez euros
(6.010 €).

c) Infracciones muy graves, con multa de seis mil diez
euros con un céntimo de euro (6.010,01 €) a ciento cincuen-
ta mil doscientos cincuenta y tres euros (150.253 €).

Artículo 72.— Sanciones complementarias.
También pueden adoptarse las siguientes sanciones com-

plementarias:
1. La comisión de infracciones tipificadas como graves o

muy graves podrá comportar, atendiendo a su repercusión o
trascendencia, además de la imposición de la correspondien-
te sanción pecuniaria, la adopción de las siguientes sanciones
complementarias:

— La prohibición de tenencia o de adquisición de ani-
males.

— El cierre de las instalaciones, locales o establecimien-
tos si fuera el caso.

— La retirada de las licencias o acreditaciones de aptitud
que en la materia se posean.

— La retirada de autorizaciones administrativas otorga-
das al amparo de esta Ley.

— La pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones
o ayudas públicas relacionadas con la materia objeto de la
presente norma.

2. Las sanciones complementarias previstas en el apartado
anterior se impondrán por un período máximo de cuatro años
para el caso de las infracciones graves y por un período de
cuatro a seis años en el caso de las infracciones muy graves.

3. La reincidencia en la comisión de infracciones graves
supondrá que las sanciones complementarias que pudieran
acordarse se impongan en los términos previstos en el apar-
tado 2 de este artículo para las infracciones muy graves.

Asimismo, la reincidencia en la comisión de infracciones
muy graves supondrá la privación, la cancelación o el cierre
definitivo.

4. En todo caso, no tendrá la consideración de sanción el
cierre de establecimientos cuando éstos no cuenten con las
autorizaciones y registro correspondientes ni la suspensión
temporal de la actividad impuesta para el periodo en el que
se subsanen los defectos que pudieran existir.

Artículo 73.— Reparación de daños y perjuicios.
Las sanciones que puedan imponerse al infractor son

compatibles con la exigencia de reposición de la situación al-
terada por aquél a su estado originario, así como con la inde-
mnización por los daños y perjuicios causados, de acuerdo
con las cuantías que se fijen reglamentariamente, recogiéndo-
se todo ello en la resolución del procedimiento sancionador.

Artículo 74.— Circunstancias modificativas de la res-
ponsabilidad.

1. Son elementos a tener en cuenta para la graduación de
las sanciones:

— La intencionalidad, grado de malicia y beneficio ob-
tenido.

— El daño producido por su irreversibilidad para la vida
animal.

— La reincidencia en la infracción de los preceptos con-
tenidos en esta Ley.

— La realización de actos para ocultar su descubri-
miento.

— La agrupación y organización para la comisión de la
infracción.

2. Si un solo hecho constituye dos o más infracciones ad-
ministrativas, se impondrá la sanción que corresponda a la de
mayor gravedad.

3. Las infracciones administrativas cometidas por perso-
nas que, por su cargo o función, están obligadas a hacer cum-
plir a los demás los preceptos de esta Ley se sancionarán con
la cuantía máxima de la escala correspondiente a la infrac-
ción cometida.

Artículo 75.— Reincidencia.
1. Existe reincidencia si se produce la comisión de más

de una infracción de la misma naturaleza en el término de un
año y así se haya declarado en resolución firme.

2. Si concurre la reincidencia, la sanción pecuniaria a im-
poner se incrementará en un 50% de su cuantía. Si se reinci-
de más veces, el importe será del 100%.
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Artículo 76.— Concurrencia de responsabilidades.
1. A los responsables de dos o más infracciones se les

aplicarán las sanciones correspondientes a cada una de ellas.
2. Las sanciones que se impongan a los distintos respon-

sables de una misma infracción tendrán entre sí carácter in-
dependiente.

3. Cuando no sea posible determinar el grado de partici-
pación de las distintas personas que hubieran intervenido en
la comisión de una infracción o cuando la obligación del
cumplimiento de lo previsto en las correspondientes disposi-
ciones corresponda a varias personas, la responsabilidad será
solidaria, sin perjuicio del derecho a repercutir frente a los
demás participes, por parte de quien haya hecho frente a las
responsabilidades administrativas.

Artículo 77.— Responsabilidad de las personas jurí-
dicas.

Las personas jurídicas son directamente responsables de
las conductas derivadas de los acuerdos de los órganos so-
ciales y de las generadas por sus representantes, mandatarios
y empleados cuando actúen en el desarrollo de sus respecti-
vas funciones.

Artículo 78.— Multas coercitivas.
Podrán imponerse multas coercitivas reiteradas por lap-

sos de tiempo que sean suficientes para cumplir lo ordenado
en los supuestos establecidos en el artículo 99.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, y cuya cuantía no ex-
cederá en cada caso de tres mil cinco euros con seis céntimos
de euro (3.005,06 €).

Artículo 79.— Reglas generales en materia de deco-
misos.

1. Toda infracción grave o muy grave a la presente Ley
podrá dar lugar al decomiso de los animales sobre los que se
haya cometido la infracción, así como al de cuantos instru-
mentos materiales o medios se hayan utilizado para cometer
la infracción.

2. Las resoluciones de los procedimientos sancionadores
determinarán el destino definitivo de los decomisos, acor-
dando su destrucción, enajenación, devolución a sus dueños,
devolución a su entorno natural o lo que se estime más ajus-
tado a lo previsto en esta Ley, decidiendo todo ello en fun-
ción de las características del objeto del decomiso y de las
circunstancias concurrentes en la infracción.

3. Reglamentariamente se determinará el procedimiento
para llevar a efecto el decomiso de los bienes y el de su de-
pósito u otros destinos.

Artículo 80.— Decomiso de animales.
1. Atendiendo a la naturaleza propia del animal decomi-

sado, éste podrá depositarse en las dependencias que tenga
habilitadas a tales efectos la Administración autonómica o,
en su caso, la Administración local.

2. Los animales decomisados se custodiarán en instala-
ciones habilitadas al efecto y serán preferentemente cedidos
a terceros, y sólo en última instancia, sacrificados eutanási-
camente mediante métodos acordes a la especie animal de
que se trate. Reglamentariamente se desarrollarán las medi-
das de confiscación de animales y sus productos previstas en
la presente Ley.

3. Los animales muertos que hayan sido decomisados y
puedan ser objeto de aprovechamiento humano serán en-
tregados mediante recibo a un centro benéfico o, en su de-
fecto, al ayuntamiento que corresponda, dándoles este idén-
tico destino.

Artículo 81.— Decomiso de los instrumentos.
1. Si hubieran sido utilizados en la comisión de la infrac-

ción instrumentos cuya tenencia esté autorizada, podrá susti-
tuirse el decomiso por el abono de una cantidad pecuniaria
en los términos que reglamentariamente se determine, no pu-
diendo ser su importe inferior a sesenta euros con diez cén-
timos de euro (60,10 €) ni superior a tres mil cinco euros con
seis céntimos de euro (3.005,06 €).

2. Cuando los instrumentos utilizados en la comisión de
la infracción sean de uso ilegal, se procederá a su destrucción
una vez que hayan servido como prueba de la denuncia y sea
firme la resolución del expediente.

CAPÍTULO III
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

Artículo 82.— Competencia.
1. La iniciación de los expedientes sancionadores corres-

ponderá a los directores de los Servicios Provinciales del
Departamento competente por razón de la materia o a los ór-
ganos asimilados en los casos en que no existan Servicios
Provinciales.

2. Son órganos competentes para resolver los procedi-
mientos sancionadores:

a) Para las sanciones de hasta doce mil veinte euros con
veinticuatro céntimos de euro (12.020,24 €), los directores
de los Servicios Provinciales u órganos asimilados compe-
tentes por razón de la materia.

b) Para las sanciones comprendidas entre la cantidad de
doce mil veinte euros con veinticinco céntimos de euro
(12.020,25 €) hasta treinta mil cincuenta euros con sesenta
y un céntimos de euro (30.050,61 €), el director general
competente por razón de la materia.

c) Para las sanciones cuya cuantía supere los treinta mil
cincuenta euros con sesenta y un céntimos de euro (30.050,61
€), el consejero competente por razón de la materia.

3. El órgano competente para la imposición de las san-
ciones pecuniarias lo será también para imponer las sancio-
nes complementarias.

Artículo 83.— Medidas de carácter provisional.
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo

competente para resolverlo podrá adoptar en cualquier mo-
mento, mediante acuerdo motivado, las medidas de carácter
provisional que resulten necesarias para asegurar la eficacia
de la resolución, el buen fin del procedimiento, evitar el
mantenimiento de los efectos de la infracción y la posibili-
dad de que sigan cometiéndose infracciones y la salvaguar-
dia de las exigencias de los intereses generales.

2. Las medidas de carácter provisional podrán consistir en:
— La clausura preventiva de las instalaciones, locales o

establecimientos.
— La suspensión de licencias y autorizaciones.
— La confiscación de animales y de los elementos y

efectos utilizados para la comisión del presunto ilícito.
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3. Las medidas provisionales se adoptarán teniendo en
cuenta el principio de proporcionalidad y los objetivos que
pretenden garantizarse con su adopción.

4. Antes de la iniciación del procedimiento administrati-
vo, el órgano competente podrá adoptar, por razones de ur-
gencia, las medidas provisionales que resulten necesarias.

5. La adopción de medidas provisionales antes del inicio
del procedimiento exigirá un acuerdo motivado, y se confir-
marán, modificarán y levantarán en el acuerdo de inicio que
deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes a su
adopción. Dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia
el procedimiento en dicho plazo o si el acuerdo de iniciación
no contiene pronunciamiento expreso acerca de las mismas.

Artículo 84.— Presunción de veracidad.
Los hechos constatados por funcionarios a los que se re-

conoce la condición de autoridad, y que se formalicen en
documento público observando los requisitos legales perti-
nentes, tendrán valor probatorio sin perjuicio de las pruebas
que en su defensa puedan aportar o señalar los propios inte-
resados.

Artículo 85.— Procedimiento administrativo sancio-
nador.

La instrucción del procedimiento sancionador concluirá
con una propuesta de resolución en la que deberá constar al
menos:

a) Datos del denunciado.
b) Exposición de los hechos.
c) Calificación legal de la supuesta infracción.
d) Determinación de los daños y perjuicios causados, si

existen.
e) Descripción de los bienes decomisados, en su caso, y

destino de los mismos.
f) Sanción procedente.

Artículo 86.— Delitos y faltas.
1. Cuando una infracción pudiera revestir carácter de de-

lito o falta, se dará traslado inmediato de la denuncia a la au-
toridad judicial, suspendiéndose la actuación administrativa
hasta que la decisión penal sea firme.

2. La imposición de sanción penal excluirá la imposición
de multa administrativa en los casos en que se aprecie iden-
tidad de sujeto, hecho y fundamento.

3. Teniendo en cuenta lo previsto en el apartado anterior,
se continuará el procedimiento administrativo tomando co-
mo base los hechos declarados probados por el órgano judi-
cial competente.

Artículo 87.— Prescripción de infracción y sanción.
1. Las infracciones administrativas a las que se refiere la

presente Ley prescribirán en el plazo de tres años las muy
graves, en el de dos años las graves y en el de seis meses las
leves, contados desde el día en que la infracción se hubiera
cometido.

2. Las sanciones impuestas por faltas muy graves pres-
cribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves
al año, contados desde el día siguiente a aquél en que ad-
quiera firmeza la resolución por la que se impuso la sanción.

3. El plazo de prescripción se interrumpirá por la inicia-
ción del procedimiento correspondiente con conocimiento
del interesado y por la realización de cualquier actuación ju-
dicial.

Artículo 88.— Caducidad.
1. En los procedimientos sancionadores instruidos en

aplicación de esta Ley, deberá dictarse y notificarse la opor-
tuna resolución en el plazo máximo de seis meses, contados
a partir del momento en que se acordó su iniciación.

2. La falta de notificación de la resolución al interesado
en dicho plazo determinará la caducidad del procedimiento,
salvo que la demora se deba a causas imputables a los inte-
resados o a la tramitación por los mismos hechos de un pro-
ceso judicial penal o de un procedimiento sancionador insta-
do por los órganos competentes de la Unión Europea.

Artículo 89.— Registro de infractores.
Por decreto del Gobierno de Aragón se regulará la crea-

ción del Registro de Infractores a la Protección Animal, ins-
cribiéndose de oficio en el mismo todos aquéllos que hayan
sido sancionados por resolución administrativa firme como
consecuencia de la comisión de infracciones administrativas
a la presente Ley.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Única.— Efecto desestimatorio del silencio.
1. La resolución expresa de los procedimientos adminis-

trativos relativos a la solicitud de otorgamiento de las autori-
zaciones para ejercer la actividad de núcleo zoológico debe-
rá ser notificada en el plazo máximo de seis meses a partir
del día siguiente a la presentación de la solicitud en el regis-
tro del órgano competente para su tramitación.

2. En los procedimientos administrativos relativos a las
solicitudes de otorgamiento de las autorizaciones que a con-
tinuación se indican, vencido el plazo establecido sin haber-
se notificado resolución expresa, los interesados pueden
entender desestimadas sus solicitudes por silencio adminis-
trativo:

— Las solicitudes para ejercer la actividad de núcleo
zoológico.

— Las solicitudes relativas a la experimentación animal
previstas en el Título VI.

— Las solicitudes para la declaración como entidad co-
laboradora de la Administración de las asociaciones de pro-
tección y defensa de los animales.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.— Adecuación a los preceptos de la Ley por
parte de instalaciones o establecimientos autorizados.

Las instalaciones o establecimientos autorizados en que
se mantengan animales o los utilicen de cualquier modo que
en el momento de la entrada en vigor de la presente Ley no
reúnan los requisitos señalados en la misma tendrán un pla-
zo de un año para adecuarse a lo establecido en la misma. La
Administración podrá dejar sin efecto dicha autorización en
el supuesto de que la adecuación no se haya realizado en el
citado plazo.

Segunda.— Adecuación a los preceptos de la Ley por
parte de las agrupaciones de aves pertenecientes a especies
de fauna silvestre.

Las agrupaciones de aves pertenecientes a especies de
fauna silvestre existentes en el momento de entrada en vigor
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de la presente Ley deberán, en el plazo de seis meses desde
que se produzca su entrada en vigor, inscribirse como núcle-
os zoológicos en el registro existente en el Departamento con
competencia en materia de agricultura y ganadería y adecuar
los habitáculos de los animales a las condiciones higiénico-
sanitarias previstas en esta ley, de manera que permitan el de-
sarrollo etológico de cada especie.

DISPOSICIONES DEROGATORIAS

Única.— Quedan derogadas todas las disposiciones de
igual o inferior rango en lo que se opongan o contradigan lo
dispuesto en la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.— Actualización de las cuantías, de la atribu-
ción competencial para el ejercicio de la potestad sanciona-
dora y del anexo III de la Ley.

El Gobierno de Aragón podrá, mediante decreto, proce-
der a la actualización de las sanciones previstas en el Título
IX, teniendo en cuenta la variación de precios al consumo,
así como la atribución de competencias para el ejercicio de
la potestad sancionadora establecida en el artículo 82.2 y los
métodos de sacrificio de animales de compañía prohibidos
en el anexo III de la Ley.

Segunda.— Creación de registros.
Se establece un plazo máximo de doce meses a partir de

la entrada en vigor de la presente Ley para que los Departa-
mentos competentes aprueben las disposiciones reguladoras
de la creación y funcionamiento de aquellos registros con-
templados en la misma que no estén ya creados por las dis-
posiciones correspondientes.

Tercera.— Desarrollo de la Ley.
Se faculta al Gobierno de Aragón a dictar cuantas dispo-

siciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de esta
Ley.

Cuarta.— Estructura administrativa para la ejecución
de la Ley.

El Gobierno de Aragón creará, en el plazo máximo de
dos años desde la fecha de entrada en vigor de la Ley, la es-
tructura administrativa que sea necesaria para la ejecución de
sus mandatos.

Quinta.— Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los tres meses de su

publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

ANEXO I

Animales domésticos de compañía:
— Todas las subespecies y variedades de gatos (Felis

catus).
— Todas las subespecies y variedades de perros (Canis

familiaris).

ANEXO II

Especies utilizables en experimentación animal:
— Ratón (Mus musculus).
— Rata (Rattus norvergicus).
— Cobaya (Cavia procellus).
— Hámster dorado (Mesocricetus auratus).
— Conejo (Oryctolagus cuniculus).
— Perro (Canis familiaris).
— Gato (Felis catus).
— Codorniz (Coturnix coturnix).
— Rumiantes y monogástricos domésticos y silvestres.

ANEXO III

Métodos de sacrificio de animales de compañía prohi-
bidos:

— Balas cautivas.
— Ahogamiento.
— Dislocación de cuello.
— Golpes.
— Metoxiflurano.
— Tricloroetileno.
— Cloroformo.
— Hidrato de cloral.
— Sulfato de manganeso.
— Descompresión.
— Estrangulación.
— Electrocución.
— Monóxido de carbono.
— Nitrógeno.
— Ácido cianhídrico.
— Estricnina.
— Bloqueantes neuromusculares.
— Decapitación.
— Asfixia.
— Embolia gaseosa.
— Dióxido de carbono.
— Protóxido de nitrógeno.
— Éter dietílico.
— Ciclopropano.
— Nicotina.
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Aprobación por el Pleno de las
Cortes de la Proposición de Ley de
modificación del texto refundido
de la Ley del Presidente y del Go-
bierno de Aragón.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

El Pleno de las Cortes, en sesión celebrada el día 13 de
marzo de 2003, ha aprobado la Proposición de Ley de mo-
dificación del Texto Refundido de la Ley del Presidente y del
Gobierno de Aragón, con el texto que se inserta a conti-
nuación.

Se ordena su publicación, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 111.1 del Reglamento de la Cámara.

Zaragoza, 13 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

Ley de modificación 
del texto refundido de la Ley del Presidente 

y del Gobierno de Aragón

PREÁMBULO

Por Decreto Legislativo 1/2001, de 3 de julio, del Gobier-
no de Aragón, se aprueba el Texto Refundido de la Ley del
Presidente y del Gobierno de Aragón.

Esta Ley, en su articulado, configura a la Comisión Jurí-
dica Asesora como órgano consultivo supremo cuyos dictá-
menes colaboran, con carácter preceptivo o potestativo, se-
gún los casos, a la actuación del Gobierno.

La Comisión Jurídica Asesora ejerce sus funciones con
autonomía orgánica y funcional, con el fin de garantizar su
objetividad e independencia, y sus miembros, Presidente y
Consejeros, están sometidos por ello a una serie de incom-
patibilidades en el ejercicio de sus cargos.

Esa garantía de objetividad e independencia y su carácter
de órgano consultivo supremo del Gobierno de Aragón ha-
cen necesario que sus componentes no puedan, ni como ins-
titución ni como particulares, redactar borradores o proyec-
tos de ley encargados por el propio Gobierno de Aragón.

Artículo único.— Se añade un punto 4 al artículo 53 del
Texto Refundido de la Ley del Presidente y del Gobierno de
Aragón con el siguiente texto:

«Los miembros de la Comisión Jurídica Asesora del
Gobierno de Aragón no podrán, ni a título particular ni
como integrantes de cualquier otra entidad o institución,
elaborar ni participar en la elaboración de informes, dic-
támenes o borradores de proyectos de Ley encargados
por el Gobierno de Aragón.»

Disposición final.
1. El Gobierno de Aragón aprobará la correspondiente

modificación del Reglamento de Organización y Funciona-
miento de la Comisión Jurídica Asesora, a los efectos de
adaptar su artículo 7 a la presente Ley.

2. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Boletín Oficial de Aragón.
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1.1.2. Proposiciones de Ley

1.5. Procedimientos ante los órganos del Estado

Aprobación por el Pleno de las
Cortes de la Proposición de Ley so-
bre equilibrio financiero y coope-
ración entre el Gobierno central y
las comunidades autónomas, para
su tramitación ante las Cortes Ge-
nerales.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

El Pleno de las Cortes de Aragón, en su sesión de 13 de
marzo de 2003, aprobó la Proposición de Ley sobre equilibrio
financiero y cooperación entre el Gobierno central y las co-
munidades autónomas, a presentar ante la Mesa del Congreso
de los Diputados, con el texto que se inserta a continuación.

Se ordena su publicación, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 111.1 del Reglamento de la Cámara.

Zaragoza, 13 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

Proposición de Ley sobre equilibrio financiero
y cooperación entre el Gobierno central

y las comunidades autónomas

PREÁMBULO

I

El Derecho constitucional diferencia como formas terri-
toriales del Estado, el Estado unitario, donde existe una sola
estructura institucional de poder político y una sola constitu-
ción con un ordenamiento jurídico uniforme, frente al Estado
compuesto.

La descentralización política que supone el Estado com-
puesto ha dado lugar al Estado federal, al Estado integral, al
Estado regional y, en España, últimamente al Estado auto-
nómico.

En todos ellos hay una distribución de competencias en-
tre la unión y los entes miembros, concretándose en cada ca-
so las funciones exclusivas, compartidas o concurrentes.

La Constitución española vigente proclama en su artícu-
lo 1.º el Estado social y democrático de derecho y en el Capí-



tulo III del Título I establece los principios rectores de la
política social y económica, con inclusión de muy diversos
fines, como la protección a la familia, el pleno empleo, la
protección a la salud, cultura, medio ambiente, el progreso
económico y distribución equitativa de la renta regional...

Asimismo, en los artículos 148 y 149 concreta las com-
petencias que pueden asumir las comunidades autónomas y
las que se reserva el Gobierno central, de modo que la ac-
tuación conjunta de todos asegure la calidad de vida y el de-
sarrollo económico y social. En función del objetivo global
de profundización social en la igualdad y la justicia, el Esta-
do social y democrático de derecho no se agota en defensa de
la libertad sino que procura encauzar adecuadamente la asis-
tencia vital, asegurando un mínimo asistencial y proporcio-
nando al ciudadano los medios para subsistir dignamente a
través de actuaciones de los poderes públicos.

Después de más de veinte años, son muchos los servicios
transferidos a las comunidades autónomas, pero el Gobierno
central sigue reservándose, como núcleo fundamental para
preservar la igualdad de todos los españoles, importantes
competencias, especialmente las legislativas.

Gobierno central y Cortes Generales modifican la reali-
dad normativa, proponiendo y aprobando nuevas leyes sobre
menores, Universidad, calidad de la educación o régimen fis-
cal. Independientemente de que puedan redundar o no en be-
neficio de la ciudadanía, dichas novedades legislativas supo-
nen o bien un incremento de los gastos de unos servicios
previamente transferidos a las comunidades autónomas, o
bien una reducción de los ingresos autonómicos, por lo que
el coste de las citadas iniciativas no puede recaer exclusiva-
mente en las comunidades autónomas, rompiendo así el prin-
cipio de equilibrio financiero.

El principio de cooperación institucional entre los pode-
res públicos debe asegurar un adecuado reparto de la carga
financiera, evitando decisiones unilaterales de uno solo de
los poderes del Estado español.

II

De acuerdo con lo expuesto, en el ámbito financiero, la
Constitución española vigente, en su artículo 156, proclama
el principio de coordinación entre la Hacienda central y la de
las comunidades autónomas para el adecuado desarrollo de
las competencias que se les atribuyen.

Consecuentemente, alguno de los Estatutos de Autono-
mía de comunidades autónomas, como el de Aragón, antes y
después de su modificación por Ley 5/1996, de 30 de di-
ciembre, preveían que la modificación por el Gobierno cen-
tral de los tributos transferidos que determinara minoración
de ingresos supondría la revisión del porcentaje de participa-
ción y las medidas de compensación oportunas (Disposición
adicional segunda del Estatuto de Autonomía de Aragón).
Sin embargo, la previsión normativa nunca tuvo efectividad,
pese a las peticiones reiteradas del Gobierno y las Cortes de
Aragón, ni en la modificación del impuesto de sucesiones y
donaciones, ni en el impuesto sobre el patrimonio neto, ni el
impuesto de transmisiones patrimoniales y actos jurídicos
documentados.

La Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, en el epí-
grafe e) del apartado 1 del artículo 2, introducido por la Ley
Orgánica 7/2001, de 27 de diciembre, incorpora, como uno

de los principios que deben regir en la coordinación de la ac-
tividad financiera del Estado y de las comunidades autóno-
mas, el de «lealtad institucional, que determinará la valora-
ción del impacto, positivo o negativo, que puedan suponer
las actuaciones del Estado legislador en materia tributaria o
la adopción de medidas de interés general, que eventualmen-
te puedan hacer recaer sobre las comunidades autónomas
obligaciones de gasto no previstas a la fecha de aprobación
del sistema de financiación vigente (...)».

También la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, de medidas
fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación
de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciu-
dades con Estatuto de Autonomía, en su artículo 16, prevé la
revisión del Fondo de suficiencia por traspaso de nuevos ser-
vicios, ampliaciones o revisiones de valoraciones de traspa-
sos anteriores, acordados por la Comisión mixta de transfe-
rencias y aprobados por real decreto.

Sin embargo, la previsión legislativa no se ha desarrolla-
do y no se ha llegado a articular ningún procedimiento o sis-
tema que, de acuerdo con el principio de cooperación y de
lealtad constitucional, asegure la adecuada aplicación de los
citados preceptos, tanto por minoración de ingresos tributa-
rios de las comunidades autónomas como por aumento de
gastos.

III

Cierto que existen organismos como el Consejo de Polí-
tica Fiscal y Financiera y las comisiones mixtas de transfe-
rencias que pueden articular la cooperación financiera entre
el Gobierno central y las comunidades autónomas. Pero, al
tratarse de órganos colegiados que sólo se reúnen a iniciati-
va de su Ministro-Presidente, las convocatorias son muy es-
porádicas y las citadas comisiones mixtas tan sólo suelen
reunirse ante la transferencia de nuevos servicios. Histórica-
mente, el Consejo de Política Fiscal y Financiera ha venido a
corregir parcialmente el desequilibrio ingresos-gastos, me-
diante la revisión del sistema de financiación de las comuni-
dades autónomas, pero sólo cada cinco años.

Se garantizaría la plena realización del principio de coo-
peración institucional en los proyectos de ley antes aludidos,
si se convocara y reuniera con urgencia el Consejo de Políti-
ca Fiscal y Financiera, a la vista del texto aprobado en el
Congreso de Diputados y antes del debate del Senado, dando
audiencia a todas las comunidades autónomas. De este modo,
nuestra segunda cámara legislativa tendría una visión com-
pleta de la trascendencia financiera de la norma en tramita-
ción. No obstante, el Estado de las autonomías consagrado en
la Constitución necesita una reforma del Senado que lo con-
vierta en una auténtica cámara de representación territorial.

Puesto que en el pasado no se han compensado directa-
mente las minoraciones de recaudación de los tributos cedi-
dos o participados, como consecuencia de las modificacio-
nes normativas, y dado que las transferencias de servicios a
dichas comunidades, y en particular las últimamente realiza-
das en relación con la educación y la sanidad, comportan un
importante impacto financiero, resulta urgente el desarrollo
de las normas citadas, con determinación concreta de los es-
tudios a aportar por la Administración central y de la inter-
vención del Consejo de Política Fiscal y Financiera y Comi-
sión mixta de transferencias.
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Resulta necesario, así mismo, que las posibles modifica-
ciones en la regulación de las haciendas locales sean conoci-
das, a través del Consejo de Política Fiscal y Financiera, por
la representación de las comunidades autónomas así como de
las federaciones y asociaciones municipales y provinciales
tanto de ámbito nacional como autonómico.

IV

Desde un punto de vista formal, esta proposición de ley
tiene como fundamento tanto la Constitución española como
los vigentes reglamentos del Congreso de los Diputados y de
las Cortes de Aragón.

La Constitución Española vigente, en su artículo 87, atri-
buye la iniciativa legislativa no solamente al Gobierno, Con-
greso y Senado, sino también a las asambleas de las comuni-
dades autónomas, que podrán remitir a la Mesa del Congreso
una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un
máximo de tres miembros de la Asamblea, para su adecuada
defensa.

El Reglamento de las Cortes de Aragón, aprobado el 26
de junio de 1997, en el artículo 218 autoriza a la Cámara a
remitir a la Mesa del Congreso de los Diputados una propo-
sición de ley sobre cualquier materia de política general.
Señala a continuación que se tramitará a instancia de un gru-
po parlamentario con la firma del portavoz, conforme a lo
señalado para las proposiciones de ley, siendo necesario para
la aprobación el voto favorable de la mayoría absoluta de los
miembros de la Cámara.

En definitiva y conclusión, la presente Proposición de
Ley tiene como objetivo, ante modificaciones legislativas
con trascendencia económica para las comunidades autóno-
mas, mantener el equilibrio financiero entre la Hacienda cen-
tral y la de las autonomías con base en la lealtad y en el prin-
cipio de cooperación que deben presidir el Estado de las
autonomías.

En virtud de lo expuesto, y de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 218 y siguientes del Reglamento de
las Cortes de Aragón, esta Cámara autonómica remite a la
Mesa del Congreso de los Diputados la presente Proposición
de Ley sobre equilibrio financiero y cooperación entre el
Gobierno central y las comunidades autónomas.

Artículo 1.— Proyectos de ley que impliquen minora-
ción de ingresos derivados de tributos cedidos.

1. El Gobierno de la Nación acompañará a todo proyecto
de ley que remita a las Cortes Generales y que, al modificar
el sistema tributario vigente, pueda suponer una minoración
en los ingresos derivados de los tributos cedidos a las comu-
nidades autónomas, un estudio económico con base estadís-
tica de la probable trascendencia que dicha modificación
pueda tener en cada Comunidad Autónoma, con previsión de
las pertinentes compensaciones económicas, que deberán
quedar comprometidas legalmente.

2. Asimismo, el Gobierno acompañará a todo proyecto de
ley que remita a las Cortes Generales y que modifique el sis-
tema tributario vigente minorando ingresos derivados de tri-
butos cedidos a las corporaciones locales, un estudio econó-
mico de la trascendencia de dicha modificación con la
previsión de las oportunas compensaciones económicas, que
deberán quedar comprometidas legalmente.

Artículo 2.— Proyectos de ley que puedan suponer au-
mento de gasto en servicios ya transferidos a las comunida-
des autónomas.

El Gobierno de la Nación adicionará a todo proyecto de
ley derivado de sus competencias exclusivas o sobre legisla-
ción básica en alguna de las materias señaladas del artículo
149.1 de la Constitución, que pueda suponer un aumento de
gasto en servicios ya transferidos a las comunidades autóno-
mas, una memoria económica sobre la probable trascenden-
cia que pueda tener en cada Comunidad Autónoma, con pre-
visión de las pertinentes compensaciones económicas, que
deberán quedar comprometidas legalmente.

Artículo 3.— Reuniones periódicas del Consejo de Polí-
tica Fiscal y Financiera y de las comisiones mixtas de trans-
ferencias.

1. Tanto el Consejo de Política Fiscal y Financiera como
la Comisión Mixta de Transferencias de servicios de cada
Comunidad Autónoma se reunirán, al menos con carácter
anual, para preservar el principio de equilibrio financiero
ante la aprobación de leyes y disposiciones con rango infe-
rior a Ley, y elevarán al Gobierno de la Nación sus conclu-
siones sobre la actualización de ingresos procedente y el
aumento de gasto de los servicios transferidos como conse-
cuencia de las nuevas necesidades, así como su distribución
entre todos los poderes públicos.

2. El Consejo de Política Fiscal y Financiera será infor-
mado en dichas reuniones anuales de los trabajos preparato-
rios correspondientes a los anteproyectos de reforma de ha-
ciendas locales, con objeto de que tengan conocimiento de
ellos las federaciones y asociaciones de municipios y pro-
vincias, tanto de ámbito nacional como de cada una de las
comunidades autónomas, y puedan presentar propuestas.

Disposición adicional única.— Compensaciones econó-
micas derivadas de modificaciones tributarias anteriores.

En el plazo máximo de dos meses desde la entrada en vi-
gor de la presente Ley, el Gobierno dará cumplimiento a las
compensaciones económicas oportunas derivadas de las mo-
dificaciones tributarias producidas desde el inicio del proce-
so autonómico y que hayan minorado los ingresos de aque-
llas comunidades autónomas donde figure tal precepto en
sus respectivos estatutos de autonomía.

Disposición transitoria única.
1. En el plazo máximo de tres meses desde la aprobación

de la presente Ley, se reunirá el Consejo de Política Fiscal y
Financiera a fin de conocer e informar la minoración de in-
gresos y el aumento de gastos sufridos por las comunidades
autónomas con posterioridad a la vigencia de la Ley Orgá-
nica 7/2001, de 27 de diciembre, de modificación de la Ley
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

2. Los Presupuestos Generales del Estado del año si-
guiente a la aprobación de esta Ley incluirán partidas com-
pensatorias a las comunidades autónomas por los conceptos
señalados en el apartado anterior.
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Aprobación por el Pleno de las
Cortes de la Proposición de Ley so-
bre solidaridad financiera y modi-
ficación de la Ley 22/2001, de 27 de
diciembre, reguladora de los Fon-
dos de Compensación Interterrito-
rial, para su tramitación ante las
Cortes Generales.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

El Pleno de las Cortes de Aragón, en su sesión de 13 de
marzo de 2003, aprobó la Proposición de Ley sobre solidari-
dad financiera y modificación de la Ley 22/2001, de 27 de
diciembre, reguladora de los Fondos de Compensación Inter-
territorial, a presentar ante la Mesa del Congreso de los
Diputados, con el texto que se inserta a continuación.

Se ordena su publicación, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 111.1 del Reglamento de la Cámara.

Zaragoza, 13 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

Proposición de Ley sobre solidaridad 
financiera y modificación de la Ley 22/2001, 
de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos

de Compensación Interterritorial

PREÁMBULO

I

La Constitución española vigente, después de enumerar
en el artículo primero los valores superiores de nuestro orde-
namiento jurídico de libertad, justicia, igualdad y pluralismo
político, proclama en el artículo segundo uno de los princi-
pios políticos fundamentales del Estado de las autonomías,
como es el de solidaridad de las nacionalidades y regiones.

Se ha dicho que el principio de solidaridad tiene una tras-
cendencia no solo política, sino también social y ética. Presi-
de la división territorial del poder y, a través de él, se logra el
apoyo del poder central a las zonas desfavorecidas para el
cumplimiento de fines de justicia en un clima de buena fe,
lealtad y colaboración institucional, dentro de una comuni-
dad de intereses, sentimientos y objetivos de desarrollo ar-
mónico de los distintos territorios del país.

Abunda en la idea de solidaridad el artículo 138 de la
Constitución, donde se dice que el Estado garantiza un equi-
librio económico adecuado y justo entre las diversas partes
del territorio español, y el artículo 139, que propugna la
igualdad sustancial de los españoles, de modo que todos ten-
gan los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte
del territorio del Estado.

La solidaridad no solamente es un importante principio
constitucional, desde un punto de vista sustantivo y dogmá-

tico, sino que, además, tiene una importante vertiente finan-
ciera. El Título VIII de la Constitución, dentro de la organi-
zación territorial del Estado, dispone, concretamente en el
artículo 158.2, que «con el fin de corregir desequilibrios eco-
nómicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de so-
lidaridad se constituirá un Fondo de Compensación con des-
tino a gastos de inversión, cuyos recursos serán distribuidos
por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas
y provincias, en su caso».

II

La cuestión de si la Comunidad Autónoma de Aragón
debe ser beneficiaria o no de los fondos de solidaridad pre-
vistos en el artículo 158 de la Constitución española, con el
nombre de Fondo de Compensación, en razón de su desequi-
librio territorial, debe ser resuelta con una respuesta rotun-
damente afirmativa.

La realidad demográfica actual de la Comunidad Autó-
noma de Aragón, en toda su crudeza, está recogida en la Co-
municación sobre política demográfica enviada por el Go-
bierno de Aragón y publicada en el Boletín Oficial de las
Cortes de Aragón, número 37, de 24 de febrero de 2000, y en
el Informe del Justicia de Aragón sobre la despoblación, pu-
blicado en el Boletín Oficial de las Cortes de Aragón núme-
ro 59, de 13 de junio de 2000.

La superficie de Aragón representa el 9,4 del territorio
español, pero su población apenas constituye el 3 por 100.
Con 47.000 km2 y poco más de un millón de habitantes, la
densidad demográfica de algunas partes de Aragón, sobre
todo comarcas de Huesca y Teruel, está entre las más bajas
de Europa.

Frente a la densidad media de población de la Unión
Europea —116 habitantes/km2— y España —78,8 habitan-
tes/km2—, la de Aragón es de menos de una tercera parte, en
cuanto apenas excede de 24, existiendo comarcas donde no
se llega ni a 10 habitantes/km2, representando auténticos de-
siertos demográficos.

La Comunidad Autónoma de Aragón está desvertebrada
y, pese a su escasa población, cuenta con 729 municipios, ci-
fra similar a Andalucía, con una población de más de siete
millones de habitantes. De ellos, más de la mitad, esto es 422
municipios, biológicamente se encuentran en fase terminal,
en cuanto su población, en más de un 50 por 100, es superior
a 65 años, con lo cual corren grave peligro de desaparecer
dentro de muy poco tiempo.

Aragón ocupa la primera posición en España en cuanto a
pueblos deshabitados y 295 municipios presentan una densi-
dad de población inferior a 4 habitantes/km2.

En flagrante contradicción con todo lo anterior, hay un
índice en el que la Comunidad Autónoma de Aragón es su-
perior a la media nacional, concretamente en el PIB per cá-
pita. Al ser tan pocos, los aragoneses tocan a más en el repar-
to de la riqueza monetaria, creando un auténtico espejismo
desde el punto de vista económico y financiero.

Pero, evidentemente, en el actual «Estado de bienestar»,
un territorio no puede conceptuarse como próspero o decaí-
do ni valorarse exclusivamente por la cuantía de los ingresos
monetarios individuales que en él pudieran obtenerse, sino,
además y fundamentalmente, por la dotación de equipamien-
tos y servicios colectivos en educación y vivienda entre

12824 Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 308 - 24 de marzo de 2003



otros, y la existencia de buenas infraestructuras viarias que
faciliten la comunicación.

La conclusión, a la vista de todo lo anterior, es evidente.
Si el artículo 158 de la Constitución fundamenta la obtención
de fondos financieros de solidaridad en desequilibrios eco-
nómicos interterritoriales, no cabe duda de que la Comuni-
dad Autónoma de Aragón debería ser beneficiaria inmediata
de tales fondos, por aplicación literal y directa de dicho pre-
cepto. Habrá desequilibrio territorial cuando no haya la de-
bida proporción entre territorio y población, y hay desequi-
librio en Aragón, a la vista de los distintos índices, de
densidad de población, peso demográfico, dispersión, enve-
jecimiento y tasas de fecundidad.

III

La legislación de desarrollo de la Constitución española
vigente en ningún caso podría enmascarar la realidad socio-
económica de Aragón sobrevalorando uno de los indicadores
del desarrollo económico, como es la renta individual.

La Ley 7/1984, de 31 de marzo, constituyó la primera
Ley del Fondo de Compensación Interterritorial. Esta norma,
cumpliendo la previsión de la Ley Orgánica de Financiación
de las Comunidades Autónomas, estableció el derecho de to-
das las comunidades autónomas a ser partícipes de dicho
Fondo, vinculándolo a inversiones reales nuevas.

Siguiendo el criterio de la Comunidad Económica
Europea en el Objetivo 1 de los Fondos estructurales euro-
peos, la segunda Ley del Fondo de Compensación Interterri-
torial, de 26 de diciembre de 1990, utiliza como criterio úni-
co el de la renta por habitante. No todas las comunidades
deben ser receptoras de recursos, sino solamente las que
ofrezcan un menor desarrollo económico, de manera que se
logre una máxima correlación con los criterios de política de
desarrollo regional. Fondos nacionales y europeos deben
complementarse y potenciarse recíprocamente. Se incluye-
ron las comunidades autónomas de Galicia, Andalucía, Ca-
narias, Castilla-La Mancha, Castilla y León, Extremadura,
Murcia, Comunidad Valenciana, Asturias y Cantabria.

Pero la regla general de la renta per cápita tenía dos ex-
cepciones. Primero, para Ceuta y Melilla, donde la Adminis-
tración del Estado debía efectuar inversiones por un importe
igual, como mínimo, al 0,75 por 100 del total del Fondo en
cada territorio.

También se mencionaba en dicha Ley, como segunda ex-
cepción, a Aragón, pero no en el articulado, sino solamente en
su exposición de motivos, indicándose que «... la Comunidad
Autónoma de Aragón presenta características particulares
que, aun fuera de los mecanismos provistos en esta Ley, es
preciso atender sin dilaciones. En particular, la problemática
situación de la provincia de Teruel requiere medidas excep-
cionales que no podrían ser adoptadas en el contexto del
Fondo, por lo que el Gobierno manifiesta expresamente su vo-
luntad de atenderlas adecuadamente, en razón de su especifi-
cidad, en cuantía suficiente y en el plazo más breve posible».

Sin embargo, pese a la mención legal, la Comunidad
Autónoma de Aragón no tuvo acceso a ningún fondo de so-
lidaridad nacional, reduciéndose la aportación del poder cen-
tral al Plan Especial de Teruel, que siempre se dotó muy por
debajo de la participación de las comunidades autónomas be-
neficiarias del Fondo.

La tercera de estas leyes, actualmente vigente, es la
22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los Fondos de
Compensación Interterritorial, que se enfrenta a las dos ex-
cepciones antes reseñadas, la de la Comunidad Autónoma de
Aragón, con el Plan Especial de Teruel, y la de ciudades con
Estatuto de Autonomía, esto es, Ceuta y Melilla.

Sin embargo, la solución que da a la problemática terri-
torial es radicalmente distinta, ya que se da entrada en el
Fondo de compensación y Fondo complementario, en el artí-
culo 4.º, a Ceuta y Melilla, justificándolo en razón a «las ca-
racterísticas particulares de su situación geográfica».

Por el contrario, desaparece, no sólo en el articulado,
sino, además, en la exposición de motivos, la mención de la
Comunidad Autónoma de Aragón y de la singularidad de
Teruel determinante de un plan especial.

La conclusión que se deriva de todo ello es que, para el
poder central, la Comunidad Autónoma de Aragón ya no re-
quiere ninguna cobertura con cargo al Fondo de Compensa-
ción Interterritorial y ha superado, merced a las inversiones
realizadas, su problemática situación, lo cual es radicalmen-
te falso al existir un importante déficit de infraestructuras cu-
biertas muy lentamente en los últimos años.

IV

En la actual Unión Europea ya se replanteó hace años la
política regional a fin de conseguir el desarrollo armónico de
las regiones y su cohesión económica y social, corrigiendo los
profundos desequilibrios en el largo proceso de integración.

Pero la idea de solidaridad resultaba de difícil materiali-
zación, al existir un crecido número de unidades territoriales
o regiones y ser muchas las que, entre un total de más de 180
en el nivel NUTS-11, ofrecían desigualdades y desequili-
brios territoriales, según los criterios que se utilizaran.

Tras numerosos debates, la Comunidad Económica Euro-
pea concretó, como criterio guía para el que sería el más im-
portante de sus fondos estructurales, esto es, el Objetivo 1, la
media de la renta per cápita de las distintas regiones.

Más de las dos terceras partes de los fondos estructurales
se destinan al Objetivo 1, vinculado a las regiones NUT-II
con un PIB por habitante igual o inferior al 75 por 100 de la
media comunitaria. Se trata de dotar a las comunidades au-
tónomas de infraestructuras básicas, en particular en trans-
portes y comunicaciones, que les permitan aprovechar todas
sus potencialidades en el mercado único.

Con motivo de la adhesión de Suecia, sí que se estableció
un nuevo objetivo a los fondos estructurales, como Objetivo
VI, beneficiando a regiones escandinavas (finlandesas y sue-
cas) del nivel NUTS II, en orden al desarrollo de zonas muy
poco pobladas, con lo que, al lado del criterio de la renta per
cápita, se utilizó el de la despoblación.

La Agenda 2000 preveía la modificación de los fondos
estructurales, y, de hecho, tuvo repercusión en el Objetivo 1,
ya que, como consecuencia de diversas presiones políticas,
se creó un programa especial que financia tales regiones es-
candinavas, así como a Highlands and Islands, en el Reino
Unido.

La Agenda supuso una oportunidad importantísima para
la Comunidad Autónoma de Aragón de acceder al Objetivo
1, invocando la despoblación, pero el Gobierno central no
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consideró procedente defender a ultranza la incorporación de
Aragón.

En el Marco Comunitario de Apoyo 2000-2006, de las
Regiones Españolas del Objetivo 1, suscrito el 18 de octubre
de 2000, se asignó una previsión de financiación para Espa-
ña por dicho Objetivo de 39.548 millones de euros, lo que re-
presenta aproximadamente una cuantía de 6,9 billones de pe-
setas para el período 2000-2006. Su distribución entre las
comunidades autónomas beneficiarias permitirá que se per-
ciba por la Comunidad de Valencia 730.235 millones de pe-
setas y, por Castilla y León, 782.397 millones de pesetas, en-
tre otras.

En conclusión, en el momento actual, pese al texto cons-
titucional, a las promesas de la exposición de motivos de la
anterior Ley del Fondo de Compensación Interterritorial y a
las modificaciones de los fondos estructurales europeos, a
través del Objetivo VI, para territorios de baja densidad de
población, lo cierto es que la Comunidad Autónoma de Ara-
gón ni se beneficia del Fondo de Compensación Interterrito-
rial ni del Objetivo 1 de los fondos estructurales europeos.

V

Así pues, la vigente Ley 22/2001, de 27 de diciembre, re-
guladora de los Fondos de Compensación Interterritorial,
como la Ley de 1990, diferencia dos grandes grupos entre las
comunidades autónomas: beneficiarias y no beneficiarias del
Fondo de Compensación Interterritorial.

Sólo siete quedan fuera del Fondo de Compensación
Interterritorial y la exclusión de seis de ellas responde a ra-
zones objetivas indiscutibles: dos tienen una potencialidad
financiera indiscutible como consecuencia del régimen de
cupo de concierto o convenio, concretamente País Vasco y
Navarra; tres cuentan con un gran poder político, económico
o turístico, como Madrid, Cataluña y Baleares, y la sexta co-
munidad excluida —La Rioja— ni tiene un extenso territo-
rio ni padece graves problemas de infraestructura.

Pero las comunidades autónomas excluidas complemen-
tan su financiación básica con el régimen especial de conve-
nio o concierto, con asignaciones de los Presupuestos Gene-
rales del Estado o con recursos endógenos, merced a su
evidente potencialidad turística o económica.

Sin embargo, la Comunidad Autónoma de Aragón, histó-
ricamente, nunca se ha beneficiado de fondos adicionales
importantes.

La conclusión, después de examinada la Ley del F.C.I. vi-
gente, es que la legislación de desarrollo del texto constitu-
cional apostó por un único criterio de carácter individual —la
renta per cápita—, olvidando que el problema tenía una di-
mensión territorial. También es cierto que las comunidades
autónomas no beneficiarias del Fondo han conseguido una fi-
nanciación adicional importante por distintas vías, sin que la
Comunidad Autónoma de Aragón haya podido ejercitarlas.

Queda sin explicación, especialmente después de la in-
clusión de Ceuta y Melilla por criterios geográficos, que los
fondos de solidaridad no beneficien a la Comunidad Autó-
noma de Aragón, que es precisamente la que, con indepen-
dencia de la regla general de la renta per cápita, pero por
aplicación inmediata del texto constitucional, debería estar
protegida.

VI

Las Cortes de Aragón han manifestado reiteradamente su
preocupación por la financiación de la Comunidad Autóno-
ma de Aragón.

A) Solicitando la creación de un Fondo de Solidaridad
para la España interior, complementario al Fondo de Com-
pensación Interterritorial, del que se beneficiarían los terri-
torios despoblados con cargo a los Presupuestos Generales
del Estado, mediante la proposición no de ley 55/1996.

La iniciativa de las Cortes de Aragón no tuvo ningún éxi-
to ante el Gobierno central y la Comunidad Autónoma de
Aragón no pudo obtener financiación adicional.

B) Aprobando una modificación del Estatuto de Auto-
nomía en la que se recababa del Gobierno central un sistema
de convenio o concierto para regular las relaciones fiscales y
financieras, con participación territorializada de Aragón en
los tributos generales no cedidos (artículo 47).

No obstante, las Cortes Generales sólo aprobaron el ac-
tual artículo 48 del Estatuto, donde se dice que: «... en el
marco de lo dispuesto en el artículo 157.3 de la Constitución
y en la legislación que lo desarrolle, la Administración Gene-
ral del Estado y la Comunidad Autónoma de Aragón, suscri-
birán un acuerdo bilateral que se formalizará en Comisión
Mixta y podrá ser revisado periódicamente de forma conjun-
ta, deberá tener en cuenta el esfuerzo fiscal de Aragón y que
atenderá singularmente los criterios de corresponsabilidad
fiscal y solidaridad interterritorial».

El texto prevé y exige la suscripción, en el marco de la
Constitución, de un acuerdo bilateral, en el que se tendrá en
cuenta, entre otros criterios, la solidaridad interterritorial. No
acepta, como se proponía por las Cortes de Aragón, un régi-
men de cupo sustitutorio del sistema común de financiación
y sí parece admitirse un cupo complementario a lo que po-
dría percibiese en la Comunidad Autónoma de Aragón, con
el modelo general de financiación de las comunidades autó-
nomas.

Pero de un modo u otro, al tratarse de un precepto impe-
rativo que, además, está contenido en el Estatuto de Auto-
nomía de Aragón, norma que forma parte del bloque de la
constitucionalidad, resulta indiscutible que tanto la Adminis-
tración General del Estado como la Administración de la
Comunidad Autónoma pueden exigir su cumplimiento. 

El Gobierno aragonés actual, ya en comunicación de no-
viembre de 1999, solicitó formalmente al Gobierno de la
Nación la apertura de negociaciones sobre el artículo 48 del
Estatuto, sin ningún éxito hasta el momento presente.

C) Desde 1996, las Cortes de Aragón han urgido al Go-
bierno aragonés a iniciar conversaciones con el Gobierno
central para el cálculo de ese cupo complementario, en el que
debe traducirse el acuerdo bilateral de financiación, a que se
compensara por la pérdida de recaudación de tributos cedi-
dos, como consecuencia de modificaciones normativas, y a
que la densidad demográfica permitiera la incorporación al
Objetivo 1, en el marco de la Agenda 2000, obteniendo com-
pensaciones adicionales, en su caso, mediante los fondos de
cohesión.

Se señalaba que las reglas generales de financiación de
las comunidades autónomas, basadas en la población y renta
per cápita, resultan claramente desfavorables para la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, porque los coeficientes aplica-
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dos en el sistema de financiación existente hasta el 2001, en
la participación en tributos no cedidos valoran especialmen-
te la población (64 por 100) y muy poco la superficie (16 por
100) y el esfuerzo fiscal (1,82 por 100). Las grandes infraes-
tructuras previstas en los Presupuestos Generales del Estado
deberían distribuirse entre las comunidades autónomas, te-
niendo en cuenta no sólo la población de la Comunidad
Autónoma de Aragón, representativa del 3 por 100 del total
nacional, sino nuestra superficie que supone un 10 por 100.
Se trata de las proposiciones no de ley 146/1997, 152/1997,
51/1998, 84/1998, 162/1998, 163/00 y 169/2000, y de la
Moción 2/1999-V, derivada de la Interpelación 5/1999-V, así
como el dictamen de la Comisión especial de estudio del mo-
delo de financiación autonómica constituida en las Cortes de
Aragón en esta V legislatura.

VII

Por último, es preciso referirse a la justificación formal y
material de esta Proposición de Ley.

Desde un punto de vista formal, esta Proposición de Ley
tiene como fundamento tanto la Constitución española como
los vigentes Reglamentos del Congreso de los Diputados y
de las Cortes de Aragón.

La Constitución española vigente, en su artículo 87, atri-
buye la iniciativa legislativa no solamente al Gobierno, Con-
greso y Senado, sino también a las asambleas de las comuni-
dades autónomas, que podrán remitir a la Mesa del Congreso
una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara un
máximo de tres miembros de la Asamblea para su adecuada
defensa.

El Reglamento de las Cortes de Aragón, aprobado el 26
de junio de 1997, en el artículo 218, autoriza a la Cámara a
remitir a la Mesa del Congreso de los Diputados una propo-
sición de ley sobre cualquier materia de política general. Se-
ñala a continuación que se tramitará a instancia de un grupo
parlamentario con la firma del portavoz, conforme a lo seña-
lado para las proposiciones de ley, siendo necesario para su
aprobación el voto favorable de la mayoría absoluta de los
miembros de la Cámara.

Sustantiva y materialmente, esta Proposición de Ley, que
se fundamenta en el hecho probado del desequilibrio territo-
rial de la Comunidad Autónoma de Aragón, se ampara di-
rectamente en el artículo 158 de la Constitución española y
en los precedentes existentes no sólo en lo que se refiere a
fondos europeos que prevén el apoyo a las regiones despo-
bladas, asimilándolas a las demás beneficiarias del Objetivo
1, sino también a fondos nacionales que reconocen la excep-
ción de Ceuta y Melilla.

Si en el régimen del Fondo de Compensación Interterri-
torial se acepta la excepción de Ceuta y Melilla, y también
acceden a fondos estructurales Objetivo 1 regiones nórdicas
con baja densidad de población, olvidando la mítica regla de
la renta per cápita, hay un importante precedente que autori-
za para llevar a las Cortes Generales la particular situación
de la Comunidad Autónoma de Aragón, y que se beneficie
de los fondos de solidaridad.

Aragón es, con toda probabilidad, la Comunidad Autó-
noma que más sufre la insuficiencia de financiación, no sólo
desde la perspectiva de la financiación básica, que valora so-
bre todo el coeficiente de población y mucho menos la su-

perficie o el esfuerzo fiscal, sino también desde la financia-
ción solidaria, en cuanto se utiliza un criterio individual, cual
es la renta, en demérito del factor territorial.

En definitiva, el objetivo de la presente Proposición de
Ley es la modificación de la legislación vigente, de modo
que la Comunidad Autónoma de Aragón tenga participación
en el Fondo de Compensación Interterritorial y obtenga, ade-
más, compensaciones con cargo a los Presupuestos Genera-
les del Estado por lo que ha dejado de percibir en los diver-
sos programas del Objetivo 1 de los Fondos Estructurales
Europeos.

Por todo ello, se presenta esta Proposición de Ley ante la
Mesa del Congreso de los Diputados en relación con la vi-
gente Ley 22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de los
Fondos de Compensación Interterritorial, para la modifica-
ción de su exposición de motivos —mediante la incorpora-
ción a la misma de tres nuevos párrafos— y de su disposi-
ción adicional, conforme al siguiente texto.

Artículo 1.— Modificación de la exposición de motivos.
En la exposición de motivos de la Ley reguladora de los

Fondos de Compensación Interterritorial se incorpora, como
párrafos 9 y siguientes, el texto que se transcribe a conti-
nuación:

«También la Ley 29/1990, reguladora del Fondo de
Compensación Interterritorial, decía en su exposición de
motivos que “la Comunidad Autónoma de Aragón pre-
senta características particulares que aun fuera de los me-
canismos previstos en esta Ley, es preciso atender sin di-
laciones. En particular la problemática situación de la
provincia de Teruel requiere medidas excepcionales que
no podrían ser adoptadas en el contexto del fondo...”.

Es claro que no sólo Teruel, sino la Comunidad Autó-
noma de Aragón en su conjunto, presenta notorios dese-
quilibrios económicos interterritoriales, con una densi-
dad demográfica mínima, intensa despoblación, alto
índice de población envejecida y desmesurado número de
municipios, pero, en razón a su renta per cápita superior
a la media, ni ha sido beneficiaria del Fondo de Compen-
sación Interterritorial ni del Objetivo 1 de los Fondos
Estructurales Europeos.

Puesto que, además, el Estatuto de Autonomía de
Aragón, en su artículo 48, reconoce la singularidad de es-
ta Comunidad Autónoma y la necesidad de atender, entre
otros criterios, a la solidaridad interterritorial, procede
que, con carácter provisional y hasta que se reúna la
Comisión Mixta de Transferencias, se establezca algún
mecanismo compensatorio.»

Artículo 2.— Modificación de la disposición adicional
única.

La disposición adicional única quedará redactada en la
forma siguiente:

«Para los ejercicios siguientes al ejercicio 2003, serán
beneficiarias de los Fondos las comunidades autónomas
y ciudades con Estatuto de Autonomía que a tal efecto fi-
guren designadas en las leyes de Presupuestos Generales
del Estado, entre las que se incluirá la Comunidad Autó-
noma de Aragón.»

Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 308 - 24 de marzo de 2003 12827



Informe de la Ponencia designada
en la Comisión Institucional sobre
el Proyecto de Ley de creación de la
Comarca de Caspe.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 111.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
Boletín Oficial de las Cortes de Aragón del Informe emitido
por la Ponencia designada en la Comisión Institucional sobre
el Proyecto de Ley de creación de la Comarca de Caspe, pu-
blicado en el BOCA núm. 282, de 19 de diciembre de 2002.

Zaragoza, 10 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

A LA COMISIÓN INSTITUCIONAL:

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre el
Proyecto de Ley de creación de la Comarca de Caspe, inte-
grada por los Diputados don Vicente Bielza de Ory, del G.P.
Popular; don Pedro Luis García Villamayor, del G.P. Socia-
lista; don Javier Allué Sus, del G.P. del Partido Aragonés,
don Chesús Bernal bernal, del G.P. Chunta Aragonesista y
don Jesús Lacasa Vidal, de la Agrupación Parlamentaria Iz-
quierda Unida de Aragón (G.P. Mixto), ha estudiado con
todo detenimiento el citado Proyecto de Ley, así como las en-
miendas presentadas al mismo y, en cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 130 del Reglamento de las Cortes de
Aragón, eleva a la Comisión el presente

INFORME

A todo el texto del Proyecto:
— La enmienda número 1, presentada por el G.P. Chunta

Aragonesista con carácter general a todo el texto, es recha-
zada por el voto a favor del Grupo proponente y el voto en
contra de los restantes Grupos Parlamentarios presentes.

— Las enmiendas número 2, 3 y 4 presentadas por el G.P.
Chunta Aragonesista con carácter general a todo el texto, son
aprobadas con el voto a favor de los GG.PP. Socialista, del
Partido Aragonés y Chunta Aragonesista y el voto en contra
del G.P. Popular.

Artículo 13:
— La enmienda número 5 presentada por el G.P. Popular

se rechaza al votar a favor el G.P. enmendante y el voto en
contra de los restantes Grupos Parlamentarios.

Disposición adicional quinta:
— A la enmienda número 6, del G.P. Popular votan a fa-

vor los GG.PP. enmendante y Chunta Aragonesista y en con-

tra los GG.PP. Socialista y del Partido Aragonés, por lo que
al producirse empate, de acuerdo con el artículo 102 del
Reglamento de la Cámara, queda rechazada.

Exposición de Motivos:
— Con la enmienda número 7, presentada por el G.P.

Popular se aprueba un texto transaccional, del siguiente tenor:
Donde dice: «parte de sus cabeceras municipales. La pre-

sencia del agua», deberá decir: «parte de sus cabeceras mu-
nicipales, por lo que se considera como el Bajo Aragón. La
presencia del agua».

— Las enmiendas número 8, y 9 presentadas por el G.P.
Popular son aprobadas por unanimidad de los Grupos Parla-
mentarios presentes.

Título:
— La enmienda número 10, presentada por el G.P. Po-

pular es rechazada con el voto a favor del Grupo Parlamenta-
rio enmendante y el voto en contra de los restantes Grupos
Parlamentarios presentes.

Los Diputados
VICENTE BIELZA DE ORY

PEDRO GARCÍA VILLAMAYOR
JAVIER ALLUÉ SUS

CHESÚS BERNAL BERNAL

Proyecto de Ley de creación
de la Comarca de Caspe

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 5 del Estatuto de Autonomía de Aragón prevé
que una Ley de las Cortes de Aragón podrá ordenar la cons-
titución y regulación de las comarcas.

En desarrollo de esa previsión estatutaria, la Ley 10/1993,
de 4 de noviembre, de Comarcalización de Aragón, regula la
comarca como entidad local y nuevo nivel de administración
pública en que puede estructurarse la organización territorial
de Aragón.

Dicha Ley establece las normas generales a las que se
ajustará la organización comarcal y dispone que la creación
de cada Comarca se realizará por Ley de las Cortes de Ara-
gón, partiendo de la iniciativa adoptada por los municipios
que hayan de integrarla o por una Mancomunidad de interés
comarcal.

Por otra parte, la Ley 8/1996, de 2 de diciembre, de Deli-
mitación Comarcal de Aragón, modificada por el artículo 75
de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de
Aragón, estableció los municipios que integran cada una de
las comarcas.

Así mismo, el citado artículo 75 de la Ley 7/1999, de 9
de abril, de Administración Local de Aragón, remite a la Ley
de Comarcalización de Aragón la regulación de las mismas

Por último, en la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de
Medidas de Comarcalización, cuyo contenido tiene el carác-
ter de regulación complementaria de la legislación de co-
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marcalización, cumple la finalidad de constituirse en marco
de referencia del presente Proyecto de ley desarrollando al-
gunos de los aspectos del mismo como son, entre otros, los
contenidos y la forma en que la comarca podrá ejercer las
competencias que se relacionan en el artículo 5 del Proyecto
de ley o la regulación de la Comisión mixta de transferencias
entre la Comarca de Caspe y la Comunidad Autónoma de
Aragón.

En aplicación de las normas citadas, todos los municipios
integrantes de la Delimitación Comarcal de Caspe, que apa-
recen en el Anexo de la Ley de Delimitación Comarcal como
comarca número 19, modificada por la Ley 13/2002, de 10
junio, de creación de la Comarca de la Ribera Baja del Ebro,
han ejercido la iniciativa de creación de la Comarca de Caspe
mediante acuerdo del pleno de sus Ayuntamientos adoptado
con el quórum legalmente previsto.

Su iniciativa se basa en un estudio documentado que jus-
tifica la creación de la Comarca de Caspe fundamentada en
la existencia de vínculos territoriales, históricos, económi-
cos, sociales y culturales entre los municipios que la forman,
en la conveniencia de la gestión supramunicipal de los servi-
cios que van a prestar y en su viabilidad económica.

Las tierras que se organizan en torno a Caspe son geo-
gráficamente las más bajas de todo Aragón, situándose por
debajo de los 200 metros la mayor parte de sus cabeceras
municipales, por lo que se considera como el Bajo
Aragón. La presencia del agua es otra constante de este te-
rritorio, en el que la totalidad de sus poblaciones se asientan
junto a los cursos del Matarraña, Guadalope y Ebro. La ex-
plotación hidroeléctrica de este último río, que atraviesa la
comarca embalsado, como consecuencia de las presas de
Mequinenza y Ribarroja, apenas ha tenido repercusión eco-
nómica para la zona, pero el uso del embalse como reserva
de agua para nuevos regadios, como los contemplados en el
Plan Estratégico del Bajo Ebro Aragonés, o su aprovecha-
miento turístico pueden contribuir a reforzar una economía
basada principalmente en la producción agroganadera y la
industria textil.

Las referencias culturales de la comarca giran en torno a
su pasado histórico, con notables huellas de la época roma-
na, siendo un hito de gran relevancia el Compromiso alcan-
zado en la ciudad de Caspe para solucionar la crisis dinásti-
ca de la Corona de Aragón surgida en el siglo XV. Por otra
parte, la particularidad de las modalidades lingüísticas que se
hablan en la mayoría de sus municipios constituye un impor-
tante patrimonio de la comarca.

El Gobierno de Aragón por acuerdo de 11 de julio de
2002, resolvió favorablemente sobre la procedencia y viabi-
lidad de la Comarca de Caspe, de acuerdo con los datos y es-
tudios contenidos en la documentación aportada por los
ayuntamientos promotores de la iniciativa.

Redactado el correspondiente anteproyecto de Ley, por
Orden del Departamento de Presidencia y Relaciones Institu-
cionales de 15 de julio de 2002 (B.O.A. n.º 83 de 17 de julio
de 2002) se sometió a información pública por plazo de cua-
tro meses.

El Proyecto crea la Comarca de Caspe, como entidad lo-
cal territorial y regula dentro del marco establecido por la
Ley de Comarcalización de Aragón sus aspectos peculiares:
su denominación, capitalidad, competencias, organización,
régimen de funcionamiento, personal y Hacienda comarcal.

En cuanto a las competencias propias se le atribuye una
amplia lista de materias en las que podrá desempeñar fun-
ciones, previendo que la determinación de los traspasos de
servicios y medios se efectúe a través de las correspondien-
tes comisiones mixtas.

En las normas relativas a organización se fija el número
de miembros del Consejo Comarcal, con arreglo a la pobla-
ción de la comarca, se completa la regulación de su elección,
se fija el número de Vicepresidentes y se prevé la existencia
de una Comisión Consultiva integrada por todos los alcaldes
de las entidades locales de la comarca.

En relación con el personal se contempla la figura del
Gerente, con funciones de gestión e impulso de los servicios.

Entre los preceptos relativos a la Hacienda comarcal, se
enumeran sus ingresos, las aportaciones municipales y su ré-
gimen presupuestario y contable.

La asunción de competencias por la comarca que ante-
riormente tenían atribuidas las mancomunidades no hace
aconsejable la pervivencia de estas últimas, reguladas en el
artículo 77 de la Ley 7/1999 de 9 de abril, de Administración
Local de Aragón, cuando exista coincidencia de fines e inte-
reses con los definidos para la Comarca. No hay que olvidar
que la creación de la Comarca es consecuencia de una Ley
de las Cortes de Aragón promovida, en primera instancia,
por los municipios de la Delimitación Comarcal. Por ello
este Proyecto de ley incluye una disposición que fija los cri-
terios y orientaciones en las relaciones de la Comarca con las
mancomunidades existentes en la Delimitación Comarcal de
Caspe.

En definitiva, el Proyecto configura la nueva entidad lo-
cal que se crea, con atención a sus peculiaridades e intereses,
haciendo posible la institucionalización de la Comarca de
Caspe, como entidad supramunicipal que ha de dar respues-
ta a las necesidades actuales de gestión de servicios públicos
y servir de nivel adecuado para la descentralización de com-
petencias por parte de la Provincia y de la Comunidad Autó-
noma, acercando la responsabilidad de su gestión a sus des-
tinatarios.

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.— Creación y denominación.
1. Se crea la Comarca de Caspe integrada por los muni-

cipios de Caspe, Chiprana, Fabara/Favara, Fayón/Faió,
Maella y Nonaspe/Nonasp.

2. El territorio de la comarca es el constituido por el con-
junto de los términos de los municipios que la integran.

Artículo 2.— Capitalidad.
1. La Comarca de Caspe tiene su capitalidad en el muni-

cipio de Caspe donde tendrán su sede oficial los órganos de
gobierno de la misma.

2. Sin perjuicio de lo anterior, los servicios que preste la
comarca podrán establecerse en cualquier lugar dentro de los
límites del territorio comarcal.

Artículo 3.— Personalidad y potestades.
1. La Comarca de Caspe, como entidad local territorial,

tiene personalidad jurídica propia y goza de capacidad y au-
tonomía para el cumplimiento de sus fines.
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2. En el ejercicio de sus competencias, corresponden a la
Comarca de Caspe todas las potestades y prerrogativas reco-
nocidas a la comarca en la legislación aragonesa.

CAPÍTULO II
COMPETENCIAS

Artículo 4.— Competencias de la comarca.
1. La Comarca de Caspe tendrá a su cargo la ejecución de

obras, la prestación de servicios y la gestión de actividades
de carácter supramunicipal, cooperando con los municipios
que la integran en el cumplimiento de sus fines propios.

2. Asimismo, la Comarca de Caspe representará los inte-
reses de la población y del territorio comprendido dentro de
la delimitación comarcal, en defensa de la solidaridad y del
equilibrio dentro del territorio de la Comunidad Autónoma
de Aragón.

Artículo 5.— Competencias propias.
1. La Comarca de Caspe podrá ejercer competencias en

las siguientes materias:
1 Ordenación del territorio y urbanismo.
2 Transportes.
3 Protección del medio ambiente.
4 Servicio de recogida y tratamiento de residuos urbanos.
5 Sanidad y salubridad pública.
6 Acción social.
7 Agricultura, ganadería y montes.
8 Cultura.
9 Patrimonio cultural y tradiciones populares.
10 Deporte.
11 Juventud
12 Promoción del turismo.
13 Artesanía.
14 Protección de los consumidores y usuarios.
15 Energía y promoción y gestión industrial.
16 Ferias y mercados comarcales.
17 Protección civil y prevención y extinción de in-

cendios.
18 Enseñanza
19 Aquellas otras que, con posterioridad a la presente

Ley pudieran ser ejercidas en el futuro por las comarcas, con-
forme a la legislación sectorial correspondiente.

2. Igualmente, la comarca podrá ejercer la iniciativa pú-
blica para la realización de actividades económicas de inte-
rés comarcal y participará, en su caso, en la elaboración de
los programas de ordenación y promoción de recursos agra-
rios de montaña y en la gestión de obras de infraestructura y
de servicios públicos básicos que en ellos se incluyan.

3. En todos los casos la atribución y ejercicio de las com-
petencias que se regulan en esta Ley se entienden referidas al
territorio de la comarca y a sus intereses propios, sin perjui-
cio de las competencias del Estado, de la Comunidad Autó-
noma de Aragón y, en particular, de las competencias de los
municipios que resultan de su autonomía municipal garanti-
zada constitucionalmente y reflejada en las prescripciones
específicas de la legislación sectorial aplicable.

4. El contenido y la forma en que la Comarca de Caspe
podrá ejercer estas competencias es el regulado en el Título
I de la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Co-
marcalización.

Artículo 6.— Asistencia y cooperación con los muni-
cipios.

1. La Comarca de Caspe creará un servicio de coopera-
ción y asistencia dirigido a prestar asesoramiento a los mu-
nicipios que lo soliciten en las materias jurídico-administra-
tiva, económica, financiera y técnica.

2. Igualmente cooperará con los municipios que la inte-
gran estableciendo y prestando los servicios mínimos obliga-
torios que resultasen de imposible o muy difícil cumplimien-
to, en los supuestos previstos en la legislación aragonesa
sobre Administración Local. Con tal fin, el acuerdo de dis-
pensa fijará las condiciones y aportaciones económicas que
procedan.

3. La Comarca de Caspe prestará las funciones corres-
pondientes al puesto de Secretaría-Intervención en los su-
puestos previstos en la legislación aragonesa sobre comarca-
lización. En ese caso, la sede administrativa estable del
puesto de trabajo radicará en las oficinas comarcales corres-
pondientes, sin perjuicio de que se asegure la comunicación
entre dichas oficinas y el municipio exento por medios tele-
fónicos y otros sistemas de telecomunicación, así como la
asistencia del personal habilitado necesario a las sesiones
municipales y a aquellos otros actos en que así sea preciso
por su importancia o la especial necesidad de asesoramiento
jurídico y técnico.

4. Para mejorar la gestión se fomentará la firma de con-
venios de colaboración para el intercambio de servicios y
aplicaciones de gestión administrativa a través de la Red
Autonómica de Comunicaciones Institucionales (R.A.C.I.)
con todos los Ayuntamientos de la Comarca de Caspe en el
menor plazo de tiempo posible.

Artículo 7.— Competencias transferidas y delegadas.
1. La Comarca de Caspe podrá asumir competencias

transferidas o delegadas de la Administración de la Comuni-
dad Autónoma, de la Provincia de Zaragoza y de los munici-
pios que la integran, siempre que con ello se mejore la efi-
cacia de la gestión pública, con el alcance, contenido y
condiciones establecidas en la legislación aragonesa sobre
Administración Local.

2. En todo caso, en la transferencia o delegación de com-
petencias se estará a lo previsto en el artículo 9.4 de la Ley
10/1993, de 4 de noviembre, sobre Comarcalización de Ara-
gón, tanto en lo relativo a los medios precisos para su ejerci-
cio, como a la aceptación expresa por parte del Consejo
Comarcal.

Artículo 8.— Encomienda de gestión.
1. La Comarca de Caspe, a través de la encomienda de la

gestión ordinaria de determinados servicios, podrá realizar
funciones ejecutivas correspondientes a competencias de la
Administración de la Comunidad Autónoma y de la Provin-
cia de Zaragoza, previa la tramitación procedente, cuando
por sus características no requieran unidad de gestión ni su
ejercicio directo. En el caso de determinadas competencias y
en tanto la comarca no cuente con personal propio necesario
para su ejercicio se podrá establecer una encomienda de ges-
tión con la Comunidad Autónoma según lo establecido en la
disposición adicional octava de la Ley 23/2001, de 26 de di-
ciembre, de Medidas de Comarcalización.
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2. Igualmente, a través de la encomienda de la gestión or-
dinaria de determinados servicios, uno o varios municipios
podrán realizar funciones ejecutivas correspondientes a com-
petencias de la comarca cuando suponga una mejora en su
prestación.

Artículo 9.— Ejercicio de las competencias.
1. Los acuerdos y resoluciones que adopten los órganos

de gobierno de la Comarca de Caspe en el ejercicio de sus
competencias obligarán tanto a los Ayuntamientos que la in-
tegran como a las personas físicas y jurídicas a quienes pue-
dan afectar.

2. La Comarca de Caspe podrá utilizar para el desarrollo
de sus fines cualquiera de las formas y medios de actuación
previstos en el ordenamiento jurídico vigente.

3. En los casos en que la prestación de los servicios así lo
requiera, el Consejo Comarcal aprobará el correspondiente
Reglamento en que se recoja su normativa específica.

CAPÍTULO III
ORGANIZACIÓN COMARCAL

Artículo 10.— Órganos.
1. Son órganos de la Comarca:
a) El Consejo Comarcal.
b) El Presidente.
c) Los Vicepresidentes.
d) La Comisión de Gobierno.
e) La Comisión Especial de Cuentas.
2. El Consejo Comarcal, mediante la aprobación por ma-

yoría absoluta del Reglamento Orgánico Comarcal, podrá re-
gular los órganos complementarios que considere necesarios,
la estructura administrativa del ente comarcal y las relacio-
nes entre los órganos comarcales y los municipios respec-
tivos.

3. En todo caso, existirá una Comisión Consultiva, inte-
grada por todos los Alcaldes de las entidades locales de la
comarca que se reunirá, al menos, dos veces al año para co-
nocer el presupuesto y el programa de actuación comarcal,
así como cualquier otra cuestión que por su relevancia se
considere conveniente someter a su conocimiento, a pro-
puesta del Consejo o del Presidente.

Artículo 11.— Consejo Comarcal.
1. El gobierno y la administración de la Comarca de Cas-

pe corresponderán al Consejo Comarcal, integrado por el
Presidente y los Consejeros.

2. El número de miembros del Consejo Comarcal es de
veinticinco.

Artículo 12.— Elección y proclamación de los Con-
sejeros.

1. Una vez realizada la asignación de puestos conforme a
lo dispuesto en la legislación aragonesa sobre Comarcaliza-
ción, la Junta Electoral competente convocará separadamen-
te, dentro de los cinco días siguientes, a todos los concejales
de los respectivos partidos políticos, coaliciones, federacio-
nes y agrupaciones que hayan obtenido puestos en el Conse-
jo Comarcal para que designen de entre ellos a las personas
que hayan de ser proclamadas miembros y, además, correla-
tivamente, los suplentes que hayan de ocupar las vacantes
eventuales, en número mínimo de cinco, o igual al número

de candidatos si los puestos que corresponden no llegan a
esta cifra.

2. Ningún partido, coalición, federación o agrupación po-
drá designar a más de un tercio de los miembros que le co-
rrespondan en el Consejo Comarcal entre concejales que
sean del mismo municipio, salvo los casos en que ello impi-
da ocupar todos los puestos que le correspondan.

3. Una vez efectuada la elección, la Junta Electoral pro-
clamará a los miembros del Consejo comarcal electos y a los
suplentes, entregará las correspondientes credenciales y en-
viará al Consejo comarcal la certificación acreditativa. La
composición del mismo se hará pública en los tablones de
anuncios de los municipios de la comarca y en el Boletín
Oficial de Aragón.

4. En caso de muerte, incapacidad o incompatibilidad de
un consejero comarcal o de renuncia a su condición, la va-
cante se ocupará mediante uno de los suplentes, siguiendo el
correlativo orden establecido entre ellos. Si no es posible
ocupar alguna vacante porque los suplentes designados ya
han pasado a ocupar vacantes anteriores, deberá procederse
a una nueva elección de consejeros comarcales, de confor-
midad con el procedimiento establecido en el apartado 1.

Artículo 13.— Estatuto de los Consejeros Comarcales.
1. Los cargos de Presidente y de Consejeros de la comar-

ca serán gratuitos, sin perjuicio de la percepción de las in-
demnizaciones por razón del servicio, que pueda fijar el
Consejo Comarcal en concepto de dietas y gastos de despla-
zamiento.

2. Cuando el ejercicio de los cargos requiera la dedica-
ción exclusiva o especial de los miembros del Consejo Co-
marcal, se estará a lo dispuesto en la normativa aragonesa so-
bre Administración Local.

Artículo 14.— Elección del Presidente.
1. El Presidente de la comarca será elegido de entre los

miembros del Consejo Comarcal, en su sesión constitutiva y
por mayoría absoluta de votos en primera votación, bastando
con la obtención de mayoría simple para ser elegido en se-
gunda votación. En caso de empate, se procederá a una ter-
cera votación, y si en la misma se produce nuevamente em-
pate, se considerará elegido el candidato de la lista con más
consejeros. Si las listas tienen el mismo número de conseje-
ros, se considerará elegido el candidato de la lista con un nú-
mero mayor de concejales de la comarca. Si con este criterio
vuelve a producirse empate, se considerará elegido el candi-
dato de la lista que mayor número de votos hubiera obtenido
en las últimas elecciones municipales dentro de la comarca,
y de persistir el empate, se decidirá mediante sorteo.

2. El Presidente podrá ser destituido del cargo mediante
moción de censura, de forma análoga a lo previsto en la Ley
Orgánica del Régimen Electoral General para los munici-
pios. A estos efectos, podrán ser candidatos al cargo de Pre-
sidente todos los Consejeros.

3. El Presidente podrá plantear al Consejo comarcal la
cuestión de confianza en los términos previstos en la Ley
Orgánica del Régimen Electoral General.

Artículo 15.— Competencias del Presidente y del
Consejo Comarcal.

1. El Consejo Comarcal y su Presidente ejercerán sus
atribuciones y ajustarán su funcionamiento a las normas re-
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lativas al Pleno del ayuntamiento y al Alcalde contenidas en
la legislación de régimen local y en las leyes de carácter sec-
torial.

2. No obstante, corresponderá al Consejo Comarcal la
aprobación de las bases de las pruebas para la selección del
personal y para los concursos de provisión de puestos de
trabajo.

Artículo 16.— Vicepresidentes.
1. Los Vicepresidentes, hasta un número máximo de cua-

tro, serán libremente nombrados y cesados por el Presidente
entre los Consejeros comarcales. El estatuto general de los
Vicepresidentes será determinado por el Reglamento Or-
gánico.

2. Los Vicepresidentes sustituirán por su orden al Pre-
sidente en caso de vacante, ausencia o enfermedad y ejerce-
rán aquellas atribuciones que el Presidente expresamente les
delegue.

Artículo 17.— Comisión de Gobierno.
La Comisión de Gobierno estará integrada por el Presi-

dente y un número de Consejeros no superior a un tercio de
su número legal, determinado por el Presidente, quien los
nombrará y separará libremente dando cuenta al Consejo. En
todo caso, los Vicepresidentes se entenderán incluidos den-
tro de los que debe nombrar el Presidente como miembros de
la Comisión de Gobierno. Corresponderá a dicha Comisión
la asistencia al presidente así como aquellas atribuciones que
determine el reglamento orgánico comarcal o le deleguen el
Consejo y el Presidente, ajustando su funcionamiento a las
normas relativas a la Comisión de Gobierno del Ayuntamien-
to contenida en la legislación de régimen local.

Artículo 18.— Comisión Especial de Cuentas.
La Comisión Especial de Cuentas estará constituida por

miembros de todos los grupos políticos integrantes del Con-
sejo Comarcal informará las cuentas anuales de la comarca
antes de ser aprobadas por el Consejo Comarcal.

CAPÍTULO IV
RÉGIMEN DE FUNCIONAMIENTO

Artículo 19.— Principios generales.
El régimen de funcionamiento y el procedimiento de

adopción de acuerdos de los órganos comarcales será el es-
tablecido en la legislación de régimen local.

Artículo 20.— Sesiones.
1. El Consejo Comarcal celebrará una sesión ordinaria

cada dos meses y se reunirá con carácter extraordinario siem-
pre que sea convocada por el Presidente, por propia iniciati-
va o a propuesta de la cuarta parte de sus miembros. En el
caso de solicitud de convocatoria, la celebración de la misma
no podrá demorarse por más de quince días hábiles desde
que haya sido solicitada.

2. Respecto de la convocatoria, desarrollo de las sesio-
nes, adopción de acuerdos, quórum de constitución y vota-
ciones, se estará a lo dispuesto por las leyes y reglamentos de
Régimen Local.

3. El Consejo Comarcal podrá celebrar sesiones en cual-
quier municipio de la comarca si así lo decide expresamente,
conforme a lo que indique el Reglamento Orgánico.

CAPÍTULO V
PERSONAL

Artículo 21.— Principios generales.
1. La estructura y régimen jurídico del personal al servi-

cio de la comarca se regirá por la legislación básica del Es-
tado y la normativa aragonesa sobre Administración Local,
siendo concretamente de aplicación lo dispuesto en el Capí-
tulo II del Título III de la Ley 23/2001, de 26 de diciembre,
de Medidas de Comarcalización.

2. Corresponde al Consejo Comarcal la aprobación de la
plantilla de su personal conforme a las dotaciones presu-
puestarias correspondientes.

3. En todo caso, la selección del personal se llevará a
cabo de acuerdo con lo previsto en el artículo 32.2 de la Ley
10/1993, de 4 de noviembre, sobre Comarcalización de
Aragón.

Artículo 22.— Funcionarios con habilitación de carác-
ter nacional.

1. Son funciones públicas necesarias cuya responsabili-
dad está reservada a funcionarios con habilitación de carác-
ter nacional:

a) La de Secretaría comprensiva de la fe pública y aseso-
ramiento legal preceptivo.

b) El control y fiscalización interna de la gestión econó-
mico-financiera y presupuestaria y la contabilidad, tesorería
y recaudación.

2. Las plazas, cuya clasificación se solicitará al Gobierno
de Aragón, serán provistas mediante concurso de méritos.
Esta clasificación se realizará con arreglo a criterios de po-
blación comarcal y del municipio capital, competencias de la
comarca y presupuesto a gestionar.

Artículo 23.— Gerente comarcal.
Si las necesidades funcionales de la comarca lo aconse-

jan, podrá crearse un puesto de trabajo denominado gerente
al que corresponderá la gestión técnica y ejecutiva, así como
el impulso de los servicios de la misma.

CAPÍTULO VI
HACIENDA COMARCAL

Artículo 24.— Ingresos.
1. La Hacienda de la Comarca de Caspe estará constitui-

da por los siguientes recursos:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de

Derecho privado.
b) Las tasas y precios públicos por la prestación de ser-

vicios o realización de actividades de su competencia.
c) Contribuciones Especiales.
d) Las subvenciones y demás ingresos de Derecho pú-

blico.
e) Transferencias de la Comunidad Autónoma y de la

Provincia en concepto de:
— Participación en sus ingresos sin carácter finalista.
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— Traspasos de medios en virtud de redistribución legal.
— Transferencia o delegación de competencias.
f) Las aportaciones de los municipios que la integran.
g) Los procedentes de operaciones de crédito.
h) El producto de las multas y sanciones impuestas en el

ámbito de sus competencias.
i) Cualesquiera otros que resulten establecidos mediante

Ley.
2. El Pleno del Consejo Comarcal establecerá los crite-

rios para determinar las aportaciones de los municipios.
Dichas aportaciones que se revisarán anualmente, serán en
todo caso proporcionales al número de habitantes y al apro-
vechamiento de los servicios que la comarca preste, sin per-
juicio de que puedan introducirse índices correctores como
el nivel de renta y riqueza de los municipios.

3. Los municipios que integran la Comarca de Caspe po-
drán delegar en la misma sus facultades tributarias de ges-
tión, liquidación, inspección y recaudación sin perjuicio de
las delegaciones y demás fórmulas de colaboración que pue-
dan establecerse con otras Administraciones públicas.

Artículo 25.— Régimen Presupuestario y contable.
1. El Consejo Comarcal aprobará anualmente un presu-

puesto, en el que se incluirán todas sus previsiones económi-
cas para el ejercicio, tanto ordinarias como de inversión.

2. Dicho presupuesto se ajustará en cuanto a su estructu-
ra y normas de formación a las aplicables con carácter gene-
ral a las entidades locales. Durante el periodo de exposición
al público, los Ayuntamientos miembros de la comarca po-
drán presentar también reclamaciones y sugerencias.

3. En el caso de que el presupuesto de la comarca se li-
quidase con superávit, podrá destinarse a la mejora de sus
instalaciones y actividades.

4. Si el remanente excediera de las previsiones para di-
chas mejoras, podrá acordarse su destino, en todo o en parte,
a minorar las aportaciones de los Ayuntamientos miembros a
los presupuestos de la comarca, en la proporción que corres-
ponda al importe de los mismos.

5. El régimen financiero, presupuestario, de intervención
y contabilidad de la Comarca de Caspe, será el establecido en
la legislación de régimen local.

Artículo 26.— Patrimonio.
El patrimonio de la comarca estará integrado por toda

clase de bienes, derechos y acciones que legítimamente ad-
quiera, bien a su constitución o con posterioridad. A tal efec-
to, deberá formarse un inventario, de conformidad con las
disposiciones aplicables en general a las entidades locales.

Artículo 27.— Aportaciones municipales y obligato-
riedad.

1. Las aportaciones municipales, cuya cuantía global se
fijará con arreglo al Presupuesto aprobado por el Consejo
Comarcal, se distribuirán entre los municipios que la inte-
gran en función del número de habitantes y, en el caso de
existir servicios de utilización potestativa, en función de los
servicios prestados por la comarca a cada municipio.

2. Las aportaciones a la comarca tendrán la consideración
de pagos obligatorios para los municipios integrantes de la
misma. Dichas aportaciones se realizarán en la forma y pla-
zos que determine el Consejo Comarcal.

3. Si algún municipio se retrasara en el pago de su cuota
por plazo superior a un trimestre, el Presidente le requerirá
su pago en un plazo de veinte días. Transcurrido dicho plazo
sin haberla hecho efectiva, el Presidente podrá solicitar de
los órganos de la Administración central, autonómica o pro-
vincial, la retención de las cuotas pendientes con cargo a las
transferencias de carácter incondicionado y no finalista que
tuviere reconocidas el Ayuntamiento deudor para su entrega
a la comarca. Esta retención se considerará autorizada por
los Ayuntamientos, siempre que se acompañe la certificación
reglamentaria de descubierto.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.— Alteración de términos municipales.
La alteración de los términos municipales de alguno de

los municipios integrantes de la comarca supondrá, en su
caso, la modificación paralela de los límites de la comarca
sin necesidad de la modificación de la presente Ley.

Segunda.— Nombramiento de una Comisión Gestora y
cese del Alcalde y de los concejales del Municipio.

Cuando como consecuencia de una alteración de términos
municipales o de otras causas previstas en la legislación de
régimen local se designe una Comisión Gestora en algún mu-
nicipio de la comarca y cesen el Alcalde y los concejales del
mismo, éstos perderán la condición de Consejeros Comar-
cales cubriéndose su vacante con los suplentes por su orden.

Tercera.— Registros.
Los Registros de las diversas entidades locales integran-

tes de la Comarca tendrán la consideración de Registros de-
legados del general de la comarca a los efectos de entrada,
salida y presentación de documentos.

Cuarta.— Modificaciones en el censo.
Si se produjeran variaciones en el censo de los munici-

pios que supusieran modificar el número de Consejeros con-
forme a lo dispuesto con carácter general para la comarca en
la legislación aragonesa, dicha modificación se aplicará en la
elección y constitución del siguiente Consejo Comarcal sin
que sea preciso la modificación expresa de la presente Ley.

Quinta.— Competencias de la Diputación Provincial de
Zaragoza.

En relación a las competencias de la Diputación Pro-
vincial de Zaragoza, el Gobierno de Aragón impulsará la
transferencia de las que fueren apropiadas que sean gestio-
nadas por las comarcas, en el contexto y actividad de la Co-
misión Mixta que se cree al efecto. En particular, se procu-
rará que la Comarca de Caspe pueda asumir la gestión del
Plan Provincial de Obras y Servicios en su ámbito y disfru-
tando de las dotaciones económicas adecuadas.

Sexta.— Mancomunidades.
1. La asunción por la Comarca de Caspe de sus compe-

tencias propias en los distintos sectores de la acción pública,
conforme a lo previsto en el artículo 5 de esta Ley, llevará
consigo que la comarca suceda a las mancomunidades exis-
tentes en la misma cuyos fines sean coincidentes. En conse-
cuencia se procederá al traspaso por dichas mancomunidades
a favor de la Comarca de Caspe de las correspondientes fun-
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ciones y servicios y de los medios adscritos a su gestión, en-
tendiéndose incluidos entre ellos las transferencias para gas-
tos corrientes e inversiones concedidas por el Gobierno de
Aragón y otras Administraciones para la financiación de los
servicios mancomunados.

2. La Comarca de Caspe y las mancomunidades afectadas
procederán a concretar los términos de los traspasos a los que
se refiere el apartado 1 de la presente disposición, de modo
que la disolución y liquidación de la mancomunidad por con-
clusión de su objeto garantice la continuidad en la prestación
de los servicios. La relación entre la Comarca de Caspe y las
mancomunidades municipales estará regulada por lo dispues-
to en el Capítulo III del Título III de la Ley 23/2001, de 26 de
diciembre, de Medidas de Comarcalización.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.— Primera elección de los Consejeros Comar-
cales y constitución del Consejo Comarcal.

1. La Junta Electoral de Aragón, en la sede de las Cortes
de Aragón, procederá en el plazo máximo de un mes tras la
entrada en vigor de esta Ley a realizar las actuaciones pre-
vistas en su artículo 12, tomando como referencia los resul-
tados de las últimas elecciones municipales celebradas en los
municipios integrados en la comarca. En la elección de los
Consejeros Comarcales se estará igualmente a lo dispuesto
en las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera
de la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Co-
marcalización.

2. El Consejo Comarcal se constituirá en sesión pública
en la capital de la comarca dentro del plazo de un mes a con-
tar desde el día siguiente al del acto de proclamación de los
miembros electos. A tal fin se constituirá una Mesa de Edad
integrada por los consejeros de mayor y menor edad, presen-
tes en el acto, actuando como Secretario el que lo sea del
Ayuntamiento de la capitalidad.

Segunda.— Comisiones Mixtas de Transferencias.
En el plazo de un mes tras la constitución del Consejo

Comarcal, se constituirá una Comisión Mixta de Transferen-
cias entre la Comarca de Caspe y la Comunidad Autónoma
de Aragón. La naturaleza, funciones, composición y funcio-
namiento de la Comisión Mixta de Transferencias entre la
Comarca de Caspe y la Comunidad Autónoma de Aragón se
regularán por lo establecido en el Capítulo I del Título II de
la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Comar-
calización. Así mismo, en igual plazo, se constituirá la Co-
misión de Transferencias entre la Diputación Provincial de
Zaragoza y la Comarca de Caspe.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.— Legislación supletoria.
En lo no previsto en la presente Ley, será de aplicación lo

establecido en las leyes y reglamentos aragoneses sobre
Administración local.

Segunda.— Habilitación de desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno de Aragón para dictar las disposi-

ciones reglamentarias precisas para el desarrollo de la pre-
sente Ley.

Tercera.— Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su

publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

Relación de enmiendas y votos particulares
que los Grupos Parlamentarios

mantienen para su defensa en Comisión

A todo el Proyecto:
— Votos particulares del G.P. Popular frente a las en-

miendas 2, 3 y 4, del G.P. Chunta Aragonesista.
— Enmienda número 1, del G.P. Chunta Aragonesista.

Artículo 13:
— Enmienda número 5, del G.P. Popular.

Disposición adicional quinta:
— Enmienda número 6, del G.P. Popular.

Título de la Ley:
— Enmienda número 10, del G.P. Popular.

Informe de la Ponencia designada
en la Comisión Institucional sobre
el Proyecto de Ley de creación de la
Comarca del Jiloca.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 111.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
Boletín Oficial de las Cortes de Aragón del Informe emitido
por la Ponencia designada en la Comisión Institucional sobre
el Proyecto de Ley de creación de la Comarca del Jiloca, pu-
blicado en el BOCA núm. 297, de 17 de febrero de 2003.

Zaragoza, 10 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

A LA COMISIÓN INSTITUCIONAL:

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre el
Proyecto de Ley de creación de la Comarca del Jiloca, inte-
grada por los Diputados don Vicente Bielza de Ory, del G.P.
Popular; don José Ramón Ibáñez Blasco, del G.P. Socialista;
don Javier Allué Sus, del G.P. del Partido Aragonés, y don
Chesús Bernal Bernal, del G.P. Chunta Aragonesista, ha es-
tudiado con todo detenimiento el citado Proyecto de Ley, así
como las enmiendas presentadas al mismo, y, en cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 130 del Reglamento de
las Cortes de Aragón, eleva a la Comisión el presente

INFORME

Artículo 13:
— La enmienda número 1, presentada por el G.P. Popular

es rechazada al votar a favor el G.P. enmendante y el voto en
contra del resto de los Grupos Parlamentarios presentes.
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Disposición adicional quinta:
— La enmienda número 2, presentada por el G.P. Popu-

lar, es votada a favor por los GG.PP. enmendante y Chunta
Aragonesista, y en contra los GG.PP. Socialista y del Partido
Aragonés, por lo que, al producirse triple empate, de acuer-
do con el artículo 102 del Reglamento del Reglamento de la
Cámara, queda rechazada la enmienda.

Exposición de Motivos:
— La enmienda número 3, presentada por el G.P. Popu-

lar, es aprobada por unanimidad de los Grupos Parlamen-
tarios presentes.

— La enmienda número 4, presentada por el G.P. Popu-
lar, es aprobada por unanimidad de los Grupos Parlamenta-
rios presentes.

— Con la enmienda número 5, presentada por el G.P.
Popular, se aprueba un texto del siguiente tenor:

Donde dice: «de Daroca. Su economía», deberá decir:
«de Daroca y que se estructura en torno al Jiloca medio, que-
dando centralizada por Calamocha y Monreal del Campo. Su
economía».

— Con la enmienda número 6, presentada por el G.P.
Popular, se aprueba un texto del siguiente tenor:

Donde dice: «un patrimonio natural, paisajístico y monu-
mental que merece la pena», deberá decir: «un patrimonio
natural y cultural, digno de protección y valorización».

Zaragoza, 12 de marzo de 2003.

Los Diputados
VICENTE BIELZA DE ORY

JOSÉ RAMÓN IBÁÑEZ BLASCO
JAVIER ALLUÉ SUS

CHESÚS BERNAL BERNAL

ANEXO

Proyecto de Ley de creación
de la Comarca del Jiloca

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El artículo 5 del Estatuto de Autonomía de Aragón prevé
que una Ley de las Cortes de Aragón podrá ordenar la cons-
titución y regulación de las comarcas.

En desarrollo de esa previsión estatutaria, la Ley
10/1993, de 4 de noviembre, de Comarcalización de Aragón,
regula la comarca como entidad local y nuevo nivel de ad-
ministración pública en que puede estructurarse la organiza-
ción territorial de Aragón.

Dicha Ley establece las normas generales a las que se
ajustará la organización comarcal y dispone que la creación
de cada Comarca se realizará por Ley de las Cortes de Ara-
gón, partiendo de la iniciativa adoptada por los municipios
que hayan de integrarla o por una Mancomunidad de interés
comarcal.

Por otra parte, la Ley 8/1996, de 2 de diciembre, de Deli-
mitación Comarcal de Aragón, modificada por el artículo 75
de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de
Aragón, estableció los municipios que integran cada una de
las comarcas.

Así mismo, el citado artículo 75 de la Ley 7/1999, de 9
de abril, de Administración Local de Aragón, remite a la Ley
de Comarcalización de Aragón la regulación de las mismas

Por último, en la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de
Medidas de Comarcalización, cuyo contenido tiene el carác-
ter de regulación complementaria de la legislación de comar-
calización, cumple la finalidad de constituirse en marco de
referencia del presente proyecto de ley desarrollando algunos
de los aspectos del mismo como son, entre otros, los conteni-
dos y la forma en que la comarca podrá ejercer las compe-
tencias que se relacionan en el artículo 5 del proyecto de ley
o la regulación de la Comisión mixta de transferencias entre
la Comarca del Jiloca y la Comunidad Autónoma de Aragón.

En aplicación de las normas citadas, un número de mu-
nicipios integrantes de la Delimitación Comarcal de Calamo-
cha, superior a las dos terceras partes de los que aparecen en
el Anexo de la Ley de Delimitación Comarcal como comar-
ca número 25, y que representan más de las dos terceras par-
tes del censo electoral, han ejercido la iniciativa de creación
de la Comarca del Jiloca mediante acuerdo del pleno de sus
Ayuntamientos adoptado con el quórum legalmente previsto.

Su iniciativa se basa en un estudio documentado que jus-
tifica la creación de la Comarca del Jiloca fundamentada en
la existencia de vínculos territoriales, históricos, económi-
cos, sociales y culturales entre los municipios que la forman,
en la conveniencia de la gestión supramunicipal de los servi-
cios que van a prestar y en su viabilidad económica.

En esta comarca, junto a la vega del Jiloca, cuya cuen-
ca ocupa la mayor parte de su superficie y en cuyas riberas
se asientan ocho de sus diez municipios de mayor población,
hay otra realidad, formada por el resto de los municipios
que se reparten entre las sierras y las cuencas de los ríos
Huerva, Aguasvivas, Martín y la endorreica de Gallocanta.

La Comarca del Jiloca es, por tanto, una comarca terri-
torialmente diversa con raíces históricas ligadas a la
Comunidad de Aldeas de Daroca y que se estructura en
torno al Jiloca medio, quedando centralizada por Cala-
mocha y Monreal del campo. Su economía que, hoy en día,
está basada en los recursos agrarios, particularmente de ga-
nado ovino y porcino, y en las industrias cárnicas derivadas,
ha ido dejando en el territorio testimonios de un pasado pro-
ductivo unido a la minería, en Ojos Negros, y al cultivo del
azafrán, en Monreal del Campo.

La mejora de los ejes de comunicaciones, carretero y fe-
rroviario, que discurren por el valle del Jiloca debe servir
tanto para consolidar la incipiente industria comarcal, como
para desenclavar y elevar la calidad de vida de los núcleos de
población de la comarca alejados de los focos de desarrollo
y en los que se localiza un patrimonio natural y cultural,
digno de protección y valorización.

Por otra parte, la positiva experiencia de las mancomuni-
dades existentes es el soporte y la garantía para una gestión
satisfactoria de la nueva comarca a constituir.

El Gobierno de Aragón por acuerdo de 23 de julio de
2002, resolvió favorablemente sobre la procedencia y viabi-
lidad de la Comarca del Jiloca, de acuerdo con los datos y es-
tudios contenidos en la documentación aportada por los
ayuntamientos promotores de la iniciativa.

Redactado el correspondiente anteproyecto de Ley, por
Orden del Departamento de Presidencia y Relaciones Institu-
cionales de 5 de agosto de 2002 (B.O.A. nº 93 de 7 de agos-
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to de 2002) se sometió a información pública por plazo de
cuatro meses.

El proyecto crea la Comarca del Jiloca, como entidad lo-
cal territorial y regula dentro del marco establecido por la
Ley de Comarcalización de Aragón sus aspectos peculiares:
su denominación, capitalidad, competencias, organización,
régimen de funcionamiento, personal y Hacienda comarcal.

La denominación que, en la Ley 8/1996 de Delimitación
Comarcal de Aragón, figuraba para esta comarca era la de
Calamocha, sin embargo, en el proyecto, y según lo estable-
cido en los artículos 4.3 y 6.2 a) de la Ley 10/1993 de Co-
marcalización de Aragón, se denomina a la comarca «Jilo-
ca», tal y como se recoge en el estudio documentado, por
acuerdo de la mayoría de los municipios de la Delimitación
Comarcal de Calamocha, al estimar que refleja de forma más
adecuada la realidad geográfica del territorio comarcal ver-
tebrado principalmente por este río.

En cuanto a las competencias propias se le atribuye una
amplia lista de materias en las que podrá desempeñar fun-
ciones, previendo que la determinación de los traspasos de
servicios y medios se efectúe a través de las correspondien-
tes comisiones mixtas.

En las normas relativas a organización se fija el número
de miembros del Consejo Comarcal, con arreglo a la pobla-
ción de la comarca, se completa la regulación de su elección,
se fija el número de Vicepresidentes y se prevé la existencia
de una Comisión Consultiva integrada por todos los alcaldes
de las entidades locales de la comarca.

En relación con el personal se contempla la figura del
Gerente, con funciones de gestión e impulso de los servicios.

Entre los preceptos relativos a la Hacienda comarcal, se
enumeran sus ingresos, las aportaciones municipales y su ré-
gimen presupuestario y contable.

La asunción de competencias por la comarca que anterior-
mente tenían atribuidas las mancomunidades no hace aconse-
jable la pervivencia de estas últimas, reguladas en el artículo
77 de la Ley 7/1999 de 9 de abril, de Administración Local de
Aragón, cuando exista coincidencia de fines e intereses con
los definidos para la Comarca. No hay que olvidar que la crea-
ción de la Comarca es consecuencia de una Ley de las Cortes
de Aragón promovida, en primera instancia, por los munici-
pios de la Delimitación Comarcal. Por ello este proyecto de
ley incluye una disposición que fija los criterios y orientacio-
nes en las relaciones de la Comarca con las mancomunidades
existentes en la Delimitación Comarcal de Calamocha.

En definitiva, el proyecto configura la nueva entidad lo-
cal que se crea, con atención a sus peculiaridades e intereses,
haciendo posible la institucionalización de la Comarca del
Jiloca, como entidad supramunicipal que ha de dar respues-
ta a las necesidades actuales de gestión de servicios públicos
y servir de nivel adecuado para la descentralización de com-
petencias por parte de la Provincia y de la Comunidad
Autónoma, acercando la responsabilidad de su gestión a sus
destinatarios.

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.— Creación y denominación.
1. Se crea la Comarca del Jiloca integrada por los muni-

cipios de Allueva, Bádenas, Báguena, Bañón, Barrachina,

Bea, Bello, Blancas, Bueña, Burbáguena, Calamocha, Ca-
minreal, Castejón de Tornos, Cosa, Cucalón, Ferreruela de
Huerva, Fonfría, Fuentes Claras, Lagueruela, Lanzuela,
Loscos, Monforte de Moyuela, Monreal del Campo, Nogue-
ras, Odón, Ojos Negros, Peracense, Pozuel del Campo, Ru-
bielos de la Cérida, San Martín del Río, Santa Cruz de Nog-
ueras, Singra, Tornos, Torralba de los Sisones, Torre los
Negros, Torrecilla del Rebollar, Torrijo del Campo, Villa-
franca del Campo, Villahermosa del Campo y Villar del Salz.

2. El territorio de la comarca es el constituido por el con-
junto de los términos de los municipios que la integran.

Artículo 2.— Capitalidad.
1. La Comarca del Jiloca tendrá en Calamocha su capital

administrativa, ostentando Monreal del Campo la capitalidad
en aquellos aspectos relacionados con el desarrollo agrope-
cuario de la comarca.

2. Sin perjuicio de lo anterior, los servicios que preste la
comarca podrán establecerse en cualquier lugar dentro de los
límites del territorio comarcal.

Artículo 3.— Personalidad y potestades.
1. La Comarca del Jiloca, como entidad local territorial,

tiene personalidad jurídica propia y goza de capacidad y au-
tonomía para el cumplimiento de sus fines.

2. En el ejercicio de sus competencias, corresponden a la
Comarca del Jiloca todas las potestades y prerrogativas reco-
nocidas a la comarca en la legislación aragonesa.

CAPÍTULO II
COMPETENCIAS

Artículo 4.— Competencias de la comarca.
1. La Comarca del Jiloca tendrá a su cargo la ejecución

de obras, la prestación de servicios y la gestión de activida-
des de carácter supramunicipal, cooperando con los munici-
pios que la integran en el cumplimiento de sus fines propios.

2. Asimismo, la Comarca del Jiloca representará los inte-
reses de la población y del territorio comprendido dentro de
la delimitación comarcal, en defensa de la solidaridad y del
equilibrio dentro del territorio de la Comunidad Autónoma
de Aragón.

Artículo 5.— Competencias propias.
1. La Comarca del Jiloca podrá ejercer competencias en

las siguientes materias:
a) Ordenación del territorio y urbanismo.
b) Transportes.
c) Protección del medio ambiente.
d) Servicio de recogida y tratamiento de residuos ur-

banos.
e) Sanidad y salubridad pública.
f) Acción social.
g) Agricultura, ganadería y montes.
h) Cultura.
i) Patrimonio cultural y tradiciones populares.
j) Deporte.
k) Juventud
l) Promoción del turismo.
m) Artesanía.
n) Protección de los consumidores y usuarios.
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ñ) Energía y promoción y gestión industrial.
o) Ferias y mercados comarcales.
p) Protección civil y prevención y extinción de incendios.
q) Enseñanza
r) Aquellas otras que, con posterioridad a la presente Ley

pudieran ser ejercidas en el futuro por las comarcas, confor-
me a la legislación sectorial correspondiente.

2. Igualmente, la comarca podrá ejercer la iniciativa pú-
blica para la realización de actividades económicas de inte-
rés comarcal y participará, en su caso, en la elaboración de
los programas de ordenación y promoción de recursos agra-
rios de montaña y en la gestión de obras de infraestructura y
de servicios públicos básicos que en ellos se incluyan.

3. En todos los casos la atribución y ejercicio de las com-
petencias que se regulan en esta Ley se entienden referidas al
territorio de la comarca y a sus intereses propios, sin perjui-
cio de las competencias del Estado, de la Comunidad Autó-
noma de Aragón y, en particular, de las competencias de los
municipios que resultan de su autonomía municipal garanti-
zada constitucionalmente y reflejada en las prescripciones
específicas de la legislación sectorial aplicable.

4. El contenido y la forma en que la Comarca del Jiloca
podrá ejercer estas competencias es el regulado en el Título
I de la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Co-
marcalización.

Artículo 6.— Asistencia y cooperación con los muni-
cipios.

1. La Comarca del Jiloca creará un servicio de coopera-
ción y asistencia dirigido a prestar asesoramiento a los mu-
nicipios que lo soliciten en las materias jurídico-administra-
tiva, económica, financiera y técnica.

2. Igualmente cooperará con los municipios que la inte-
gran estableciendo y prestando los servicios mínimos obliga-
torios que resultasen de imposible o muy difícil cumplimien-
to, en los supuestos previstos en la legislación aragonesa
sobre Administración Local. Con tal fin, el acuerdo de dis-
pensa fijará las condiciones y aportaciones económicas que
procedan.

3. La Comarca del Jiloca prestará las funciones corres-
pondientes al puesto de Secretaría-Intervención en los su-
puestos previstos en la legislación aragonesa sobre comarca-
lización. En ese caso, la sede administrativa estable del
puesto de trabajo radicará en las oficinas comarcales corres-
pondientes, sin perjuicio de que se asegure la comunicación
entre dichas oficinas y el municipio exento por medios tele-
fónicos y otros sistemas de telecomunicación, así como la
asistencia del personal habilitado necesario a las sesiones
municipales y a aquellos otros actos en que así sea preciso
por su importancia o la especial necesidad de asesoramiento
jurídico y técnico.

4. Para mejorar la gestión se fomentará la firma de con-
venios de colaboración para el intercambio de servicios y
aplicaciones de gestión administrativa a través de la Red
Autonómica de Comunicaciones Institucionales (R.A.C.I.)
con todos los Ayuntamientos de la Comarca del Jiloca en el
menor plazo de tiempo posible.

Artículo 7.— Competencias transferidas y delegadas.
1. La Comarca del Jiloca podrá asumir competencias

transferidas o delegadas de la Administración de la Comu-

nidad Autónoma, de la Provincia de Teruel y de los munici-
pios que la integran, siempre que con ello se mejore la efi-
cacia de la gestión pública, con el alcance, contenido y
condiciones establecidas en la legislación aragonesa sobre
Administración Local.

2. En todo caso, en la transferencia o delegación de com-
petencias se estará a lo previsto en el artículo 9.4 de la Ley
10/1993, de 4 de noviembre, sobre Comarcalización de Ara-
gón, tanto en lo relativo a los medios precisos para su ejerci-
cio, como a la aceptación expresa por parte del Consejo Co-
marcal.

Artículo 8.— Encomienda de gestión.
1. La Comarca del Jiloca, a través de la encomienda de la

gestión ordinaria de determinados servicios, podrá realizar
funciones ejecutivas correspondientes a competencias de la
Administración de la Comunidad Autónoma y de la Provin-
cia de Teruel, previa la tramitación procedente, cuando por
sus características no requieran unidad de gestión ni su ejer-
cicio directo. En el caso de determinadas competencias y en
tanto la comarca no cuente con personal propio necesario
para su ejercicio se podrá establecer una encomienda de ges-
tión con la Comunidad Autónoma según lo establecido en la
disposición adicional octava de la Ley 23/2001, de 26 de di-
ciembre, de Medidas de Comarcalización.

2. Igualmente, a través de la encomienda de la gestión or-
dinaria de determinados servicios, uno o varios municipios
podrán realizar funciones ejecutivas correspondientes a com-
petencias de la comarca cuando suponga una mejora en su
prestación.

Artículo 9.— Ejercicio de las competencias.
1. Los acuerdos y resoluciones que adopten los órganos

de gobierno de la Comarca del Jiloca en el ejercicio de sus
competencias obligarán tanto a los Ayuntamientos que la in-
tegran como a las personas físicas y jurídicas a quienes pue-
dan afectar.

2. La Comarca del Jiloca podrá utilizar para el desarrollo
de sus fines cualquiera de las formas y medios de actuación
previstos en el ordenamiento jurídico vigente.

3. En los casos en que la prestación de los servicios así lo
requiera, el Consejo Comarcal aprobará el correspondiente
Reglamento en que se recoja su normativa específica.

CAPÍTULO III
ORGANIZACIÓN COMARCAL

Artículo 10.— Órganos.
1. Son órganos de la Comarca:
a) El Consejo Comarcal.
b) El Presidente.
c) Los Vicepresidentes.
d) La Comisión de Gobierno.
e) La Comisión Especial de Cuentas.
2. El Consejo Comarcal, mediante la aprobación por ma-

yoría absoluta del Reglamento Orgánico Comarcal, podrá re-
gular los órganos complementarios que considere necesarios,
la estructura administrativa del ente comarcal y las rela-
ciones entre los órganos comarcales y los municipios respec-
tivos.
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3. En todo caso, existirá una Comisión Consultiva, inte-
grada por todos los Alcaldes de las entidades locales de la
comarca que se reunirá, al menos, dos veces al año para co-
nocer el presupuesto y el programa de actuación comarcal,
así como cualquier otra cuestión que por su relevancia se
considere conveniente someter a su conocimiento, a pro-
puesta del Consejo o del Presidente.

Artículo 11.— Consejo Comarcal.
1. El gobierno y la administración de la Comarca del Jilo-

ca corresponderán al Consejo Comarcal, integrado por el
Presidente y los Consejeros.

2. El número de miembros del Consejo Comarcal es de
veinticinco.

Artículo 12.— Elección y proclamación de los Con-
sejeros.

1. Una vez realizada la asignación de puestos conforme a
lo dispuesto en la legislación aragonesa sobre Comarca-
lización, la Junta Electoral competente convocará separada-
mente, dentro de los cinco días siguientes, a todos los con-
cejales de los respectivos partidos políticos, coaliciones,
federaciones y agrupaciones que hayan obtenido puestos en
el Consejo Comarcal para que designen de entre ellos a las
personas que hayan de ser proclamadas miembros y, además,
correlativamente, los suplentes que hayan de ocupar las va-
cantes eventuales, en número mínimo de cinco, o igual al nú-
mero de candidatos si los puestos que corresponden no lle-
gan a esta cifra.

2. Ningún partido, coalición, federación o agrupación
podrá designar a más de un tercio de los miembros que le co-
rrespondan en el Consejo Comarcal entre concejales que
sean del mismo municipio, salvo los casos en que ello impi-
da ocupar todos los puestos que le correspondan.

3. Una vez efectuada la elección, la Junta Electoral pro-
clamará a los miembros del Consejo comarcal electos y a los
suplentes, entregará las correspondientes credenciales y en-
viará al Consejo comarcal la certificación acreditativa. La
composición del mismo se hará pública en los tablones de
anuncios de los municipios de la comarca y en el «Boletín
Oficial de Aragón».

4. En caso de muerte, incapacidad o incompatibilidad de
un consejero comarcal o de renuncia a su condición, la va-
cante se ocupará mediante uno de los suplentes, siguiendo el
correlativo orden establecido entre ellos. Si no es posible
ocupar alguna vacante porque los suplentes designados ya
han pasado a ocupar vacantes anteriores, deberá procederse
a una nueva elección de consejeros comarcales, de confor-
midad con el procedimiento establecido en el apartado 1.

Artículo 13.— Estatuto de los Consejeros Comarcales.
1. Los cargos de Presidente y de Consejeros de la comar-

ca serán gratuitos, sin perjuicio de la percepción de las in-
demnizaciones por razón del servicio, que pueda fijar el
Consejo Comarcal en concepto de dietas y gastos de despla-
zamiento.

2. Cuando el ejercicio de los cargos requiera la dedica-
ción exclusiva o especial de los miembros del Consejo Co-
marcal, se estará a lo dispuesto en la normativa aragonesa so-
bre Administración Local.

Artículo 14.— Elección del Presidente.
1. El Presidente de la comarca será elegido de entre los

miembros del Consejo Comarcal, en su sesión constitutiva y
por mayoría absoluta de votos en primera votación, bastando
con la obtención de mayoría simple para ser elegido en se-
gunda votación. En caso de empate, se procederá a una ter-
cera votación, y si en la misma se produce nuevamente em-
pate, se considerará elegido el candidato de la lista con más
consejeros. Si las listas tienen el mismo número de conseje-
ros, se considerará elegido el candidato de la lista con un nú-
mero mayor de concejales de la comarca. Si con este criterio
vuelve a producirse empate, se considerará elegido el candi-
dato de la lista que mayor número de votos hubiera obtenido
en las últimas elecciones municipales dentro de la comarca,
y de persistir el empate, se decidirá mediante sorteo.

2. El Presidente podrá ser destituido del cargo mediante
moción de censura, de forma análoga a lo previsto en la Ley
Orgánica del Régimen Electoral General para los munici-
pios. A estos efectos, podrán ser candidatos al cargo de Pre-
sidente todos los Consejeros.

3. El Presidente podrá plantear al Consejo comarcal la
cuestión de confianza en los términos previstos en la Ley
Orgánica del Régimen Electoral General.

Artículo 15.— Competencias del Presidente y del
Consejo Comarcal.

1. El Consejo Comarcal y su Presidente ejercerán sus
atribuciones y ajustarán su funcionamiento a las normas re-
lativas al Pleno del ayuntamiento y al Alcalde contenidas en
la legislación de régimen local y en las leyes de carácter sec-
torial.

2. No obstante, corresponderá al Consejo Comarcal la
aprobación de las bases de las pruebas para la selección del
personal y para los concursos de provisión de puestos de
trabajo.

Artículo 16.— Vicepresidentes.
1. Los Vicepresidentes, hasta un número máximo de cua-

tro, serán libremente nombrados y cesados por el Presidente
entre los Consejeros comarcales. El estatuto general de los
Vicepresidentes será determinado por el Reglamento Or-
gánico.

2. Los Vicepresidentes sustituirán por su orden al Presi-
dente en caso de vacante, ausencia o enfermedad y ejercerán
aquellas atribuciones que el Presidente expresamente les de-
legue.

Artículo 17.— Comisión de Gobierno.
La Comisión de Gobierno estará integrada por el Presi-

dente y un número de Consejeros no superior a un tercio de
su número legal, determinado por el Presidente, quien los
nombrará y separará libremente dando cuenta al Consejo. En
todo caso, los Vicepresidentes se entenderán incluidos den-
tro de los que debe nombrar el Presidente como miembros de
la Comisión de Gobierno. Corresponderá a dicha Comisión
la asistencia al presidente así como aquellas atribuciones que
determine el reglamento orgánico comarcal o le deleguen el
Consejo y el Presidente, ajustando su funcionamiento a las
normas relativas a la Comisión de Gobierno del Ayuntamien-
to contenida en la legislación de régimen local.
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Artículo 18.— Comisión Especial de Cuentas.
La Comisión Especial de Cuentas estará constituida por

miembros de todos los grupos políticos integrantes del Con-
sejo Comarcal informará las cuentas anuales de la comarca
antes de ser aprobadas por el Consejo Comarcal.

CAPÍTULO IV
RÉGIMEN DE FUNCIONAMIENTO

Artículo 19.— Principios generales.
El régimen de funcionamiento y el procedimiento de

adopción de acuerdos de los órganos comarcales será el es-
tablecido en la legislación de régimen local.

Artículo 20.— Sesiones.
1. El Consejo Comarcal celebrará una sesión ordinaria

cada dos meses y se reunirá con carácter extraordinario siem-
pre que sea convocada por el Presidente, por propia iniciati-
va o a propuesta de la cuarta parte de sus miembros. En el
caso de solicitud de convocatoria, la celebración de la misma
no podrá demorarse por más de quince días hábiles desde
que haya sido solicitada.

2. Respecto de la convocatoria, desarrollo de las sesio-
nes, adopción de acuerdos, quórum de constitución y vota-
ciones, se estará a lo dispuesto por las leyes y reglamentos de
Régimen Local.

3. El Consejo Comarcal podrá celebrar sesiones en cual-
quier municipio de la comarca si así lo decide expresamente,
conforme a lo que indique el Reglamento Orgánico.

CAPÍTULO V
PERSONAL

Artículo 21.— Principios generales.
1. La estructura y régimen jurídico del personal al servi-

cio de la comarca se regirá por la legislación básica del
Estado y la normativa aragonesa sobre Administración Lo-
cal, siendo concretamente de aplicación lo dispuesto en el
Capítulo II del Título III de la Ley 23/2001, de 26 de di-
ciembre, de Medidas de Comarcalización.

2. Corresponde al Consejo Comarcal la aprobación de la
plantilla de su personal conforme a las dotaciones presu-
puestarias correspondientes.

3. En todo caso, la selección del personal se llevará a
cabo de acuerdo con lo previsto en el artículo 32.2 de la Ley
10/1993, de 4 de noviembre, sobre Comarcalización de
Aragón.

Artículo 22.— Funcionarios con habilitación de carác-
ter nacional.

1. Son funciones públicas necesarias cuya responsabili-
dad está reservada a funcionarios con habilitación de carác-
ter nacional:

a) La de Secretaría comprensiva de la fe pública y aseso-
ramiento legal preceptivo.

b) El control y fiscalización interna de la gestión econó-
mico-financiera y presupuestaria y la contabilidad, tesorería
y recaudación.

2. Las plazas, cuya clasificación se solicitará al Gobierno
de Aragón, serán provistas mediante concurso de méritos.
Esta clasificación se realizará con arreglo a criterios de po-

blación comarcal y del municipio capital, competencias de la
comarca y presupuesto a gestionar.

Artículo 23.— Gerente comarcal.
Si las necesidades funcionales de la comarca lo aconse-

jan, podrá crearse un puesto de trabajo denominado gerente
al que corresponderá la gestión técnica y ejecutiva, así como
el impulso de los servicios de la misma.

CAPÍTULO VI
HACIENDA COMARCAL

Artículo 24.— Ingresos.
1. La Hacienda de la Comarca del Jiloca estará constitui-

da por los siguientes recursos:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de

Derecho privado.
b) Las tasas y precios públicos por la prestación de ser-

vicios o realización de actividades de su competencia.
c) Contribuciones Especiales.
d) Las subvenciones y demás ingresos de Derecho pú-

blico.
e) Transferencias de la Comunidad Autónoma y de la

provincia en concepto de:
— Participación en sus ingresos sin carácter finalista.
— Traspasos de medios en virtud de redistribución legal.
— Transferencia o delegación de competencias.
f) Las aportaciones de los municipios que la integran.
g) Los procedentes de operaciones de crédito.
h) El producto de las multas y sanciones impuestas en el

ámbito de sus competencias.
i) Cualesquiera otros que resulten establecidos mediante

Ley.
2. El Pleno del Consejo Comarcal establecerá los crite-

rios para determinar las aportaciones de los municipios. Di-
chas aportaciones que se revisarán anualmente, serán en todo
caso proporcionales al número de habitantes y al aprovecha-
miento de los servicios que la comarca preste, sin perjuicio
de que puedan introducirse índices correctores como el nivel
de renta y riqueza de los municipios.

3. Los municipios que integran la Comarca del Jiloca po-
drán delegar en la misma sus facultades tributarias de ges-
tión, liquidación, inspección y recaudación sin perjuicio de
las delegaciones y demás fórmulas de colaboración que pue-
dan establecerse con otras Administraciones públicas.

Artículo 25.— Régimen Presupuestario y contable.
1. El Consejo Comarcal aprobará anualmente un presu-

puesto, en el que se incluirán todas sus previsiones económi-
cas para el ejercicio, tanto ordinarias como de inversión.

2. Dicho presupuesto se ajustará en cuanto a su estructu-
ra y normas de formación a las aplicables con carácter gene-
ral a las entidades locales. Durante el periodo de exposición
al público, los Ayuntamientos miembros de la comarca po-
drán presentar también reclamaciones y sugerencias.

3. En el caso de que el presupuesto de la comarca se li-
quidase con superávit, podrá destinarse a la mejora de sus
instalaciones y actividades.

4. Si el remanente excediera de las previsiones para di-
chas mejoras, podrá acordarse su destino, en todo o en parte,
a minorar las aportaciones de los Ayuntamientos miembros a
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los presupuestos de la comarca, en la proporción que corres-
ponda al importe de los mismos.

5. El régimen financiero, presupuestario, de intervención
y contabilidad de la Comarca del Jiloca, será el establecido
en la legislación de régimen local.

Artículo 26.— Patrimonio.
El patrimonio de la comarca estará integrado por toda

clase de bienes, derechos y acciones que legítimamente ad-
quiera, bien a su constitución o con posterioridad. A tal efec-
to, deberá formarse un inventario, de conformidad con las
disposiciones aplicables en general a las entidades locales.

Artículo 27.— Aportaciones municipales y obligato-
riedad.

1. Las aportaciones municipales, cuya cuantía global se
fijará con arreglo al Presupuesto aprobado por el Consejo
Comarcal, se distribuirán entre los municipios que la inte-
gran en función del número de habitantes y, en el caso de
existir servicios de utilización potestativa, en función de los
servicios prestados por la comarca a cada municipio.

2. Las aportaciones a la comarca tendrán la consideración
de pagos obligatorios para los municipios integrantes de la
misma. Dichas aportaciones se realizarán en la forma y pla-
zos que determine el Consejo Comarcal.

3. Si algún municipio se retrasara en el pago de su cuota
por plazo superior a un trimestre, el Presidente le requerirá
su pago en un plazo de veinte días. Transcurrido dicho plazo
sin haberla hecho efectiva, el Presidente podrá solicitar de
los órganos de la Administración central, autonómica o pro-
vincial, la retención de las cuotas pendientes con cargo a las
transferencias de carácter incondicionado y no finalista que
tuviere reconocidas el Ayuntamiento deudor para su entrega
a la comarca. Esta retención se considerará autorizada por
los Ayuntamientos, siempre que se acompañe la certificación
reglamentaria de descubierto.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.— Alteración de términos municipales.
La alteración de los términos municipales de alguno de

los municipios integrantes de la comarca supondrá, en su
caso, la modificación paralela de los límites de la comarca
sin necesidad de la modificación de la presente Ley.

Segunda.— Nombramiento de una Comisión Gestora y
cese del Alcalde y de los concejales del Municipio.

Cuando como consecuencia de una alteración de términos
municipales o de otras causas previstas en la legislación de
régimen local se designe una Comisión Gestora en algún mu-
nicipio de la comarca y cesen el Alcalde y los concejales del
mismo, éstos perderán la condición de Consejeros Comar-
cales cubriéndose su vacante con los suplentes por su orden.

Tercera.— Registros.
Los Registros de las diversas entidades locales integran-

tes de la Comarca tendrán la consideración de Registros de-
legados del general de la comarca a los efectos de entrada,
salida y presentación de documentos.

Cuarta.— Modificaciones en el censo.
Si se produjeran variaciones en el censo de los munici-

pios que supusieran modificar el número de Consejeros con-

forme a lo dispuesto con carácter general para la comarca en
la legislación aragonesa, dicha modificación se aplicará en la
elección y constitución del siguiente Consejo Comarcal sin
que sea preciso la modificación expresa de la presente Ley.

Quinta.— Competencias de la Diputación Provincial de
Teruel.

En relación a las competencias de la Diputación Provin-
cial de Teruel, el Gobierno de Aragón impulsará la transfe-
rencia de las que fueren apropiadas que sean gestionadas por
las comarcas, en el contexto y actividad de la Comisión Mix-
ta que se cree al efecto. En particular, se procurará que la
Comarca del Jiloca pueda asumir la gestión del Plan Pro-
vincial de Obras y Servicios en su ámbito y disfrutando de
las dotaciones económicas adecuadas.

Sexta.— Mancomunidades.
1. La asunción por la Comarca del Jiloca de sus compe-

tencias propias en los distintos sectores de la acción pública,
conforme a lo previsto en el artículo 5 de esta Ley, llevará
consigo que la comarca suceda a las mancomunidades exis-
tentes en la misma cuyos fines sean coincidentes. En conse-
cuencia se procederá al traspaso por dichas mancomunidades
a favor de la Comarca del Jiloca de las correspondientes fun-
ciones y servicios y de los medios adscritos a su gestión, en-
tendiéndose incluidos entre ellos las transferencias para gas-
tos corrientes e inversiones concedidas por el Gobierno de
Aragón y otras Administraciones para la financiación de los
servicios mancomunados.

2. La Comarca del Jiloca y las mancomunidades afecta-
das procederán a concretar los términos de los traspasos a los
que se refiere el apartado 1 de la presente disposición, de
modo que la disolución y liquidación de la mancomunidad
por conclusión de su objeto garantice la continuidad en la
prestación de los servicios. La relación entre la Comarca del
Jiloca y las mancomunidades municipales estará regulada
por lo dispuesto en el Capítulo III del Título III de la Ley
23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Comarca-
lización.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.— Primera elección de los Consejeros Comar-
cales y constitución del Consejo Comarcal.

1. La Junta Electoral de Aragón, en la sede de las Cortes
de Aragón, procederá en el plazo máximo de un mes tras la
entrada en vigor de esta Ley a realizar las actuaciones pre-
vistas en su artículo 12, tomando como referencia los resul-
tados de las últimas elecciones municipales celebradas en los
municipios integrados en la comarca. En la elección de los
Consejeros Comarcales se estará igualmente a lo dispuesto
en las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera
de la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Co-
marcalización.

2. El Consejo Comarcal se constituirá en sesión pública
en la capital de la comarca dentro del plazo de un mes a con-
tar desde el día siguiente al del acto de proclamación de los
miembros electos. A tal fin se constituirá una Mesa de Edad
integrada por los consejeros de mayor y menor edad, presen-
tes en el acto, actuando como Secretario el que lo sea del
Ayuntamiento de la capitalidad.

12840 Boletín Oficial de las Cortes de Aragón. Número 308 - 24 de marzo de 2003



Segunda.— Comisiones Mixtas de Transferencias.
En el plazo de un mes tras la constitución del Consejo

Comarcal, se constituirá una Comisión Mixta de Transferen-
cias entre la Comarca del Jiloca y la Comunidad Autónoma
de Aragón. La naturaleza, funciones, composición y funcio-
namiento de la Comisión Mixta de Transferencias entre la
Comarca del Jiloca y la Comunidad Autónoma de Aragón se
regularán por lo establecido en el Capítulo I del Título II de
la Ley 23/2001, de 26 de diciembre, de Medidas de Co-
marcalización. Así mismo, en igual plazo, se constituirá la
Comisión de Transferencias entre la Diputación Provincial
de Teruel y la Comarca del Jiloca.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.— Legislación supletoria.
En lo no previsto en la presente Ley, será de aplicación lo

establecido en las leyes y reglamentos aragoneses sobre Ad-
ministración local.

Segunda.— Habilitación de desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno de Aragón para dictar las disposi-

ciones reglamentarias precisas para el desarrollo de la pre-
sente Ley.

Tercera.— Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su

publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».

Relación de enmiendas
que los Grupos Parlamentarios

mantienen para su defensa en Comisión

Artículo 13:
— Enmienda número 1, del G.P. Popular.

Disposición adicional quinta:
— Enmienda número 2, del G.P. Popular.
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2.2. Proposiciones de Ley

Informe de la Ponencia designada
en la Comisión Institucional sobre
la Proposición de Ley sobre publi-
cidad institucional.
PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGÓN

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 111.1 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
Boletín Oficial de las Cortes de Aragón del Informe emitido
por la Ponencia designada en la Comisión Institucional sobre
la Proposición de Ley sobre publicidad institucional, publi-
cado en el BOCA núm. 246, de 10 de julio de 2002.

Zaragoza, 11 de marzo de 2003.

El Presidente de las Cortes
JOSÉ MARÍA MUR BERNAD

A LA COMISIÓN INSTITUCIONAL:

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre la
Proposición de Ley sobre publicidad institucional, integrada
por los Diputados Sr. Bruned Laso, del G.P. Popular; Sr. Gar-
cía Villamayor, del G.P. Socialista; Sr. Bescós Ramón, del G.P.
del Partido Aragonés, Sra Echeverría Gorospe, del G.P. Chun-
ta Aragonesista y Sr. Lacasa Vidal, de la Agrupación Parla-
mentaria Izquierda Unida de Aragón (G.P. Mixto), ha estudia-
do con todo detenimiento la citada Proposición de Ley, así
como las enmiendas presentadas a la misma, y, en cumpli-
miento de lo dispuesto en el artículo 130 del Reglamento de
las Cortes de Aragón, eleva a la Comisión el presente

INFORME

Al Título de la Proposición de Ley se ha presentado la
enmienda núm. 1, del G.P. del Partido Aragonés, que es re-
tirada.

Al artículo 1 se ha presentado la enmienda núm. 2 del
G.P. Socialista. La Ponencia acuerda, con carácter transac-
cional, y con el voto a favor de todos los grupos parlamenta-
rios, suprimir del citado artículo lo siguiente: «que llevan a
cabo las Administraciones Públicas de Aragón».

La enmienda núm. 3, del G.P. Popular, presentada al ar-
tículo 2, es aprobada por unanimidad.

El G.P. del Partido Aragonés retira las enmiendas núms.
4 y 6, formuladas al artículo 2, así como las enmiendas 7, 8
y 9, formuladas al artículo 3.

Con la enmienda núm. 5, del G.P. del Partido Aragonés,
formulada al artículo 2; las enmiendas núms. 10 y 11, del
G.P. del Partido Aragonés, y núm. 12, del G.P. Popular, for-
muladas al artículo 3; las enmiendas núms. 13, del G.P. Po-
pular, núms.15, 16, 19 y 21, del G.P. Socialista, núm. 18, de
la Agrupación Parlamentaria Izquierda Unida de Aragón
(G.P. Mixto), y núm. 20, del G.P. del Partido Aragonés, for-
muladas al artículo 4, y el texto de la Proposición de Ley la
Ponencia elabora y aprueba por unanimidad un texto tran-
saccional de forma que los artículos 3 y 4 quedan redactados
de la siguiente manera:

«Artículo 3.— Descripción y objetivos.
1. La publicidad institucional debe promover el ejer-

cicio de derechos o el cumplimiento de deberes en con-
diciones de igualdad y fomentar comportamientos de los
ciudadanos en relación con bienes o servicios públicos de
carácter educativo, cultural, social, sanitario, de fomento
de empleo u otros de naturaleza análoga.

2. La publicidad institucional está al servicio de los
ciudadanos y debe cumplir los siguientes objetivos:

a) Informar a los ciudadanos de sus derechos y obli-
gaciones legales.

b) Informar sobre la existencia, composición y fun-
cionamiento de las instituciones públicas; sobre las acti-



vidades y proyectos ejecutados y los servicios prestados
por cada Administración pública en el ámbito de sus atri-
buciones y competencias.

c) Difundir la imagen de Aragón o del ámbito propio
de cada administración.

d) Constituir un instrumento útil para el desarrollo
del territorio al que va dirigida.

e) Promover valores y conductas que consoliden la
democracia, la libertad, la convivencia y la solidaridad.

f) Velar por los derechos de los destinatarios de sus
mensajes.

g) Implicar a la ciudadanía en el objetivo de lograr
una sociedad cohesionada y avanzada en cuanto a con-
ciencia cívica y progreso económico y social.

Artículo 4.— Principios.
1. La publicidad institucional habrá de respetar los si-

guientes principios:
a) Objetividad y veracidad de los mensajes.
b) La dignidad de la persona y los derechos funda-

mentales que le son inherentes, en particular los derechos
al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y el dere-
cho a la igualdad y a la no discriminación por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra
condición o circunstancia personal o social.

c) La protección de la juventud y de la infancia.
d) El respeto al medio ambiente.
2. La comunicación publicitaria institucional deberá

respetar la ética publicitaria y las normas establecidas en
materia de publicidad engañosa, desleal, subliminal y en-
cubierta.

3. La publicidad institucional ha de diferenciarse cla-
ramente de la propaganda partidista.

4. La publicidad institucional debe tener claros ele-
mentos de identificación, al objeto de no inducir a con-
fusión a sus destinatarios en cuanto a sus objetivos y con-
tenido.»

La enmienda núm. 14, de la Agrupación Parlamentaria
Izquierda Unida de Aragón (G.P. Mixto), formulada al artí-
culo 4, resulta rechazada con los votos a favor del Grupo en-
mendante y de los Grupos Parlamentarios Socialista y Chun-
ta Aragonesista, y en contra de los Grupos Parlamentarios
Popular y del Partido Aragonés.

La enmienda núm. 17, del G.P. Popular, formulada tam-
bién al artículo 4, es retirada.

Las enmiendas presentadas al artículo 5 obtienen el si-
guiente resultado:

— Con las enmiendas núms. 22 y 28 del G.P. del Partido
Aragonés, se aprueba, por unanimidad, un texto transaccio-
nal, de manera que el punto 1 queda redactado de la siguien-
te forma:

«1. Los contratos de publicidad, difusión publicitaria
y creación publicitaria, en los que fueren parte las admi-
nistraciones, organismos y empresas públicas compren-
didos en el ámbito de aplicación de esta Ley se ajustarán
a los principios contenidos en la misma y a lo dispuesto
en la normativa vigente en materia de contratación de las

Administraciones Públicas, con respeto a los principios
de libre concurrencia e igualdad entre los licitadores.»

— La enmienda núm. 23, de la Agrupación Parlamen-
taria Izquierda Unida de Aragón (G.P. Mixto), es aprobada
con el voto a favor de los Grupos Parlamentarios Socialista y
del Partido Aragonés y de la Agrupación Parlamentaria
Izquierda Unida de Aragón (G.P. Mixto), en contra del G.P.
Chunta Aragonesista y la abstención del G.P. Popular.

— Las enmiendas núms. 24 y 25, del G.P. Popular, y
núm. 26, del G.P. del Partido Aragonés decaen por aproba-
ción de la enmienda núm. 23.

— La enmienda núm. 27 del G.P. del Partido Aragonés,
se retira.

— Las enmiendas núm. 29, del G.P. del Partido Arago-
nés, y 30, del G.P. Popular, son aprobadas por unanimidad.

— Con la enmienda núm. 31, del G.P. del Partido Arago-
nés, se elabora un texto transaccional en el sentido de susti-
tuir en el apartado 6 del artículo la palabra «condiciones» por
«cláusulas».

— La enmienda núm. 32, del G.P. del Partido Aragonés,
es retirada.

La Ponencia aprueba por unanimidad las siguientes co-
rrecciones técnicas:

— Redactar el punto 3 de la siguiente manera:
«Las administraciones, organismos y empresas públi-

cas incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley con-
signarán en sus presupuestos créditos específicos para
gastos de publicidad institucional.»
— Sustituir en el apartado 5 la referencia a «dichos con-

tratos» por «Los contratos a los que se refiere este artículo».
— Sustituir en el punto 6 la palabra «principios» por

«criterios».
— Modificar la redacción del punto 7 en los siguientes

términos:
«Todos los contratos que infrinjan la previsto en la

presente Ley falseando, impidiendo o restringiendo la
competencia, tendrán la consideración de prácticas abu-
sivas o restrictivas de la competencia conforme a lo dis-
puesto en la normativa vigente, sin perjuicio de las res-
ponsabilidades penales que fueran exigibles en su caso.»

Las enmiendas formuladas al artículo 6 obtienen el re-
sultado siguiente:

— La enmienda núm. 33, del G.P. Popular, se retira.
— La enmienda núm. 34, del G.P. Socialista, es aproba-

da por los votos a favor del G.P. enmendante y de los Grupos
Parlamentarios Popular y del Partido Aragonés, y el voto en
contra de Chunta Aragonesista y de la Agrupación Parla-
mentaria Izquierda Unida de Aragón (G.P. Mixto).

Las enmiendas presentadas al artículo 7 obtienen al si-
guiente resultado:

— La enmienda núm. 35, del G.P. del Partido Aragonés,
es retirada.

— Con la enmienda núm. 36, del G.P. Popular se elabora
y aprueba, por unanimidad, un texto transaccional en el sen-
tido de añadir al final del apartado 1 lo siguiente: «y a la sal-
vaguarda del interés general.»
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Las enmiendas núm. 37 del G.P. Popular, núm. 38, de la
Agrupación Parlamentario Izquierda Unida de Aragón (G.P.
Mixto), y núm. 39, del G.P. del Partido Aragonés, formula-
das a la Disposición Transitoria, resultan aprobadas por
unanimidad.

La enmienda núm. 40, de la Agrupación Parlamentaria
Izquierda Unida de Aragón (G.P. Mixto), formulada a la
Disposición Final, se aprueba por unanimidad.

Con las enmiendas núms. 41, 42 y 43 del G.P. del Partido
Aragonés, formuladas a la Exposición de Motivos, y el tex-
to de la Proposición de Ley se aprueba por unanimidad un
texto transaccional de forma que la Exposición de Motivos
queda redactada de la siguiente manera:

«El Estatuto de Autonomía de Aragón en su artículo
35.1.20 reconoce a la Comunidad Autónoma de Aragón
la competencia exclusiva en materia de publicidad sin
perjuicio de las normas generales dictadas por el Estado
para sectores y medios específicos.

La presente Ley se enmarca en la normativa comuni-
taria existente en materia de publicidad, así como en lo
dispuesto en la Ley 34/1988, General de Publicidad, mo-
dificada por la Ley 39/2002, que traspone al ordena-
miento jurídico español diversas directivas comunitarias
en esta materia.

La publicidad institucional busca proporcionar a los
ciudadanos una adecuada información sobre sus dere-
chos y obligaciones legales; sobre la existencia, compo-
sición y funcionamiento de las instituciones públicas y
sus actividades, proyectos y servicios, así como promo-
ver valores sociales de carácter comunitario. Así, la pu-
blicidad institucional debe distinguirse de la publicidad
estrictamente normativa, de la relativa a actos adminis-
trativos cuya publicidad es legalmente exigible y de la re-
gulada específicamente por la legislación electoral. Por
ello, deben regularse también las limitaciones de las acti-
vidades publicitarias institucionales en periodos electora-
les, a fin de evitar injerencias en los procesos correspon-
dientes.

Esta publicidad no puede alejarse de los criterios que
deben informar cualquier actuación administrativa, sien-
do preciso establecer unas normas que permitan que la
misma no sea utilizada como elemento discriminatorio
desde el sector público y sirva adecuadamente a sus ob-
jetivos, evitando su uso incorrecto. La relación que se es-
tablece entre las administraciones y los medios de co-
municación social ha de realizarse con la máxima
transparencia y respeto a la igualdad de oportunidades,
sin interferir en la libre competencia ni en el necesario
pluralismo informativo.»

Los Diputados
JUAN ANTONIO BRUNED LASO

PEDRO LUIS GARCÍA VILLAMAYOR
JOSÉ M.ª BESCÓS RAMÓN

YOLANDA ECHEVERRÍA GOROSPE
JESÚS LACASA VIDAL

Proposición de ley
sobre publicidad institucional

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El Estatuto de Autonomía de Aragón en su artículo
35.1.20 reconoce a la Comunidad Autónoma de Aragón la
competencia exclusiva en materia de publicidad sin perjuicio
de las normas generales dictadas por el Estado para sectores
y medios específicos.

La presente Ley se enmarca en la normativa comuni-
taria existente en materia de publicidad, así como en lo
dispuesto en la Ley 34/1988, General de Publicidad, mo-
dificada por la Ley 39/2002, que traspone al ordenamien-
to jurídico español diversas directivas comunitarias en
esta materia.

La publicidad institucional busca proporcionar a los
ciudadanos una adecuada información sobre sus dere-
chos y obligaciones legales; sobre la existencia, composi-
ción y funcionamiento de las instituciones públicas y sus
actividades, proyectos y servicios, así como promover va-
lores sociales de carácter comunitario. Así, la publicidad
institucional debe distinguirse de la publicidad estricta-
mente normativa, de la relativa a actos administrativos
cuya publicidad es legalmente exigible y de la regulada
específicamente por la legislación electoral. Por ello, de-
ben regularse también las limitaciones de las actividades
publicitarias institucionales en periodos electorales, a fin de
evitar injerencias en los procesos correspondientes.

Esta publicidad no puede alejarse de los criterios que
deben informar cualquier actuación administrativa, siendo
preciso establecer unas normas que permitan que la misma
no sea utilizada como elemento discriminatorio desde el sec-
tor público y sirva adecuadamente a sus objetivos, evitan-
do su uso incorrecto. La relación que se establece entre las
administraciones y los medios de comunicación social ha de
realizarse con la máxima transparencia y respeto a la igual-
dad de oportunidades, sin interferir en la libre competen-
cia ni en el necesario pluralismo informativo.

Artículo 1.— Objeto.
La presente Ley tiene por objeto establecer los principios

generales por los cuales ha de regularse la publicidad institu-
cional [palabras suprimidas por la Ponencia] a través de
contratos de publicidad, difusión publicitaria, creación publi-
citaria y patrocinio.

Artículo 2.— Ámbito de aplicación.
1. La presente Ley será de aplicación a toda actividad pu-

blicitaria que desarrollen las administraciones de Aragón, in-
cluidas las administraciones locales, así como los organis-
mos, entidades de derecho público y empresas públicas
vinculadas o dependientes de aquéllas y que estén participa-
das mayoritariamente de forma directa o indirecta, que no
sean de carácter industrial o comercial.

2. Queda excluida del ámbito de esta Ley, la publicidad
normativa y otros anuncios de actos de la administración que
deban publicarse legalmente.
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Artículo 3.— Descripción y objetivos.
1. La publicidad institucional debe promover el ejercicio

de derechos o el cumplimiento de deberes en condiciones de
igualdad y fomentar comportamientos de los ciudadanos en
relación con bienes o servicios públicos de carácter educati-
vo, cultural, social, sanitario, de fomento de empleo u otros
de naturaleza análoga.

2. La publicidad institucional está al servicio de los
ciudadanos y debe cumplir los siguientes objetivos:

a) Informar a los ciudadanos de sus derechos y obli-
gaciones legales.

b) Informar sobre la existencia, composición y funcio-
namiento de las instituciones públicas; sobre las activida-
des y proyectos ejecutados y los servicios prestados por
cada Administración pública en el ámbito de sus atribu-
ciones y competencias.

c) Difundir la imagen de Aragón o del ámbito propio
de cada administración.

d) Constituir un instrumento útil para el desarrollo
del territorio al que va dirigida.

e) Promover valores y conductas que consoliden la de-
mocracia, la libertad, la convivencia y la solidaridad.

f) Velar por los derechos de los destinatarios de sus
mensajes.

g) Implicar a la ciudadanía en el objetivo de lograr
una sociedad cohesionada y avanzada en cuanto a con-
ciencia cívica y progreso económico y social.

Artículo 4.— Principios.
1. La publicidad institucional habrá de respetar los si-

guientes principios:
a) Objetividad y veracidad de los mensajes.
b) La dignidad de la persona y los derechos funda-

mentales que le son inherentes, en particular los derechos
al honor, a la intimidad y a la propia imagen, y el derecho
a la igualdad y a la no discriminación por razón de naci-
miento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra con-
dición o circunstancia personal o social.

c) La protección de la juventud y de la infancia.
d) El respeto al medio ambiente.
2. La comunicación publicitaria institucional deberá

respetar la ética publicitaria y las normas establecidas en
materia de publicidad engañosa, desleal, subliminal y encu-
bierta.

3. La publicidad institucional ha de diferenciarse clara-
mente de la propaganda partidista.

4. La publicidad institucional debe tener claros ele-
mentos de identificación, al objeto de no inducir a confu-
sión a sus destinatarios en cuanto a sus objetivos y con-
tenido.

Artículo 5.— Criterios de contratación.
1. Los contratos de publicidad, difusión publicitaria y

creación publicitaria, en los que fueren parte las administra-
ciones, organismos y empresas públicas comprendidos en el
ámbito de aplicación de esta Ley se ajustarán a los princi-
pios contenidos en la misma y a lo dispuesto en la norma-
tiva vigente en materia de contratación de las Adminis-
traciones Públicas, con respeto a los principios de libre
concurrencia e igualdad entre los licitadores.

2. [Apartado suprimido por la Ponencia.]

3. Las administraciones, organismos y empresas pú-
blicas incluidos en el ámbito de aplicación de esta Ley
consignarán en sus presupuestos créditos específicos pa-
ra gastos de publicidad institucional.

4. [Párrafo suprimido por la Ponencia.]
5. Los contratos a los que se refiere este artículo no po-

drán excluir a ningún medio de comunicación, modulándose
la cuota de participación en el contrato de los distintos me-
dios utilizando criterios objetivos de ámbito territorial y di-
fusión del medio correspondiente. En caso de campañas di-
rigidas sólo a un segmento de la población, se tendrá en
cuenta la adaptación de cada medio o soporte al público
objetivo de esa acción publicitaria. Se tendrá en cuenta a
estos efectos las cifras de tirada y venta, así como la audien-
cia conforme a las comprobaciones realizadas por las orga-
nizaciones sin fines lucrativos a que hace referencia el artí-
culo 12 de la Ley 34/1988, de 11 de noviembre, General de
Publicidad.

6. Todos los contratos de asistencia, de consultoría, de
servicios [texto suprimido por la Ponencia] o de difusión o
creación publicitarias que se celebren en el marco de la pre-
sente Ley, harán constar en sus cláusulas que la asigna-
ción de las campañas publicitarias se realizará conforme a
los criterios del presente artículo.

7. Todos los contratos que infrinjan lo previsto en la pre-
sente Ley falseando, impidiendo o restringiendo la compe-
tencia, tendrán la consideración de prácticas abusivas o res-
trictivas de la competencia conforme a lo dispuesto en la
normativa vigente, sin perjuicio de las responsabilidades
penales que fueran exigibles en su caso.

Artículo 6.— Lenguas de Redacción.
Para el uso del castellano o de alguna de las modali-

dades lingüísticas aragonesas, la publicidad institucional
regulada en esta Ley se ajustará a lo dispuesto en la nor-
mativa vigente.

Artículo 7.— Limitaciones y garantía en período elec-
toral.

1. Al objeto de no influir en la intención de voto de la ciu-
dadanía, la publicidad comprendida en el ámbito de las ad-
ministraciones, organismos y empresas públicas a que hace
referencia el artículo 2 de la presente Ley, no podrá realizar-
se en el período comprendido entre la convocatoria de las
elecciones y el día de su celebración, a excepción de la es-
trictamente necesaria para el normal funcionamiento de los
servicios administrativos que se establezcan en la normativa
legal y para la salvaguarda del interés general.

2. Lo dispuesto en el punto anterior no es aplicable a la
campaña institucional que se encuentra regulada en el artí-
culo 22.2 de la Ley 2/1987, de 16 de febrero, electoral de la
Comunidad Autónoma de Aragón, aunque sí hará mención
expresa a dicha prohibición el Decreto de convocatoria a que
se refiere el artículo 22.1 de la misma Ley.

3. En las campañas institucionales para promover la par-
ticipación en las elecciones, no se pueden utilizar eslóganes,
simbología o elementos publicitarios claramente identifica-
bles con un partido político.

4. En todos los contratos suscritos o adjudicados por las
administraciones, organismos y empresas públicas com-
prendidas en el ámbito de la presente Ley se incluirán las
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cláusulas oportunas para que lo previsto en el apartado pri-
mero de este artículo sea efectivo y exigible.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

[Disposición suprimida por la Ponencia.]

DISPOSICIÓN FINAL

1. Se autoriza al Gobierno de Aragón para dictar cuantas
disposiciones sean precisas para el desarrollo y ejecución de
lo previsto en la presente Ley.

2. La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de
su publicación en el Boletín Oficial de Aragón.

Relación de votos particulares y enmiendas
que mantienen los Grupos Parlamentarios

Artículo 4:
— Enmienda núm. 14, de la Agrupación Parlamentaria

Izquierda Unida de Aragón, G.P. Mixto.

Artículo 5:
— Voto particular del G.P. Chunta Aragonesista frente a

la enmienda núm. 23 de la Agrupación Parlamentaria
Izquierda Unida de Aragón, G.P. Mixto.

Artículo 6:
— Votos particulares del G.P. Chunta Aragonesista y de

la Agrupación Parlamentaria Izquierda Unida de Aragón,
G.P. Mixto, frente a la enmienda núm. 34, del G.P. Socialista.
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